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Regidoras y Regidores Integrantes del  
Ayuntamiento Constitucional de Pihuamo.  
Presentes. 
 

Proemio de iniciativa. 
 
Quien suscribe, C. Humberto Amezcua Bautista Presidente Municipal de 
Pihuamo, en el ejercicio de las facultades que confieren los artículos 41 fracciones 
I y II de la Ley del Gobierno y Administración Pública Municipal del Estado de 
Jalisco, someto a la consideración de este órgano de gobierno municipal la presente 
CÓDIGO DE ÉTICA Y REGLAS DE INTEGRIDAD PARA LAS Y LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL DE 
PIHUAMO, JALISCO, de conformidad con la siguiente: 
 

Exposición de Motivos 
 

El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de 
su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre; 
además, establece que los municipios estarán investidos de personalidad jurídica, 
así como tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 
municipal que expidan las legislaturas estatales, los bandos de policía y gobierno, 
los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general 
dentro de sus respectivas jurisdicciones y cuyo objeto será, entre otras cosas, 
establecer las bases generales de la administración pública municipal. 
 
Con fundamento en lo previsto en los artículos 109 fracción III y 115 fracción II de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 2 fracciones II, 

III, VII y VIII; artículo 5 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; 

artículo 2 fracciones II y V, 3 fracción XXI, 6, 7, 10 fracción I, 15 y 16 de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas; Acuerdo publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 12 de octubre de 2018 por el cual el Comité Coordinador 

del Sistema Nacional Anticorrupción por el que se dan a conocer los lineamientos 

para la emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General 

de Responsabilidades Administrativas; 90, 106 fracción IV y 107 Ter de la 

Constitución Política del Estado de Jalisco; artículo 2 punto 1 fracciones II, III, IV, 

VIII y IX, 3 fracción VII y 4 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de 

Jalisco; artículo 3 fracción III y IX, artículo 46 numeral 2 fracción I y V, 48 numeral 1 

fracción XX, 50, 51 y 52 numeral 1 fracciones I y X de la Ley de Responsabilidades 

Políticas y Administrativas del Estado de Jalisco; artículos 45, 46 y 47 fracción V de 

la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco y 

Reglamento Interno del H. Ayuntamiento Constitucional de Pihuamo Jalisco, y con 

base en las siguientes: 



 

 

 

Consideraciones: 

I. Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 109 

fracción III, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción del Estado de 

Jalisco en su artículo 5, la Ley General de Responsabilidades en su artículo 7, La 

Constitución Política del Estado de Jalisco en artículo 106 punto 1 primer párrafo, la 

Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Jalisco en su artículo 4, convergen en 

establecer como principios rectores del servicio público la legalidad, objetividad, 

profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, 

transparencia, economía, integridad y competencia por mérito, ética, justicia, 

austeridad, disciplina y rendición de cuentas. 

II. Que el objetivo primordial que tutela la política integral de combate a la corrupción 

inmersa en Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción es establecer 

cimientos de coordinación que entre otras cosas permitan implementar bases y 

políticas para la promoción, fomento y difusión de la cultura de la integridad en el 

servicio público, direccionando acciones concretas que permitan orientar el 

comportamiento ético y consolidado en valores de todos los servidores públicos, 

propiciando de esta manera políticas integrales que garanticen adoptar la ética 

púbica como una conducta natural en el ejercicio de la función pública. 

III. Que de conformidad a la obligación contenida en el numeral 6 de la Ley General 

de Responsabilidades Administrativas les corresponde a los entes públicos crear y 

mantener condiciones estructurales y normativas que permitan la actuación ética y 

responsable de cada uno de sus servidores públicos. 

IV. Que el artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 

enuncia la observancia que todo servidor público debe atender del Código de ética 

que para tal efecto emitan las Secretarías y/o los Órganos Internos de Control, 

conforme a los lineamientos que defina el Sistema Nacional Anticorrupción, para 

que, en su actuación, se concienticen e imperen conductas dignas que respondan 

a las necesidades de la sociedad.  

V. Que el comité coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, tiene como 

principal objetivo ser la instancia responsable de establecer los mecanismos de 

coordinación entre los integrantes del Sistema Nacional Anticorrupción y entre sus 

facultades para el caso que nos ocupa, destaca la de definir las bases y políticas 

para el fomento de la cultura de integridad, y así permitir que las Secretarías y/o los 

Órganos Internos de Control tengan claridad en la implementación y ejecución de 

acciones para orientar el criterio de actuación en situaciones específicas a los 

cuales deberán sujetarse los servidores públicos en el ejercicio de su empleo, cargo 

o comisión. 

 



 

 

 

VI. Siguiendo en el mismo orden de ideas, con fecha 12 de octubre de 2018 fue 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el “Acuerdo por el que se dan a 

conocer los Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere el 

artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas”, mismo que 

fue aprobado por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción en su 

tercera sesión ordinaria que tuvo verificativo el día 13 de septiembre de 2018. 

VII. Así mismo el artículo 52 apartado 1 fracción I y X de la Ley de 

Responsabilidades Políticas y Administrativas del Estado de Jalisco, otorga la 

atribución a los Órganos Internos de Control de implementar mecanismos para 

prevenir las faltas administrativas y los hechos de corrupción, así como evaluar 

anualmente estos mecanismos y sus resultados, de igual forma la de emitir, 

observar y vigilar el cumplimiento del Código de Ética al que deberán sujetarse los 

servidores públicos del ente público en mención. 

VIII. Por lo que en entre las atribuciones del Órgano Interno de Control, las cuales 

están fundamentado en el artículo16 DE LA Ley General de Responsabilidades 

Administrativas y 91, fracción X, del Reglamento Interno del H. Ayuntamiento 

Constitucional de Pihuamo Jalisco que a la letra dice: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  - - - - - 

Artículo 16. Ley General de Responsabilidades Administrativas, “Los Servidores 

Públicos deberán observar el código de ética que al efecto sea emitido por las 

Secretarías o los Órganos internos de control, conforme a los lineamientos que 

emita el Sistema Nacional Anticorrupción, para que en su actuación impere una 

conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente su 

desempeño.  

El código de ética a que se refiere el párrafo anterior, deberá hacerse del 

conocimiento de los Servidores Públicos de la dependencia o entidad de que se 

trate, así como darle la máxima publicidad”. 

Artículo 91.- del Reglamento Interno del Ayuntamiento Constitucional de Pihuamo, 

Jalisco, “El Órgano Interno de Control tendrá las siguientes atribuciones: X. Emitir, 

observar y vigilar el cumplimiento del Código de Ética, al que deberán sujetarse los 

servidores públicos del ente público, conforme a los lineamientos que emita el 

Sistema Nacional Anticorrupción”  

IX. La Ley de Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco, 

en su capítulo IX de los ordenamientos municipales en el artículo 40 establece que 

los Ayuntamientos pueden expedir, de acuerdo con las leyes estatales en materia 

municipal, apartado II. Los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas 

de observancia general, dentro de sus respectivas jurisdicciones, que regulen 

asuntos de su competencia 

 



 

 

 

X. Por ende, resulta necesario que el Municipio de Pihuamo, Jalisco, realice los 

ajustes normativos necesarios con la finalidad de dar cumplimiento al Acuerdo 

emitido por el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción en relación 

a la elaboración del Código de Ética Municipal, a que hace referencia el artículo 16 

de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.  

Con ello el Municipio de Pihuamo, Jalisco, se suma al cumplimiento de uno de los 

objetivos primordiales que emanan del Sistema Nacional Anticorrupción y el 

Sistema Estatal Anticorrupción, consistente en dar cumplimiento fomentar una 

cultura de integridad en el servicio público por medio del Código de Ética, que tiene 

como finalidad concientizar a las y los servidores públicos de este Municipio, sobre 

la trascendencia social que conlleva orientar su actuar bajo los más estrictos 

parámetros de ética e integridad en beneficio de la ciudadanía.  

En mérito de lo anteriormente expuesto, se emite el siguiente  

ACUERDO 

UNICO. SE EXPIDE EL CÓDIGO DE ÉTICA Y REGLAS DE INTEGRIDAD DEL 

MUNICIPIO DE PIHUAMO, JALISCO, para quedar como sigue:  

 

CÓDIGO DE ÉTICA Y REGLAS DE INTEGRIDAD PARA LAS Y LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL DE 

PIHUAMO, JALISCO. 

 

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

 

Artículo 1. El Código de Ética y Reglas de Integridad para los Servidores Públicos 

del Municipio de Pihuamo, Jalisco, tiene como finalidad definir y establecer los 

principios y valores que deben regir el ejercicio, cargo o comisión de todo servidor 

público que brinde sus servicios en el Municipio de Pihuamo, Jalisco, con el 

propósito de consolidar la cultura de la ética en el ámbito gubernamental, 

garantizando a la sociedad el correcto, honorable y adecuado desempeño de la 

función pública, orientando su actuar bajo las reglas de integridad que exige el 

debido ejercicio del servicio público, así mismo tiene por objeto implementar 

mecanismos de capacitación, difusión y seguimiento de las acciones tendientes a 

fomentar la cultura de la ética como un elemento irrenunciable del combate a la 

corrupción. 

 

 



 

 

 

Artículo 2. Los principios, valores y conductas previstas en el presente Código, son 

de observancia general, enunciativas y no limitativas para los servidores públicos 

de las dependencias y organismos del municipio de Pihuamo, Jalisco, cualquiera 

que sea su nivel jerárquico o especialidad, sin perjuicio de lo establecido en otras 

normas o disposiciones que regulen el desempeño de los servidores públicos; por 

ende, toda persona que forme parte de la administración pública del municipio de 

Pihuamo, Jalisco, deberá conocerlo y asumir el compromiso de su debido 

cumplimiento. 

La Contralora del Municipio de Pihuamo, será competente para aplicar, vigilar y 

evaluar el cumplimiento del presente instrumento por si, o a través del Comité de 

Ética, Conducta y Prevención de Conflictos de Interés que se conforme para tal 

efecto.  

Artículo 3. Cuando en el presente instrumento se haga referencia de manera 

genérica a los servidores públicos, se considerará dentro de la misma expresión a 

las servidoras públicas de la Administración Pública Municipal, por lo que las 

referencias o alusiones hechas hacia un género representan ambos sexos. 

Artículo 4. Para los efectos del presente Código de Ética, se entenderá por:  

I. Acoso Sexual: Forma de violencia con connotación lasciva en la que, si bien 

no existe la subordinación, hay un ejercicio abusivo de poder que conlleva un estado 

de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice 

uno o varios eventos; 

 

II. Código: Código de Ética y Reglas de Integridad para los Servidores Públicos 

del Municipio de Pihuamo, Jalisco. 

 

III. Comité: El Comité de Ética, Conducta y Prevención de Conflictos de Interés 

del Municipio de Pihuamo, Jalisco. 

 

IV. Conflicto de Interés: La posible afectación del desempeño objetivo e 

imparcial de las funciones de los servidores públicos en razón de intereses 

personales, familiares o de negocios; 

 

V. Contraloría: Contraloría Municipal; 

 

VI. Conducta: Normas de comportamiento en el servidor público;  

 

VII. Denuncia: Documento que contiene la manifestación formulada por 

cualquier persona, sobre un hecho o conducta atribuible a un servidor público y que 

resultan presuntamente contraria a los señalado por este instrumento; 

 



 

 

 

VIII. Ética: Conjunto de normas morales y valores que rigen la conducta de una 

persona en su actuar dentro de su función dentro en la administración pública del 

municipio de Pihuamo, Jalisco;  

 

IX. Función Pública: Aquella actividad desarrollada por las dependencias y 

organismos del municipio de Pihuamo, Jalisco, consistente en satisfacer de una 

manera regular, continua y uniforme, necesidades públicas de carácter esencial o 

fundamental, a través del ejercicio de sus atribuciones;  

 

X. Hostigamiento Sexual: Ejercicio del poder, en una relación de 

subordinación real de la víctima frente al agresor en el ámbito laboral. Se manifiesta 

mediante conductas verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de 

connotación lasciva; 

 

XI. Principio: Reglas o normas que orientan la acción del servidor público; se 

trata de normas de carácter general y universal;  

 

XII. Reglas de Integridad: Son las normas éticas y de conducta relacionados a 

los principios que rigen el servicio público, que permiten a los servidores públicos 

actuar y enfrentar dilemas éticos ante una situación específica; 

 

XIII. Servidor Público: Aquella persona que desempeña un empleo cargo o 

comisión de cualquier naturaleza en la administración pública del municipio de 

Pihuamo, Jalisco, así como aquellas que manejen o apliquen recursos públicos;  

 

XIV. Valor: Las cualidades que integran a la persona, sin estos valores se 

perdería su humanidad o gran parte de ella. Los valores pueden entregar una 

imagen negativa o positiva a las personas dependiendo de sus actos y 

pensamientos frente a los demás o acciones determinadas;  

CAPÍTULO II 

De los Principios 

 

Artículo 5. Los principios constitucionales y legales que todo servidor público de la 

administración pública municipal debe observar en el ejercicio de su empleo, cargo 

o comisión son los siguientes: 

 

I. Legalidad: Las personas servidoras públicas hacen sólo aquello que las 

normas expresamente les confieren y en todo momento someten su actuación a las 

facultades que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyen a 

su empleo, cargo o comisión, por lo que conocen y cumplen las disposiciones que 

regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones. 

 



 

 

 

II. Honradez: Las personas servidoras públicas se conducen con rectitud sin 

utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún 

beneficio, provecho o ventaja personal o a favor  de terceros, ni buscan o aceptan 

compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona 

u organización, debido a que están conscientes que ello compromete sus funciones 

y que el ejercicio de cualquier cargo público implica un alto sentido de austeridad y 

vocación de servicio. 

 

III. Lealtad: Las personas servidoras públicas corresponden a la confianza que 

el Estado les ha conferido; tienen una vocación absoluta de servicio a la sociedad, 

y satisfacen el interés superior de las necesidades colectivas por encima de 

intereses particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la 

población. 

 

IV. Imparcialidad: Las personas servidoras públicas dan a la ciudadanía, y a la 

población en general, el mismo trato, sin conceder privilegios o preferencias a 

organizaciones o personas, ni permiten que influencias, intereses o prejuicios 

indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones de 

manera objetiva. 

 

V. Eficiencia: Las personas servidoras públicas actúan en apego a los planes 

y programas previamente establecidos y optimizan el uso y la asignación de los 

recursos públicos en el desarrollo de sus actividades para lograr los objetivos 

propuestos. 

 

VI. Economía: Las personas servidoras públicas en el ejercicio del gasto público 

administrarán los bienes, recursos y servicios públicos con legalidad, austeridad y 

disciplina, satisfaciendo los objetivos y metas a los que estén destinados, siendo 

éstos de interés social. 

 

VII. Disciplina: Las personas servidoras públicas desempeñarán su empleo, 

cargo o comisión, de manera ordenada, metódica y perseverante, con el propósito 

de obtener los mejores resultados en el servicio o bienes ofrecidos. 

 

VIII. Profesionalismo: Las personas servidoras públicas deberán conocer, actuar 

y cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas de 

conformidad con las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuibles 

a su empleo, cargo o comisión, observando en todo momento disciplina, integridad 

y respeto, tanto a las demás personas servidoras públicas como a las y los 

particulares con los que llegare a tratar. 

 

 



 

 

 

IX. Objetividad: Las personas servidoras públicas deberán preservar el interés 

superior de las necesidades colectivas por encima de intereses particulares, 

personales o ajenos al interés general, actuando de manera neutral e imparcial en 

la toma de decisiones, que a su vez deberán de ser informadas en estricto apego a 

la legalidad. 

 

X. Transparencia: Las personas servidoras públicas en el ejercicio de sus 

funciones privilegian el principio de máxima publicidad de la información pública, 

atendiendo con diligencia los requerimientos de acceso y proporcionando la 

documentación que generan, obtienen, adquieren, transforman o conservan; y en el 

ámbito de su competencia, difunden de manera proactiva información 

gubernamental, como un elemento que genera valor a la sociedad y promueve un 

gobierno abierto, protegiendo los datos personales que estén bajo su custodia. 

 

XI. Rendición de cuentas: Las personas servidoras públicas asumen 

plenamente ante la sociedad y sus autoridades la responsabilidad que deriva del 

ejercicio de su empleo, cargo o comisión, por lo que informan, explican y justifican 

sus decisiones y acciones, y se sujetan a un sistema de sanciones, así como a la 

evaluación y al escrutinio público de sus funciones por parte de la ciudadanía. 

 

XII. Competencia por mérito: Las personas servidoras públicas deberán ser 

seleccionados para sus puestos de acuerdo a su habilidad profesional, capacidad y 

experiencia, garantizando la igualdad de oportunidad, atrayendo a los mejores 

candidatos para ocupar los puestos mediante procedimientos transparentes, 

objetivos y equitativos. 

 

XIII. Eficacia: Las personas servidoras públicas actúan conforme a una cultura 

de servicio orientada al logro de resultados, procurando en todo momento un mejor 

desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las metas institucionales según sus 

responsabilidades y mediante el uso responsable y claro de los recursos públicos, 

eliminando cualquier ostentación y discrecionalidad indebida en su aplicación. 

 

XIV. Integridad: Las personas servidoras públicas actúan siempre de manera 

congruente con los principios que se deben observar en el desempeño de un 

empleo, cargo, comisión o función, convencidas en el compromiso de ajustar su 

conducta para que impere en su desempeño una ética que responda al interés 

público y generen certeza plena de su conducta frente a todas las personas con las 

que se vinculen u observen su actuar. 

 

XV. Equidad: Las personas servidoras públicas procurarán que toda persona 

acceda con justicia e igualdad al uso, disfrute y beneficio de los bienes, servicios, 

recursos y oportunidades. 



 

 

 

CAPÍTULO III 

De los valores 

 

Artículo 6. El servidor público deberá anteponer en el desempeño de su empleo, 

cargo, comisión o funciones los siguientes valores: 

 

I. Interés Público: Las personas servidoras públicas actúan buscando en todo 

momento la máxima atención de las necesidades y demandas de la sociedad por 

encima de intereses y beneficios particulares, ajenos a la satisfacción colectiva. 

 

II. Respeto: Las personas servidoras públicas se conducen con austeridad y 

sin ostentación, y otorgan un trato digno y cordial a las personas en general y a sus 

compañeros y compañeras de trabajo, superiores y subordinados, considerando 

sus derechos, de tal manera que propician el diálogo cortés y la aplicación armónica 

de instrumentos que conduzcan al entendimiento, a través de la eficacia y el interés 

público. 

 

III. Respeto a los Derechos Humanos: Las personas servidoras públicas 

respetan los derechos humanos, y en el ámbito de sus competencias y atribuciones, 

los garantizan, promueven y protegen de conformidad con los Principios de: 

Universalidad que establece que los derechos humanos corresponden a toda 

persona por el simple hecho de serlo; de Interdependencia que implica que los 

derechos humanos se encuentran vinculados íntimamente entre sí; de Indivisibilidad 

que refiere que los derechos humanos conforman una totalidad de tal forma que son 

complementarios e inseparables, y de Progresividad que prevé que los derechos 

humanos están en constante evolución y bajo ninguna circunstancia se justifica un 

retroceso en su protección. 

 

IV. Igualdad y no discriminación: Las personas servidoras públicas prestan 

sus servicios a todas las personas sin distinción, exclusión, restricción, o preferencia 

basada en el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, 

la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la 

religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el 

embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación 

política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el 

idioma, los antecedentes penales o en cualquier otro motivo. 

 

V. Equidad de género: Las personas servidoras públicas, en el ámbito de sus 

competencias y atribuciones, garantizan que tanto mujeres como hombres accedan 

con las mismas condiciones, posibilidades y oportunidades a los bienes y servicios 

públicos; a los programas y beneficios institucionales, y a los empleos, cargos y 

comisiones gubernamentales. 



 

 

 

VI. Entorno Cultural y Ecológico: Las personas servidoras públicas en el 

desarrollo de sus actividades evitan la afectación del patrimonio cultural de cualquier 

nación y de los ecosistemas del planeta; asumen una férrea voluntad de respeto, 

defensa y preservación de la cultura y del medio ambiente, y en el ejercicio de sus 

funciones y conforme a sus atribuciones, promueven en la sociedad la protección y 

conservación de la cultura y el medio ambiente, al ser el principal legado para las 

generaciones futuras. 

 

VII. Cooperación: Las personas servidoras públicas colaboran entre sí y 

propician el trabajo en equipo para alcanzar los objetivos comunes previstos en los 

planes y programas gubernamentales, generando así una plena vocación de 

servicio público en beneficio de la colectividad y confianza de la ciudadanía en sus 

instituciones. 

 

VIII. Liderazgo: Las personas servidoras públicas son guía, ejemplo y promotoras 

del Código de Ética y las Reglas de Integridad; fomentan y aplican en el desempeño 

de sus funciones los principios que la Constitución y la ley les imponen, así como 

aquellos valores adicionales que por su importancia son intrínsecos a la función 

pública. 

 

IX. Solidaridad: Los servidores públicos propician que el trabajo se realice en 

equipo, de manera armónica, independiente de sus intereses personales, familiares 

o de negocios, con el objetivo de cumplir las tareas y metas institucionales y en 

beneficio de la ciudadanía. 

 

X. Tolerancia: Los servidores públicos emiten sus ideas y opiniones y respetan 

las de los demás, aunque no coincidan siempre con las suyas. 

 

XI. Vocación de servicio: Los servidores públicos desempeñan sus actividades 

de manera diligente y responsable, involucrándose para hacer mejor su trabajo, son 

más productivos y contribuyen de una manera óptima y activa al desarrollo de las 

tareas relativas a su empleo, en beneficio de la sociedad. 

 

CAPÍTULO IV 

De los deberes éticos del servidor público. 

 

Artículo 7. Los servidores públicos, al margen de los valores y principios éticos 

señalados en el presente Código, observaran en forma enunciativa más no limitativa 

las siguientes directrices: 

 

 

 



 

 

 

I. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones 

jurídicas les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y 

cumplir las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y 

atribuciones; 

 

II. Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener 

o pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de 

terceros, ni buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o 

regalos de cualquier persona u organización; 

 

III. Satisfacer el interés superior de las necesidades colectivas por encima de 

intereses particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la 

población; 

 

IV. Dar a las personas en general el mismo trato, por lo que no concederán 

privilegios o preferencias a organizaciones o personas, ni permitirán que influencias, 

intereses o prejuicios indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o 

ejercer sus funciones de manera objetiva; 

 

V. Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, 

procurando en todo momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de 

alcanzar las metas institucionales según sus responsabilidades; 

 

VI. Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, 

sujetándose a los principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y 

honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados; 

 

VII. Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 

establecidos en la Constitución; 

 

VIII. Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una 

vocación absoluta de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las 

necesidades colectivas por encima de intereses particulares, personales o ajenos 

al interés general; 

 

IX. Evitar y dar cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con el 

desempeño responsable y objetivo de sus facultades y obligaciones, y; 

 

X. Abstenerse de realizar cualquier trato o promesa privada que comprometa al 

Estado mexicano. 

 

 



 

 

 

CAPÍTULO V 

De las Reglas de Integridad para el ejercicio de la Función Pública 

 

Artículo 8.  Para salvaguardar los principios y valores que rigen el servicio público 

de la Administración Pública Municipal de Pihuamo, Jalisco, se observaran las 

siguientes reglas de integridad con las cuales deben conducirse los servidores 

públicos en el desempeño su empleo, cargo o comisión. 

 

SECCIÓN PRIMERA 

De la Actuación Pública. 

 

Artículo 9. El servidor público que desempeña un empleo, cargo, comisión o función 

conduce su actuación con transparencia, honestidad, lealtad, cooperación, 

austeridad, sin ostentación y con una clara orientación al interés público.  

 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa más no limitativa, las conductas 

siguientes:  

 

a) Abstenerse de ejercer las atribuciones y facultades que le impone el servicio público 

y que le confieren los ordenamientos legales y normativos correspondientes.  

 

b) Adquirir para sí o para terceros, bienes o servicios de personas u organizaciones 

beneficiadas con programas o contratos gubernamentales, a un precio notoriamente 

inferior o bajo condiciones de crédito favorables, distintas a las del mercado.  

 

c) Favorecer o ayudar a otras personas u organizaciones a cambio o bajo la promesa 

de recibir dinero, dádivas, obsequios, regalos o beneficios personales o para 

terceros.  

 

d) Utilizar las atribuciones de su empleo, cargo, comisión o funciones para beneficio 

personal o de terceros.  

 

e) Ignorar las recomendaciones de los organismos públicos protectores de los 

derechos humanos y de prevención de la discriminación, u obstruir alguna 

investigación por violaciones en esta materia.  

 

f) Hacer proselitismo en su jornada laboral u orientar su desempeño laboral hacia 

preferencias político-electorales. 

 

g) Utilizar recursos humanos, materiales o financieros institucionales para fines 

distintos a los asignados.  

 



 

 

 

h)  Obstruir la presentación de denuncias administrativas, penales o políticas, por parte 

de compañeros de trabajo, subordinados o de ciudadanos en general.  

 

i) Asignar o delegar responsabilidades y funciones sin apegarse a las disposiciones 

normativas aplicables.  

 

j)  Permitir que servidores públicos subordinados incumplan total o parcialmente con 

su jornada u horario laboral.  

 

k) Realizar cualquier tipo de discriminación tanto a otros servidores públicos como a 

toda persona en general.  

 

l) Actuar como abogado o procurador en juicios de carácter penal, civil, mercantil o 

laboral que se promuevan en contra de instituciones públicas de cualquiera de los 

tres órdenes y niveles de Gobierno.  

 

m)  Dejar de establecer medidas preventivas al momento de ser informado por escrito 

como superior jerárquico, de una posible situación de riesgo o de conflicto de 

interés.  

 

n)  Hostigar, agredir, amedrentar, acosar, intimidar, extorsionar o amenazar a personal 

subordinado o compañeros de trabajo.  

 

o) Desempeñar dos o más puestos o celebrar dos o más contratos de prestación de 

servicios profesionales o la combinación de unos con otros, sin contar con dictamen 

de compatibilidad.  

 

p) Dejar de colaborar con otros servidores públicos y de propiciar el trabajo en equipo 

para alcanzar los objetivos comunes previstos en los planes y programas 

gubernamentales.  

 

q) Obstruir u obstaculizar la generación de soluciones a dificultades que se presenten 

para la consecución de las metas previstas en los planes y programas 

gubernamentales.  

 

r)  Evitar conducirse bajo criterios de austeridad, sencillez y uso apropiado de los 

bienes y medios que disponga con motivo del ejercicio del cargo público.  

 

s) Conducirse de forma ostentosa, incongruente y desproporcionada a la 

remuneración y apoyos que perciba con motivo de cargo público. 

 

 



 

 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

De la Información Pública. 

 

Artículo 10. El servidor público que desempeña un empleo, cargo, comisión o 

función conduce su actuación conforme al principio de transparencia y resguarda la 

documentación e información gubernamental que tiene bajo su responsabilidad. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes: 

a) Asumir actitudes intimidatorias frente a las personas que requieren de orientación 

para la presentación de una solicitud de acceso a información pública. 

 

b) Retrasar de manera negligente las actividades que permitan atender de forma ágil 

y expedita las solicitudes de acceso a información pública. 

 

c) Declarar la incompetencia para la atención de una solicitud de acceso a información 

pública, a pesar de contar con atribuciones o facultades legales o normativas. 

 

d) Declarar la inexistencia de información o documentación pública, sin realizar una 

búsqueda exhaustiva en los expedientes y archivos institucionales bajo su 

resguardo. 

 

e) Ocultar información y documentación pública en archivos personales, ya sea dentro 

o fuera de los espacios institucionales. 

 

f) Alterar, ocultar o eliminar de manera deliberada, información pública. 

 

g) Permitir o facilitar la sustracción, destrucción o inutilización indebida, de información 

o documentación pública. 

 

h)  Proporcionar indebidamente documentación e información confidencial o 

reservada. 

 

i) Utilizar con fines lucrativos las bases de datos a las que tenga acceso o que haya 

obtenido con motivo de su empleo, cargo, comisión o funciones. 

 

j) Obstaculizar las actividades para la identificación, generación, procesamiento, 

difusión y evaluación de la información en materia de transparencia proactiva y 

gobierno abierto. 

 

k) Difundir información pública en materia de transparencia proactiva y gobierno 

abierto en formatos que, de manera deliberada, no permitan su uso, reutilización o 

redistribución por cualquier interesado. 

 



 

 

 

SECCIÓN TERCERA 

De las Contrataciones Públicas, Licencias,  

Permisos, Autorizaciones y Concesiones. 

 

Artículo 11. El servidor público que con motivo de su empleo, cargo, comisión o 

función o a través de subordinados, participa en contrataciones públicas o en el 

otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, autorizaciones y concesiones, se 

conduce con transparencia, imparcialidad y legalidad; orienta sus decisiones a las 

necesidades e intereses de la sociedad, y garantiza las mejores condiciones para 

el Municipio.  

 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

 

a) Omitir declarar conforme a las disposiciones aplicables los posibles conflictos de 

interés, negocios y transacciones comerciales que de manera particular haya tenido 

con personas u organizaciones inscritas en el Registro Único de Contratistas para 

la Administración Pública Estatal o en su caso Municipal.  

 

b) Dejar de aplicar el principio de equidad de la competencia que debe prevalecer entre 

los participantes dentro de los procedimientos de contratación.  

 

c) Formular requerimientos diferentes a los estrictamente necesarios para el 

cumplimiento del servicio público, provocando gastos excesivos e innecesarios.  

 

d) Establecer condiciones en las invitaciones o convocatorias que representen 

ventajas o den un trato diferenciado a los licitantes.  

 

e) Favorecer a los licitantes teniendo por satisfechos los requisitos o reglas previstos 

en las invitaciones o convocatorias cuando no lo están; simulando el cumplimiento 

de éstos o coadyuvando a su cumplimiento extemporáneo.  

 

f) Beneficiar a los proveedores sobre el cumplimiento de los requisitos previstos en 

las solicitudes de cotización.  

 

g) Proporcionar de manera indebida información de los particulares que participen en 

los procedimientos de contrataciones públicas.  

 

h) Ser parcial en la selección, designación, contratación, y en su caso, remoción o 

rescisión del contrato, en los procedimientos de contratación.  

 

 

 



 

 

 

i) Influir en las decisiones de otros servidores públicos para que se beneficie a un 

participante en los procedimientos de contratación o para el otorgamiento de 

licencias, permisos, autorizaciones y concesiones.  

 

j) Evitar imponer sanciones a licitantes, proveedores y contratistas que infrinjan las 

disposiciones jurídicas aplicables. 

 

k) Enviar correos electrónicos a los licitantes, proveedores, contratistas o 

concesionarios a través de cuentas personales o distintas al correo institucional.  

 

l) Reunirse con licitantes, proveedores, contratistas y concesionarios fuera de los 

inmuebles oficiales, salvo para los actos correspondientes a la visita al sitio.  

 

m) Solicitar requisitos sin sustento para el otorgamiento y prórroga de licencias, 

permisos, autorizaciones y concesiones.  

 

n) Dar trato inequitativo o preferencial a cualquier persona u organización en la gestión 

que se realice para el otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones.  

 

o) Recibir o solicitar cualquier tipo de compensación, dádiva, obsequio o regalo en la 

gestión que se realice para el otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones.  

 

p) Dejar de observar el protocolo de actuación en materia de contrataciones públicas 

y otorgamiento de licencias, permisos, autorizaciones, concesiones y sus prórrogas.  

 

q) Ser beneficiario directo o a través de familiares hasta el cuarto grado, de contratos 

gubernamentales relacionados con la dependencia o entidad que dirige o en la que 

presta sus servicios. 

 

SECCIÓN CUARTA 

De los Programas Gubernamentales. 

 

Artículo 12. El servidor público que con motivo de su empleo, cargo, comisión o 

función o a través de subordinados, participa en el otorgamiento y operación de 

subsidios y apoyos de programas gubernamentales, garantiza que la entrega de 

estos beneficios se apegue a los principios de igualdad y no discriminación, 

legalidad, imparcialidad, transparencia y respeto.  

 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

 



 

 

 

a) Ser beneficiario directo o a través de familiares hasta el cuarto grado, de programas 

de subsidios o apoyos de la dependencia o entidad que dirige o en la que presta 

sus servicios.  

 

b) Permitir la entrega o entregar subsidios o apoyos de programas gubernamentales, 

de manera diferente a la establecida en las reglas de operación.  

 

c)  Brindar apoyos o beneficios de programas gubernamentales a personas, 

agrupaciones o entes que no cumplan con los requisitos y criterios de elegibilidad 

establecidos en las reglas de operación.  

 

d) Proporcionar los subsidios o apoyos de programas gubernamentales en periodos 

restringidos por la autoridad electoral, salvo casos excepcional por desastres 

naturales o de otro tipo de contingencia declarada por las autoridades competentes.  

 

e) Dar trato inequitativo o preferencial a cualquier persona u organización en la gestión 

del subsidio o apoyo del programa, lo cual incluye el ocultamiento, retraso o entrega 

engañosa o privilegiada de información.  

 

f) Discriminar a cualquier interesado para acceder a los apoyos o beneficios de un 

programa gubernamental.  

 

g) Alterar, ocultar, eliminar o negar información que impida el control y evaluación 

sobre el otorgamiento de los beneficios o apoyos a personas, agrupaciones o entes, 

por parte de las autoridades facultadas. 

 

h) Entregar, disponer o hacer uso de la información de los padrones de beneficiarios 

de programas gubernamentales diferentes a las funciones encomendadas 

 

SECCIÓN QUINTA 

De los Trámites y Servicios. 

 

Artículo 13. El servidor público que con motivo de su empleo, cargo, comisión o 

función participa en la prestación de trámites y en el otorgamiento de servicios, 

atiende a los usuarios de forma respetuosa, eficiente, oportuna, responsable e 

imparcial.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes: 

a) Ejercer una actitud contraria de servicio, respeto y cordialidad en el trato, 

incumpliendo protocolos de actuación o atención al público.  

 

 



 

 

 

b) Otorgar información falsa sobre el proceso y requisitos para acceder a consultas, 

trámites, gestiones y servicios.  

 

c) Realizar trámites y otorgar servicios de forma deficiente, retrasando los tiempos de 

respuesta, consultas, trámites, gestiones y servicios.  

 

d) Exigir, por cualquier medio, requisitos o condiciones adicionales a los señalados por 

las disposiciones jurídicas que regulan los trámites y servicios.  

 

e) Discriminar por cualquier motivo en la atención de consultas, la realización de 

trámites y gestiones, y la prestación de servicios.  

 

f) Recibir o solicitar cualquier tipo de compensación, dádiva, obsequio o regalo en la 

gestión que se realice para el otorgamiento del trámite o servicio. 

 

SECCIÓN SEXTA 

De los Recursos Humanos. 

 

Artículo 14. El servidor público que participa en procedimientos de recursos 

humanos, de planeación de estructuras o que desempeña en general un empleo, 

cargo, comisión o función, se apega a los principios de igualdad y no discriminación, 

legalidad, imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

a) Dejar de garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la función 

pública con base en el mérito.  

 

b) Designar, contratar o nombrar en un empleo, cargo, comisión o función, a personas 

cuyos intereses particulares, laborales, profesionales, económicos o de negocios 

puedan estar en contraposición o percibirse como contrarios a los intereses que les 

correspondería velar si se desempeñaran en el servicio público.  

 

c) Proporcionar a un tercero no autorizado, información contenida en expedientes del 

personal y en archivos de recursos humanos bajo su resguardo. 

 

d) Suministrar información sobre los reactivos de los exámenes elaborados para la 

ocupación de plazas vacantes a personas ajenas a la organización de los 

concursos.  

 

e) Seleccionar, contratar, nombrar o designar a personas, sin haber obtenido 

previamente, la constancia de no inhabilitación.  

 



 

 

 

f) Seleccionar, contratar, nombrar o designar a personas que no cuenten con el perfil 

del puesto, con los requisitos y documentos establecidos, o que no cumplan con las 

obligaciones que las leyes imponen a todo ciudadano.  

 

g) Seleccionar, contratar, designar o nombrar directa o indirectamente como 

subalternos a familiares hasta el cuarto grado de parentesco.  

 

h) Inhibir la formulación o presentación de inconformidades o recursos que se prevean 

en las disposiciones aplicables para los procesos de ingreso.  

 

i) Otorgar a un servidor público subordinado, durante su proceso de evaluación, una 

calificación que no corresponda a sus conocimientos, actitudes, capacidades o 

desempeño.  

 

j) Disponer del personal a su cargo en forma indebida, para que le realice trámites, 

asuntos o actividades de carácter personal o familiar ajenos al servicio público.  

 

k) Presentar información y documentación falsa o que induzca al error, sobre el 

cumplimiento de metas de su evaluación del desempeño.  

 

l) Remover, cesar, despedir, separar o dar o solicitar la baja de servidores públicos de 

carrera, sin tener atribuciones o por causas y procedimientos no previstos en las 

leyes aplicables.  

 

m) Omitir excusarse de conocer asuntos que puedan implicar cualquier conflicto de 

interés.  

 

n) Evitar que el proceso de evaluación del desempeño de los servidores públicos se 

realice en forma objetiva y en su caso, dejar de retroalimentar sobre los resultados 

obtenidos cuando el desempeño del servidor público sea contrario a lo esperado.  

 

o) Eludir, conforme a sus atribuciones, la reestructuración de áreas identificadas como 

sensibles o vulnerables a la corrupción o en las que se observe una alta incidencia 

de conductas contrarias al Código de Ética o a las reglas de integridad.  

 

SECCIÓN SEPTIMA 

De la Administración de Bienes Muebles e Inmuebles. 

 

Artículo 15. El servidor público que, con motivo de su empleo, cargo, comisión o 

función, participa en procedimientos de baja, enajenación, transferencia o 

destrucción de bienes muebles o de administración de bienes inmuebles, administra  



 

 

 

los recursos con eficiencia, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a 

los que están destinados.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

a) Solicitar la baja, enajenación, transferencia o destrucción de bienes, cuando éstos 

sigan siendo útiles.  

 

b) Compartir información con terceros ajenos a los procedimientos de baja, 

enajenación, transferencia o destrucción de bienes públicos, o sustituir documentos 

o alterar éstos.  

 

c) Recibir o solicitar cualquier tipo de compensación, dádiva, obsequio o regalo, a 

cambio de beneficiar a los participantes en los procedimientos de enajenación de 

bienes muebles e inmuebles.  

 

d) Intervenir o influir en las decisiones de otros servidores públicos para que se 

beneficie a algún participante en los procedimientos de enajenación de bienes 

muebles e inmuebles.  

 

e) Tomar decisiones en los procedimientos de enajenación de bienes muebles e 

inmuebles, anteponiendo intereses particulares que dejen de asegurar las mejores 

condiciones en cuanto a precio disponible en el mercado.  

 

f) Manipular la información proporcionada por los particulares en los procedimientos 

de enajenación de bienes muebles e inmuebles. 

 

g) Utilizar el parque vehicular terrestre, marítimo o aéreo, de carácter oficial o 

arrendado para este propósito, para uso particular, personal o familiar, fuera de la 

normativa establecida por la dependencia o entidad en que labore. 

  

h) Utilizar los bienes inmuebles para uso ajeno a la normatividad aplicable.  

 

i) Disponer de los bienes y demás recursos públicos sin observar las normas a los 

que se encuentran afectos y destinarlos a fines distintos al servicio público. 

 

SECCIÓN OCTAVA 

De los Procesos de Evaluación. 

 

Artículo 16. El servidor público que, con motivo de su empleo, cargo, comisión o 

función, participa en procesos de evaluación, se apega en todo momento a los 

principios de legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas.  



 

 

 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

a) Proporcionar indebidamente la información contenida en los sistemas de 

información de la Administración Pública Federal o acceder a ésta por causas 

distintas al ejercicio de sus funciones y facultades.  

 

b) Trasgredir el alcance y orientación de los resultados de las evaluaciones que realice 

cualquier instancia externa o interna en materia de evaluación o rendición de 

cuentas.  

 

c) Dejar de atender las recomendaciones formuladas por cualquier instancia de 

evaluación, ya sea interna o externa.  

 

d) Alterar registros de cualquier índole para simular o modificar los resultados de las 

funciones, programas y proyectos gubernamentales 

 

SECCIÓN NOVENA 

Del Control Interno. 

 

Artículo 17. El servidor público que, en el ejercicio de su empleo, cargo, comisión 

o función, participa en procesos en materia de control interno, genera, obtiene, 

utiliza y comunica información suficiente, oportuna, confiable y de calidad, 

apegándose a los principios de legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

a) Dejar de comunicar los riesgos asociados al cumplimiento de objetivos 

institucionales, así como los relacionados con corrupción y posibles irregularidades 

que afecten los recursos económicos públicos.  

 

b) Omitir diseñar o actualizar las políticas o procedimientos necesarios en materia de 

control interno.  

 

c) Generar información financiera, presupuestaria y de operación sin el respaldo 

suficiente.  

 

d) Comunicar información financiera, presupuestaria y de operación incompleta, 

confusa o dispersa. 

  

e) Omitir supervisar los planes, programas o proyectos a su cargo, en su caso, las 

actividades y el cumplimiento de las funciones del personal que le reporta.  

 

 



 

 

 

f) Dejar de salvaguardar documentos e información que se deban conservar por su 

relevancia o por sus aspectos técnicos, jurídicos, económicos o de seguridad.  

 

g) Ejecutar sus funciones sin establecer las medidas de control que le correspondan.  

 

h) Omitir modificar procesos y tramos de control, conforme a sus atribuciones, en áreas 

en las que se detecten conductas contrarias al Código de Ética y las Reglas de 

Integridad. 

 

i) Dejar de implementar, en su caso, de adoptar, mejores prácticas y procesos para 

evitar la corrupción y prevenir cualquier conflicto de interés. 

 

j) Inhibir las manifestaciones o propuestas que tiendan a mejorar o superar 

deficiencias de operación, de procesos, de calidad de trámites y servicios, o de 

comportamiento ético de los servidores públicos.  

 

k) Eludir establecer estándares o protocolos de actuación en aquellos trámites o 

servicios de atención directa al público o dejar de observar aquéllos previstos por 

las instancias competentes. 

 

SECCIÓN DECIMA 

Del Procedimiento Administrativo. 

 

Artículo 18. El servidor público que, en el ejercicio de su empleo, cargo, comisión 

o función, participa en procedimientos administrativos tiene una cultura de denuncia, 

respeta las formalidades esenciales del procedimiento y la garantía de audiencia 

conforme al principio de legalidad. 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

a) Omitir notificar el inicio del procedimiento y sus consecuencias. 

 

b) Dejar de otorgar la oportunidad de ofrecer pruebas.  

 

c) Prescindir el desahogo de pruebas en que se finque la defensa.  

 

d) Excluir la oportunidad de presentar alegatos.  

 

e) Omitir señalar los medios de defensa que se pueden interponer para combatir la 

resolución dictada.  

 

 

 



 

 

 

f) Negarse a informar, declarar o testificar sobre hechos que le consten relacionados 

con conductas contrarias a la normatividad, así como al Código de Ética, las Reglas 

de Integridad y al Código de Conducta.  

 

g) Dejar de proporcionar o negar documentación o información que el Comité y la 

autoridad competente requiera para el ejercicio de sus funciones o evitar colaborar 

con éstos en sus actividades.  

 

h) Inobservar criterios de legalidad, imparcialidad, objetividad y discreción en los 

asuntos de los que tenga conocimiento que impliquen contravención a la 

normatividad, así como al Código de Ética y las reglas de integridad.  

 

SECCIÓN UNDÉCIMA 

Del Desempeño Permanente con Integridad. 

 

Artículo 19. El servidor público que desempeña un empleo, cargo, comisión o 

función, conduce su actuación con legalidad, imparcialidad, objetividad, 

transparencia, certeza, cooperación, ética e integridad.  

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

a) Omitir conducirse con un trato digno y cordial, conforme a los protocolos de 

actuación o atención al público, y de cooperación entre servidores públicos.  

 

b) Realizar cualquier tipo de discriminación tanto a otros servidores públicos como a 

toda persona en general.  

 

c) Retrasar de manera negligente las actividades que permitan atender de forma ágil 

y expedita al público en general.  

 

d) Hostigar, agredir, amedrentar, acosar, intimidar o amenazar a compañeros de 

trabajo o personal subordinado.  

 

e) Ocultar información y documentación gubernamental, con el fin de entorpecer las 

solicitudes de acceso a información pública.  

 

f) Recibir, solicitar o aceptar cualquier tipo de compensación, dádiva, obsequio o 

regalo en la gestión y otorgamiento de trámites y servicios.  

 

g) Realizar actividades particulares en horarios de trabajo que contravengan las 

medidas aplicables para el uso eficiente, transparente y eficaz de los recursos 

públicos.  

 



 

 

 

h) Omitir excusarse de intervenir en cualquier forma en la atención, tramitación o 

resolución de asuntos en los que tenga interés personal, familiar, de negocios, o 

cualquier otro en el que tenga algún conflicto de interés.  

 

i) Aceptar documentación que no reúna los requisitos fiscales para la comprobación 

de gastos de representación, viáticos, pasajes, alimentación, telefonía celular, entre 

otros.  

 

j) Utilizar el parque vehicular terrestre, marítimo o aéreo, de carácter oficial o 

arrendado para este propósito, para uso particular, personal o familiar, fuera de la 

normativa establecida por la dependencia o entidad en que labore. 

  

k) Solicitar la baja, enajenación, transferencia o destrucción de bienes muebles, 

cuando éstos sigan siendo útiles.  

 

l) Obstruir la presentación de denuncias sobre el uso indebido o de derroche de 

recursos económicos que impidan o propicien la rendición de cuentas.  

 

m) Evitar conducirse con criterios de sencillez, austeridad y uso adecuado de los bienes 

y medios que disponga con motivo del ejercicio del cargo público. 

 

n) Conducirse de manera ostentosa, inadecuada y desproporcionada respecto a la 

remuneración y apoyos que se determinen presupuestalmente para su cargo 

público. 

 

SECCIÓN DUODÉCIMA 

De la Cooperación con la Integridad. 

 

Artículo 20. El servidor público en el desempeño de su empleo, cargo, comisión o 

función, coopera con la dependencia o entidad en la que labora y con las instancias 

encargadas de velar por la observancia de los principios y valores intrínsecos a la 

función pública, en el fortalecimiento de la cultura ética y de servicio a la sociedad.  

Son acciones que, de manera enunciativa y no limitativa, hacen posible propiciar un 

servicio público íntegro, las siguientes:  

a) Detectar áreas sensibles o vulnerables a la corrupción.  

 

b) Proponer, en su caso, adoptar cambios a las estructuras y procesos a fin de inhibir 

ineficiencias, corrupción y conductas antiéticas.  

 

c) Recomendar, diseñar y establecer mejores prácticas a favor del servicio público. 

 



 

 

 

SECCIÓN DECIMOTERCERA 

Del Comportamiento Digno. 

 

Artículo 21. El servidor público en el desempeño de su empleo, cargo, comisión o 

función, se conduce en forma digna sin proferir expresiones, adoptar 

comportamientos, usar lenguaje o realizar acciones de hostigamiento o acoso 

sexual, manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las personas con las 

que tiene o guarda relación en la función pública.  

 

Vulneran esta regla, de manera enunciativa y no limitativa, las conductas siguientes:  

 

a) Realizar señales sexualmente sugerentes con las manos o a través de los 

movimientos del cuerpo.  

 

b) Tener contacto físico sugestivo o de naturaleza sexual, como tocamientos, abrazos, 

besos, manoseo, jalones.  

 

c) Hacer regalos, dar preferencias indebidas o notoriamente diferentes o manifestar 

abiertamente o de manera indirecta el interés sexual por una persona.  

 

d) Llevar a cabo conductas dominantes, agresivas, intimidatorias u hostiles hacia una 

persona para que se someta a sus deseos o intereses sexuales, o al de alguna otra 

u otras personas.  

 

e) Espiar a una persona mientras ésta se cambia de ropa o está en el sanitario.  

 

f) Condicionar la obtención de un empleo, su permanencia en él o las condiciones del 

mismo a cambio de aceptar conductas de naturaleza sexual.  

 

g) Obligar a la realización de actividades que no competen a sus labores u otras 

medidas disciplinarias en represalia por rechazar proposiciones de carácter sexual.  

 

h) Condicionar la prestación de un trámite o servicio público o evaluación escolar a 

cambio de que la persona usuaria, estudiante o solicitante acceda a sostener 

conductas sexuales de cualquier naturaleza.  

 

i) Expresar comentarios, burlas, piropos o bromas hacia otra persona referentes a la 

apariencia o a la anatomía con connotación sexual, bien sea presenciales o a través 

de algún medio de comunicación.  

 

j) Realizar comentarios, burlas o bromas sugerentes respecto de su vida sexual o de 

otra persona, bien sea presenciales o a través de algún medio de comunicación.  



 

 

 

k) Expresar insinuaciones, invitaciones, favores o propuestas a citas o encuentros de 

carácter sexual.  

 

l) Emitir expresiones o utilizar lenguaje que denigre a las personas o pretenda 

colocarlas como objeto sexual.  

 

m) Preguntar a una persona sobre historias, fantasías o preferencias sexuales o sobre 

su vida sexual.  

 

n) Exhibir o enviar a través de algún medio de comunicación carteles, calendarios, 

mensajes, fotos, afiches, ilustraciones u objetos con imágenes o estructuras de 

naturaleza sexual, no deseadas ni solicitadas por la persona receptora.  

 

ñ) Difundir rumores o cualquier tipo de información sobre la vida sexual de una 

persona.  

 

o) Expresar insultos o humillaciones de naturaleza sexual.  

 

p) Mostrar deliberadamente partes íntimas del cuerpo a una o varias personas. 

 

CAPITULO VI 

De la Vigilancia y Aplicación de este Código 

 

SECCIÓN PRIMERA 

De la Contraloría y/o Órgano interno de control 

 

Artículo 22. La Contraloría Municipal promoverá, observara, y vigilara el 

cumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente Código, para tal efecto 

podrá apoyarse en el Comité de Ética, Conducta y Prevención de Conflictos de 

Interés que se cree expresamente para tal efecto, así mismo será competente 

implementar las acciones tendientes a la difusión y promoción de los principios, 

valores y reglas de integridad que adopta el presente instrumento. 

 

Artículo 23. Además del Comité de Ética, Conducta y Prevención de Conflictos de 

Interés del Municipio, para salvaguardar el cumplimiento del presente Código la 

Contraloría podrá auxiliarse de las Coordinaciones Generales, Direcciones y/o 

cualquier otra dependencia municipal y por medio de sus titulares, para la eficaz y 

eficiente promoción, observancia y vigilancia de las disposiciones a las que alude 

este Código, siendo responsabilidad de estas coadyuvar en dichas tareas. 

 

Artículo 24. La expedición de políticas, manuales, lineamientos, directrices, guías, 

metodologías, procedimientos o cualquier otro documento complementario al 

presente Código será competencia de la Contraloría Municipal o en su caso de las  



 

 

 

instancias que se creen para tal efecto. De igual forma serán competentes para 

interpretar para efectos administrativos el presente ordenamiento y resolver lo no 

previsto. 

 

SECCIÓN SEGUNDA. 

Del Comité de Ética, Conducta y Prevención de Conflictos de Interés  

 

Artículo 25. El Comité de Ética, Conducta y Prevención de Conflictos de Interés del 

Municipio de Pihuamo, Jalisco, es el órgano colegiado responsable de llevar a cabo 

con el auxilio de la Contraloría, la implementación y seguimiento oportuno de las 

acciones que emanen del presente instrumento y de aquellas que le sean 

determinadas por la Contraloría Municipal. 

 

Artículo 26. La integración y funcionamiento del Comité de Ética, Conducta y 

Prevención de Conflictos de Interés Municipal se regirá conforme a la 

reglamentación de su operación que se emita para tal efecto.  

 

CAPITULO VII 

De los Mecanismos de Capacitación y Difusión. 

 

Artículo 27. La Contraloría Municipal en coadyuvancia con el Comité, garantizara 

la implementación y difusión de medios, acciones y estrategias que permitan a todos 

los servidores públicos de la Administración Pública Municipal acceder, conocer y 

capacitarse de manera permanente y continua en el correcto ejercicio de la función 

pública y los principios, valores y reglas de integridad que lo rigen. 

 

Artículo 28. Para promover el conocimiento y aplicación del presente Código se 

consideran de manera enunciativa más no limitativa las siguientes acciones de 

capacitación y difusión: 

 

1. Mecanismos de Capacitación: 

a) Cursos 

b) Talleres 

c) Conferencias 

d) Seminarios 

e) Jornadas de actualización 

f) Mesas de trabajo y concientización 

g) Dinámicas enfocadas a fortalecer mediante actividades de desarrollo 

humano, la cultura ética en el ejercicio de la función pública. 

 

2. Mecanismos de difusión: 

 

 



 

 

 

a) Circular mediante todos los medios internos de comunicación (Correo 

electrónico, páginas oficiales, intranet, etc.) el Código de Ética del Municipio de 

Pihuamo, Jalisco. 

 

b) Publicaciones impresas (posters, volantes, folletos, trípticos) en lugares 

estratégicos de todas y cada una de las Dependencias y/o Coordinaciones de la 

Administración Pública Municipal, con la finalidad de darle mayor publicidad y 

generar un contacto cotidiano, con la cultura de la ética pública. 

 

c) Proporcionar de manera física, en la medida de que los recursos materiales 

así lo permitan, un ejemplar del Código de Ética a todos titulares de las 

Dependencias y/o Coordinaciones, para que ellos y los servidores públicos a su 

cargo, realicen un manifiesto en donde expresen que han sido notificados de la 

aplicación y vigencia de los instrumentos que se ponen a su disposición, que han 

leído el documento, lo acepta en sus términos y se compromete a cumplir y hacer 

cumplir el contenido del mismo y que son sabedores respecto de los sistemas y 

mecanismos que rigen su aplicación así como a quién acudir en caso de duda. 

 

Artículo 29. Los servidores públicos que sean propuestos por su superior jerárquico 

podrán ser candidatos a la obtención de un reconocimiento por dicha autoridad 

contando con el visto bueno de la Contraloría Ciudadana y del Comité, por haber 

dado cabal cumplimiento en un caso específico a lo establecido en el presente 

Código. 

 

CAPITULO VIII 

De las Sanciones 

 

Artículo 30. Los servidores públicos, que como resultado de una acción u omisión 

transgredan alguna de las disposiciones contenidas en este Código, serán 

sancionados en términos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 

y la Ley de Responsabilidades Políticas y Administrativas del Estado de Jalisco. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente reglamento fue aprobado por la  totalidad de regidores 
presentes mediante Acuerdo de Ayuntamiento No. 52, de la Cuarta Sesión 
Extraordinaria, celebrada el día 30 de Junio del año 2022, mismo  que entrará en 
vigor a partir del día de su publicación en la Gaceta Municipal en los estrados y 
página de internet del Gobierno Municipal. 
 

SEGUNDO. Se abroga el Código de Ética (en caso de contar con algún Código de 

Ética previamente publicado) 



 

 

 

TERCERO. El Titular de la Administración Pública Municipal, dispondrá de un plazo 

de 90 días hábiles para conformar el Comité de Ética, Conducta y Prevención de 

Conflictos de Interés, así como las gestiones necesarias para la emisión de la 

reglamentación de la integración y funcionamiento del Comité. 

 

CUARTO. Se dejan sin efecto todas las disposiciones normativas de igual o menor 

jerarquía que se opongan a lo dispuesto por este Código. 

 

 

 

 
 

ATENTAMENTE 
 

Salón de Cabildos del Palacio Municipal 
 

Pihuamo Jalisco, 30 de Junio del 2022 
 
 
 
 

C. HUMBERTO AMEZCUA BAUTISTA 
Presidente Municipal 

 
 
 

C E R T I F I C A : 
LIC. FRANCISCO JAVIER SANTILLAN OCAMPO 

Secretario General 
 



REGLAMENTO DE PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA PARA LA GOBERNANZA DEL 

MUNICIPIO DE PIHUAMO JALISCO



 

 

Regidoras y Regidores Integrantes del  
Ayuntamiento Constitucional de Pihuamo.  
Presentes. 
 

Proemio de iniciativa. 
 
Quien suscribe, C. Humberto Amezcua Bautista Presidente Municipal de Pihuamo, en 
el ejercicio de las facultades que confieren los artículos 41 fracciones I y II de la Ley del 
Gobierno y Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco, someto a la 
consideración de este órgano de gobierno municipal la presente Reglamento de 
Participación Ciudadana para la Gobernanza del Municipio de Pihuamo Jalisco, de 
conformidad con la siguiente: 
 

Exposición de Motivos 
 

El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, 
representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial 
y de su organización política y administrativa, el municipio libre; además, establece que 
los municipios estarán investidos de personalidad jurídica, así como tendrán facultades 
para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que expidan las legislaturas 
estatales, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones 
administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones y cuyo 
objeto será, entre otras cosas, establecer las bases generales de la administración 
pública municipal. 
 
Asimismo, el artículo 37 fracción II de la Ley del Gobierno y la Administración Pública 
Municipal establece que será obligación de los Ayuntamientos la aprobación y aplicación 
de su presupuesto de egresos, bandos de policía y gobierno, reglamentos, circulares y 
disposiciones administrativas de observancia general que organicen la administración 
pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos 
de su competencia y aseguren la participación social y vecinal. 
 
El municipio es el orden de gobierno que de manera natural cuenta con mayor cercanía 
y proximidad con los ciudadanos, razón por la cual es donde debe promoverse con mayor 
fuerza la participación ciudadana, a través de la implementación de mecanismos y formas 
que permitan acceder a la inclusión democrática de la población, con el objeto de que su 
participación activa y responsable incida en las decisiones de la autoridad municipal y 
consecuentemente, en el logro de una mejor calidad de vida. Con la intención de avanzar 
en este proceso de democratización del gobierno en nuestro municipio, es indispensable 
establecer en la reglamentación estructuras claras que incentiven y motiven el interés de 
la comunidad para formar parte del ámbito público de su entorno, con figuras de 
participación innovadoras que otorguen un poder real al ciudadano frente a la actuación 
y decisiones de sus autoridades. Para ello, es necesario que los ciudadanos del municipio 
se organicen en alguna de las formas establecidas y reconocidas en el reglamento que 



 

 

se propone, donde se definen elementos y requisitos que deben cumplirse para acceder 
efectivamente a las distintas formas de participación, promoviendo y haciendo un 
ejercicio democrático, abierto, claro y de frente a la población con miras a empoderar al 
ciudadano y que este pueda incidir realmente en las necesidades más sentidas de la 
comunidad. 
 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en los artículos 115 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 77 fracción II de la Constitución Política del 
Estado de Jalisco; 41 fracciones I y II de la Ley del Gobierno y la Administración Pública 
Municipal del Estado de Jalisco, someto a su consideración el siguiente: 
 

Ordenamiento 
 

Artículo Primero.- Se expide el Reglamento de Participación Ciudadana para la 
Gobernanza del Municipio de Pihuamo Jalisco, para quedar como sigue: 
 

Reglamento de Participación Ciudadana para la Gobernanza del 
Municipio de Pihuamo,  Jalisco 

 
 

TÍTULO PRIMERO: DISPOSICIONES GENERALES 
 

Capítulo I Del Objeto del Presente Ordenamiento 
 

Artículo 1. Las disposiciones de este ordenamiento son de orden e interés público y tiene 

por objeto promover la participación ciudadana en los programas, proyectos y 

obligaciones que tiene a su cargo el Ayuntamiento, pugnando por que los ciudadanos 

coadyuven en el cumplimiento de sus fines y participen en el desarrollo y en el beneficio 

colectivo del Municipio, así como establecer las normas referentes a las formas, medios 

y procedimientos de participación ciudadana. 

Artículo 2. El presente Reglamento se expide con fundamento en lo establecido en los 

artículos 1°, 39, 40, 41 primer párrafo, 115, fracción II, párrafo segundo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 7, 21, 22, 28, 29 de la Declaratoria 

Universal de los Derechos Humanos; artículos 9 fracción III, 77 fracción II, incisos b) y c), 

78 y 84 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; en el artículo 28 de la Ley del 

Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la gobernanza del Estado de Jalisco, 

artículo 27 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de 

Jalisco; así como los artículos 1, 2, 35, 49, 51, 71, 72 y demás relativos a los 

ordenamientos municipales.... 



 

 

Artículo 3. Son principios básicos para la gobernanza, el desarrollo de la participación 
ciudadana y sus procesos en el Municipio, los siguientes: 

I. Democracia; 

II. Derechos Humanos; 

III. Corresponsabilidad;  

IV. Equidad de Género;  

V. Pluralidad y la No Discriminación;  

VI. Responsabilidad Social;  

VII. Respeto;  

VIII. Tolerancia;  

IX. Laicismo;  

X. Autonomía Municipal;  

XI. Transparencia y Rendición de Cuentas;  

XII. Justicia Social;  

XIII. Eficacia y Eficiencia en la Gestión Pública;  

XIV. Estado de Derecho;  

XV. Mediación para la Solución y Conciliación de Controversias;  

XVI. Capacitación;  

XVII. Inclusión Social; y 

XVIII. Sustentabilidad. 
 

Artículo 4. Para los efectos del presente ordenamiento, se entenderá por: 

I. Asamblea Popular: El mecanismo de participación, mediante el cual los habitantes del 

municipio construyen un espacio para la opinión sobre temas de interés general o asuntos 

de carácter local o de impacto en la comunidad; 

II. Ayuntamiento Abierto: El mecanismo de participación mediante el cual los habitantes 

de un municipio a través de representantes de Consejos Sociales de Participación 

Ciudadana debidamente registrados, tienen derecho a presentar propuestas o peticiones 

en determinadas sesiones que celebre el ayuntamiento con este fin; 



 

 

III. Consejos Sociales de Participación Ciudadana: La forma de organización 

ciudadana conformada por representantes de las organizaciones ciudadanas y liderazgos 

sociales del Municipio y la ciudadanía en general que se integran en la delimitación 

territorial que determine el Consejo Municipal de Participación Ciudadana por colonia 

para el desempeño de funciones prácticas y benéficas para una comunidad, donde se 

desarrolle y fomente la participación ciudadana. 

IV. Comparecencia Pública: E mecanismo de participación y democracia deliberativa 

mediante el cual los habitantes del Municipio dialogan y debaten con los funcionarios 

públicos del Estado o los municipios para solicitarles la rendición de cuentas, pedir 

información, proponer acciones, cuestionar y solicitar la realización de determinados 

actos o la adopción de acuerdos. 

V. Consejo Municipal de Participación Ciudadana: El órgano garante de la 

participación ciudadana en el Municipio, con funciones de gestión y representación 

ciudadana, colaborando con el Ayuntamiento en la transformación de la relación entre las 

entidades gubernamentales y los ciudadanos, cuyas determinaciones podrán ser 

vinculatorias en los términos que establece el presente Reglamento; 

VI. Colaboración Popular: El mecanismo de participación, mediante el cual los 

habitantes del municipio, participan en la ejecución de una obra o prestan un servicio 

existente, aportando recursos económicos, materiales o trabajo personal en coordinación 

con el gobierno municipal; 

VII. Consulta Popular: El mecanismo mediante el cual los habitantes del municipio, 

expresan sus opiniones respecto a temas de carácter público o impacto social que son 

consultados por la autoridad municipal; 

VIII. Contraloría Social: El mecanismo de participación mediante el cual la ciudadanía y 

los organismos del sector social privado forman una instancia de vigilancia y observación 

de las actividades de gobierno. 

IX. Dialogo Colaborativo: El mecanismo de participación por el cual la autoridad 

establece acuerdos y consensos con la ciudadanía, a través de la construcción de nuevos 

espacios de representatividad para la toma de decisiones públicas, mediante la libre 

expresión de ideas y posiciones ciudadanas para el fortalecimiento de la democracia; 

X. Dirección: La Dirección de Participación Ciudadana del Ayuntamiento Constitucional 

de Pihuamo,  Jalisco; 

XI. Iniciativa Ciudadana: El mecanismo de corresponsabilidad ciudadana mediante el 

cual se ejerce la facultad que tienen los habitantes del Municipio de presentar, ante el 



 

 

Ayuntamiento, proyectos de ordenamientos municipales, reforma, adición o derogación a 

los mismos en los términos establecidos por la normatividad aplicable; 

XII. Organismos para la Participación Ciudadana: El Consejo Municipal de 

Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza y los Consejos Sociales de 

Participación Ciudadana; 

XIII. OSC: Organizaciones de la Sociedad Civil; 

XIV. Presupuesto Participativo: El mecanismo de participación mediante el cual los 
habitantes del Municipio definen el destino de un porcentaje de los recursos públicos; 
 
XV. Proyecto Social: El mecanismo de participación popular, mediante el cual los 
habitantes del municipio colaboran, cooperan y trabajan en conjunto con el ayuntamiento 
para la solución de una necesidad o problemática existente en los barrios, 
fraccionamientos y colonias municipales; y 
 
XVI. Registro Municipal de Participación Ciudadana: El acto administrativo de 

naturaleza declarativa mediante el cual el Ayuntamiento reconoce a los consejos sociales 

de Participación Ciudadana como organismos promotores de la participación ciudadana. 

Artículo 5. Constituyen objetivos del presente reglamento y son criterios orientadores 

para su aplicación:  

I.- Sentar las bases para hacer efectivo el derecho de los ciudadanos de ser el centro de 

las decisiones del Gobierno Municipal; 

II.- Capacitar y promover la interacción del ciudadano con las entidades 

gubernamentales, creando las condiciones para la discusión de los asuntos públicos; 

III.- Consensar la toma de decisiones fundamentales de gobierno y la generación de 

políticas públicas con la sociedad en general, tomando en cuenta sus necesidades e 

inquietudes, para buscar el desarrollo sustentable, sostenible y equitativo de la población 

del Municipio;  

IV.- Integrar a los ciudadanos en la implementación, ejecución y evaluación de los 

programas sociales municipales; 

V.- Fomentar el ejercicio de los derechos humanos y garantías sociales de los vecinos 

del Municipio, en el ámbito del orden jurídico municipal; 

VI.- Orientar y facilitar el ejercicio de los derechos humanos y sus garantías de los vecinos 

del Municipio frente a las distintas entidades gubernamentales; 



 

 

VII.- Establecer, regular y promover la participación ciudadana, sus mecanismos y 

procesos, así como las formas de organización social en el Municipio; 

VIII.- Impulsar el desarrollo de la participación ciudadana desde el ámbito municipal de 

gobierno frente la Federación, el Estado de Jalisco, los municipios y demás entidades 

gubernamentales que de dichas instancias se deriven; 

IX.- Determinar los procedimientos para la conformación, organización, funcionamiento, 

renovación y competencias de los organismos sociales para la participación ciudadana 

en el Municipio; 

X.- Fomentar, facilitar y promover la participación ciudadana y dar las condiciones 

necesarias para la organización ciudadana y asociaciones que los agrupan para la 

gestión municipal, de la población del Municipio y con respeto total a las facultades de 

decisión de los órganos municipales, en los términos establecidos por normatividad 

aplicable. 

XI.- Garantizar la legitimidad e independencia de los organismos sociales para la 

participación ciudadana en el Municipio, bajo los principios de interés general, libre 

acceso, máxima publicidad y transparencia de la información que generen o a la que 

tengan acceso; 

XII.- Establecer una regulación homogénea para el funcionamiento de los organismos 

sociales para la participación ciudadana en el Municipio; 

XIII.- Facilitar el funcionamiento y la toma de decisiones por parte de los organismos 

sociales para la participación ciudadana en el Municipio, fomentando la vida asociativa y 

la participación ciudadana en el municipio. 

XIV.- Promover el funcionamiento de los organismos sociales para la participación 

ciudadana en el Municipio, las relaciones con organismos de la sociedad civil, 

garantizando su plena autonomía de gestión, aproximando la gestión municipal a los 

ciudadanos y procurando de este modo mejorar su eficacia. 

XV.- Garantizar la solidaridad, la equidad y la paz entre las distintas colonias, 

fraccionamientos, barrios, delegaciones, comunidades, agencias establecidas en el 

municipio o cualquier otro centro de población. 

XVI.- Establecer las formas y procedimientos para el reconocimiento de las 

organizaciones ciudadanas en general, promoviendo el establecimiento de las bases 

mínimas de sus estatutos sociales y funcionamiento, facilitando a las agrupaciones de 

ciudadanos y demás personas jurídicas con funciones de representación ciudadana y 



 

 

ciudadana, la información acerca de las actividades, obras, servicios, proyectos y 

programas emprendidos por las dependencias municipales. 

XVII.- Determinar la dependencia municipal responsable para asesorar, acompañar y 

coordinar las relaciones con los organismos sociales para la participación ciudadana en 

el Municipio y las organizaciones ciudadanas, así como sus facultades y atribuciones; y 

XVIII.- Establecer y normar el Registro Municipal de Actos, Organismos y Asociaciones 

Vinculados con los Procesos Ciudadanos. 

Capítulo II 
Derechos y Obligaciones de los Ciudadanos 

Artículo 6. Los ciudadanos tienen los siguientes derechos en materia de participación 

ciudadana:  

I.- Participar en la toma de decisiones fundamentales de gobierno y la generación de 

políticas públicas con la sociedad en general, interviniendo en la formulación, ejecución, 

modificación, evaluación y gestión de los planes o programas de desarrollo municipal, sin 

menoscabo de las atribuciones de la autoridad municipal, tomando en cuenta sus 

necesidades e inquietudes, a través de los mecanismos y organizaciones previstos en el 

presente Reglamento; 

II.- A ser tomando en cuenta en los empadronamientos que se levanten para la 

conformación de organismos para la participación ciudadana; 

III.- A Ser tratado con respeto y dignidad por parte de los funcionarios y servidores 

públicos, y en caso de pertenecer a un grupo en situación de vulnerabilidad, recibir las 

consideraciones del caso; 

IV.- Presentar todo tipo de solicitudes, propuestas, posicionamientos, denuncias, quejas 

o cualquier escrito o petición ante las entidades gubernamentales, las cuales deberán 

acusar de recibido en cualquier caso, aun tratándose de los siguientes casos: 

a) Que la entidad gubernamental carezca de facultades o atribuciones para resolver 

el asunto planteado; 

b) Que la petición sea improcedente; y 

c) Que el solicitante carezca de personalidad jurídica, en caso de que el trámite así 

lo exija. 

 

V.- Manifestar todo tipo de ideas, siempre y cuando lo haga de forma pacífica y 

respetuosa; 



 

 

VI.- A que se les respete en su persona y familia, sus bienes o los de los miembros de 

ésta, sus creencias, preferencias y en general sus derechos fundamentales; 

VII.- Formar parte de algún organismo para la participación ciudadana u organización 

ciudadana donde se ubique su domicilio, y en su caso, de la mesa directiva, en los 

términos del presente Reglamento y los estatutos de la organización que se trate; 

VIII.- Renunciar a los cargos dentro del organismo para la participación ciudadana o en 

su caso, de la mesa directiva a la que pertenezcan; 

IX.- Participar con voz y voto en las sesiones o asambleas del organismo del que forme 

parte; 

X.- Promover los mecanismos de participación ciudadana de acuerdo a lo establecido en 

la normatividad aplicable; 

XI.- Recibir orientación por parte de las entidades gubernamentales respecto de los 

asuntos que se les planteen, así como aclarar sus peticiones, presentar pruebas o 

mayores elementos, en tanto no haya sido resuelta en definitiva; 

XII.- A que la entidad gubernamental, en la medida de sus posibilidades y en el orden de 

sus facultades y atribuciones, supla las deficiencias de sus solicitudes, peticiones o 

quejas; 

XIII.- Tener acceso a la información pública en los términos de la normatividad aplicable 

en materia de transparencia y acceso a la información; 

XIV.- A la protección de sus datos personales de conformidad a la normatividad aplicable;  

XV.- Ejercer los medios de defensa establecidos en la normatividad aplicable; y 

XVI.- Los demás establecidos en la normatividad aplicable. 

Artículo 7. Los ciudadanos del Municipio en materia de participación ciudadana tienen 

las siguientes obligaciones: 

I.- Respetar las opiniones de los demás; 

II.- Acatar y respetar las decisiones o acuerdos que se tomen en el marco de las 

organizaciones sociales y ciudadanas, ya sea para regular la convivencia o para la 

realización de acciones y obras en beneficio de su comunidad;  

III. Cumplir con sus funciones que se deriven de la representación social y ciudadana que 

le sean encomendadas;  



 

 

IV. Conservar el espacio público, respetar las creencias, preservar el medio ambiente, la 

arquitectura, las tradiciones culturales e históricas de su comunidad; 

V.- Ejercer sus derechos sin afectar a terceros;  

VI.- Fomentar la Cultura de la Paz; y  

VII. Cumplir con las disposiciones que se establecen en el presente reglamento y las 

demás establecidas en la normatividad aplicable. 

Capítulo III 
Facultades de las Autoridades en Materia de Participación Ciudadana 

Artículo 8. Para los efectos del presente Reglamento, son autoridades en materia de 

participación ciudadana en el ámbito de sus respectivas competencias las siguientes: 

I.- El Ayuntamiento; 

II.- El Presidente Municipal; 

III.- El Síndico Municipal; 

IV.- Las Regidoras y Los Regidores; 

V.- El Secretario General del Ayuntamiento; 

VI.- El Tesorero Municipal; 

VII.- El Contralor Municipal; 

VIII.- Los Coordinadores Generales, Directores Generales, Directores y Jefes de 

Departamento de las dependencias de la administración pública municipal centralizada o 

paramunicipal; 

IX.- Los consejos de administración, juntas de gobierno, organismos operadores o 

concesionarios de servicios públicos, comités o cualquier otro tipo de órganos colegiados 

municipales que sus miembros pertenezcan al sector público total o mayoritariamente. 

 

Artículo 9. Los contratos, convenios, acuerdos y proyectos que contratistas, proveedores 

y urbanizadores celebren con el Municipio o que desarrollen dentro del territorio municipal 

estarán sujetos a los mecanismos de participación ciudadana previstos en la 

normatividad aplicable, por lo que las entidades gubernamentales que elaboren o 

ejecuten contratos, convenios, acuerdos, negociaciones o proyectos con cualquier 

contratista o proveedor podrán contemplar esta situación en dichos actos. 



 

 

Artículo 10. Para los efectos del presente Reglamento, son facultades del Ayuntamiento; 

I.- Previo acuerdo del mismo, someter sus iniciativas o decisiones al escrutinio de la 

ciudadana, a través de los mecanismos de participación ciudadana establecidos en el 

presente Reglamento, salvo las excepciones consideradas en la normatividad aplicable;  

II.- Estudiar, analizar y resolver en definitiva las iniciativas ciudadanas; 

III.- Considerar la pertinencia establecer en el Presupuesto de Egresos una partida que 

contenga los recursos financieros destinados para las obras públicas que se realizarán 

para el siguiente ejercicio fiscal, de cuando menos el equivalente al diez por ciento del 

monto definido en la estimación del ingreso respecto a la recaudación del pago del 

impuesto predial, producto del ejercicio del presupuesto participativo; 

IV.- Poder ampliar la partida para la ejecución de las obras que no resultaron elegidas 

dentro del presupuesto participativo, en caso de contar con recursos financieros 

adicionales a la estimación inicial de los ingresos generales del Municipio; 

V.- Autorizar la celebración de convenios con las autoridades en materia electoral de la 

Federación, el Estado de Jalisco, otros municipios o con los OSC con el objeto de realizar 

los fines del presente Reglamento; 

VI.- Dotar de herramientas a los organismos de participación ciudadana para el desarrollo 

de sus actividades, y en su caso, considerar la posibilidad de ampliar las partidas del 

Presupuesto de Egresos necesarias para este fin; 

VII.- Reconocer a los Consejos Sociales de Participación Ciudadana, y con causa 

justificada, revocar dicho reconocimiento; y 

VIII.- Las demás que se establezca en la normatividad aplicable. 

Artículo 11. Para los efectos del presente Reglamento, son facultades del Presidente 

Municipal: 

I.- Solicitar a los organismos para la participación ciudadana que inicien cualquiera de los 

mecanismos de participación ciudadana; 

II.- Emitir las convocatorias para la conformación y en su caso, renovación periódica de 

los consejos consultivos, en los términos del ordenamiento municipal en la materia; 

V.- Con causa justificada promover ante el Consejo Municipal y en su caso el 

Ayuntamiento la revocación del reconocimiento de Consejos Sociales de Participación 

Ciudadana; y 

VI.- Las demás que se establezca en la normatividad aplicable.  



 

 

Artículo 12. Son facultades de la Dirección Participación Ciudadana para los efectos del 

presente Reglamento: 

 

I.- Generar vínculos y condiciones para que los ciudadanos ejerzan plenamente sus 

derechos frente a las entidades gubernamentales, lo anterior para efecto de que las 

mismas interactúen en un plano de igualdad frente al ciudadano; 

II.- Difundir el uso de mecanismos de participación ciudadana, llevando a cabo la 

capacitación en la materia y de derechos humanos entre los vecinos del Municipio y 

procurando desarrollar plataformas digitales para cumplir con el objeto del presente 

Reglamento, para tal efecto podrá auxiliarse de las áreas técnicas que se consideren 

apropiadas; 

III.- Orientar y asesorar a los vecinos para que los procesos ciudadanos que se 

desarrollen y logren su efectiva participación en la toma de decisiones en los asuntos 

públicos; 

IV.- Crear una estructura de personal operativo, como apoyo a los Consejos Sociales de 

Participación Ciudadana, la cual fungirá como enlace para la gestión de programas de 

los distintos niveles de gobierno en beneficio de grupos en situación de vulnerabilidad y 

de la ciudadanía que lo requiera, la Dirección determinará la mejor forma de organización 

para la operación de la estructura y se ajustará a la disponibilidad presupuestaria con que 

cuente el ayuntamiento; 

V.- Fungir como moderador en los mecanismos de democracia interactiva y de rendición 

de cuentas; 

VI.- Desempeñar las comisiones que le encomiende el Consejo Municipal de 

Participación Ciudadana; 

VII.- Realizar las funciones ejecutivas para el correcto desarrollo de los mecanismos de 

participación ciudadana; 

VIII.- Publicar y difundir las convocatorias que emita el Presidente Municipal con relación 

a los organismos para la participación ciudadana; 

IX.- Facilitar y promover la organización ciudadana, así como las relaciones con los OSC 

para la consecución de sus fines; 

X.- Coordinar a los vecinos en el levantamiento del censo de sus habitantes para la 

conformación de Consejos Sociales de Participación Ciudadana; 



 

 

XI.- Elaborar modelos de estatutos sociales, reglamentos internos, archivos, manuales, 

infografías y demás documentación que puedan adoptar los Consejos Sociales de 

Participación Ciudadana que se constituyan en el Municipio, para su funcionamiento; 

XII.- Administrar el Registro Municipal de Participación Ciudadana; 

XIII.- Auxiliar en la integración y gestión de los Consejos Sociales para su reconocimiento 

ante el Ayuntamiento y en su caso la revocación del mismo;  

XIV.- Fomentar la Cultura de la Paz, así como el cuidado y protección del medio ambiente; 

y 

XV.-Las demás establecidas en la normatividad aplicable. 

 
TÍTULO SEGUNDO 

INFORMACIÓN EN MATERIA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y LA 
CAPACITACIÓN 

 
Capítulo I 

Acceso a la Información Registro Municipal de Participación Ciudadana 

Artículo 13. Se entiende por Registro Municipal de Participación Ciudadana el acto 

administrativo de naturaleza declarativa mediante el cual el Ayuntamiento reconoce a los 

Consejos sociales de Participación Ciudadana como organismos promotores de la 

participación ciudadana. 

 

Artículo 14. Los derechos reconocidos en este reglamento al Consejo de Participación 

Ciudadana y Asociaciones Ciudadanas, en cuanto organismos promotores de la 

participación ciudadana, sólo son ejercidos por aquellas que se encuentren inscritas en 

el Registro Municipal de Participación Ciudadana, no obstante, a solicitud de la 

asociación interesada, el Ayuntamiento puede reconocer a las asociaciones no inscritas 

el ejercicio de aquellos derechos, con el compromiso para la asociación de obtener su 

registro en el plazo que se le otorgue para este fin.  

 

Artículo 15. Constituyen objetivos del registro municipal los siguientes: 

I.- Permitir al Ayuntamiento conocer el número y características de los Consejos de 

Participación Ciudadana, y demás agrupaciones de organización ciudadana existentes 

en el Municipio; y 

II.- Facilitar las relaciones entre éstas y la administración municipal, conocer sus fines y 

representatividad, para efectos de hacer posible una correcta política municipal de 



 

 

fomento del asociacionismo ciudadano y la participación ciudadana, bajo los criterios de 

objetividad, imparcialidad e igualdad. 

Artículo 16. Son susceptibles de ser registrados los Consejos de Participación 

Ciudadana legalmente constituidos y cuyo objeto sea la defensa, fomento o mejora de 

los intereses generales de la comunidad. 

 

Artículo 17. La forma para establecer un registro será la siguiente: 

 

I. La inscripción en el Registro se hace a petición de parte interesada, quien debe cumplir 

con los requisitos y acompañar la documentación que se señalan en este reglamento y 

entregarla a la Dirección de Participación Ciudadana, quien revisa que  contenga la 

totalidad de los documentos referidos, en caso de faltar o presentarse alguna 

documentación con carencias o imprecisiones, se notifica tal situación a dicha asociación, 

para que en un plazo improrrogable de cinco días hábiles lo subsane, si la asociación 

incumpliere con tal requerimiento se tiene por no presentada la petición de registro; 

II. La Dirección de Participación Ciudadana entrega a la Secretaría General del 

Ayuntamiento, la solicitud y documentación completa, esta última integra el expediente 

respectivo y realiza el estudio y análisis de la solicitud de los Consejos a efecto de emitir 

el registro correspondiente en caso de que resulte procedente; 

II. En caso de que la Secretaría General requiera mayores informes para realizar el 

estudio de la solicitud, podrá solicitar información adicional al área correspondiente; 

III. La información del Registro Municipal es de carácter pública y puede ser consultado 

por los ciudadanos de manera presencial y virtual. 

Artículo 18. En los términos de la ley estatal en materia de transparencia y acceso a la 

información pública, del reglamento municipal de la materia, y en lo dispuesto por este 

ordenamiento, la información pública se debe difundir en la forma que permita la mayor 

información a los ciudadanos, utilizando los medios más apropiados para los efectos 

conducentes. 

 

Artículo 19. El Ayuntamiento coadyuvará en la difusión de la información, para tal efecto: 

I. Informará a la población de su gestión, así como la de la administración pública 

municipal que le deriva a través de los medios de comunicación social, boletines, revistas 

y folletos, asimismo podrá auxiliarse de la estructura a la que se refiere el artículo 9 

fracción IV del presente reglamento;  



 

 

II. Informará a través de medios electrónicos y otros medios que se consideren 

apropiados; 

III. Recogerá la opinión de la ciudadanía a través de la socialización y deliberación 

presencial de la información, se podrán hacer campañas de información, debates, 

asambleas, reuniones, consultas, encuestas y sondeos de opinión, en los casos y formas 

más propicios para respetar y fomentar la participación de la ciudadanía y a la vez permita 

e impulse una ágil y eficiente función pública municipal; 

IV. Serán objeto de especial tratamiento informativo y divulgativo los temas medulares de 

la administración pública municipal, así como los que afectan a la generalidad de los 

ciudadanos en materia presupuestaria, fiscal, urbanística y social; 

V. En el mismo sentido son objeto de divulgación específica en su ámbito de aplicación, 

aquellas actuaciones o planes municipales que afectan a la mayor parte de los 

ciudadanos.  

Artículo 20. Los ciudadanos pueden solicitar por escrito información sobre las 

actuaciones municipales y sus antecedentes y, en general, sobre todos los servicios y 

actividades municipales, de conformidad con las disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables. 

 

Artículo 21. Los ciudadanos tendrán acceso a la documentación de los archivos y 

registros municipales para informarse de actividades y asuntos relativos a competencias 

municipales, de conformidad con el procedimiento establecido en el reglamento municipal 

en materia de acceso a la información y demás normatividad que resulte aplicable. 

Capítulo II 
Capacitación para los Organismos de Participación Ciudadana 

Artículo 22. Los integrantes de los Organismos de Participación Ciudadana recibirán 

capacitación, para lo cual se establecerán los programas y convenios necesarios con las 

autoridades electorales, universidades, OSC y demás organizaciones, para que se 

generen los programas, cursos o seminarios dirigidos a sus integrantes, así como a las 

entidades gubernamentales, a los miembros de las organizaciones ciudadanas y a la 

población en general. 

En la capacitación que se imparta se procurará incluir temas de Cultura de la Paz, 

Derechos Humanos, Gobernanza, Refundación, mecanismos de participación ciudadana 

y los pertinentes a la construcción de ciudadanía. 

Artículo 23. El Ayuntamiento podrá establecer una partida en el Presupuesto de Egresos 

del Municipio para el fin establecido en el presente capítulo, para tal efecto la Dirección 



 

 

de Participación Ciudadana podrá elaborar el Programa Anual de Fomento a la 

Participación Ciudadana y la Gobernanza que se regirá por lo establecido en los 

principios y elementos básicos del presente Reglamento. 

El resto de entidades gubernamentales están obligadas a colaborar en la aplicación del 

Programa a que se refiere el párrafo anterior dentro del ámbito de sus respectivas 

facultades y atribuciones.  

Artículo 24. La Dirección de Participación Ciudadana generará y diseñará contenidos, 

infografía, material impreso o digital para la difusión de la cultura de la participación 

ciudadana, el respeto a la Cultura de la Paz, los derechos humanos, la gobernanza, los 

principios rectores para la toma de las decisiones fundamentales. 

TÍTULO TERCERO 

ORGANIZACIÓN PARA LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

Capítulo I 
Organismos para la Participación Ciudadana 

 

Artículo 25. Son Organismos para la Participación Ciudadana: 

I.- El Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza; y 

II.- Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana. 

Los organismos para la Participación Ciudadana podrán asumir tanto el Reglamento para 

el Funcionamiento Interno de Sesiones como el Reglamento Orgánico del Consejo de 

Participación y Planeación para el Desarrollo Municipal como norma supletoria en lo que 

respecta a sus respectivas sesiones, siempre y cuando no se contravenga al presente 

ordenamiento. 

 

Artículo 26. Los Organismos para la Participación Ciudadana que son los órganos de 

representación en el Municipio y en cada una de las comunidades, tienen como objetivo 

principal el atender los intereses de la comunidad. 

 

Artículo 27. Son autoridades validadoras de los Consejos Sociales de Participación 

Ciudadana:  

I. El Presidente Municipal;  

II. El Secretario General del Ayuntamiento; y 

III. La Dirección de Participación Ciudadana. 

 



 

 

Artículo 28. Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana se establecen con el 

objeto de representar organizadamente a sus comunidades ante la autoridad municipal, 

a razón de un Consejo Social por colonia con las atribuciones y obligaciones consignadas 

en este Reglamento y demás disposiciones que resulten aplicables. 

La Dirección de Participación Ciudadana podrá solicitar el registro y validación de más 

de un Consejo Social por colonia cuando considere que es pertinente en virtud de la 

extensión territorial de determinadas colonias.  

Artículo 29. Para la gestión, promoción y ejecución de los planes y programas 

municipales en las diversas materias las dependencias de la administración pública 

municipal podrán auxiliarse de Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana, en los 

términos que señale la normatividad aplicable.  

Artículo 30. El Ayuntamiento, a través del Presidente Municipal, convocará a la 

ciudadanía del municipio para la constitución del Consejo Municipal de Participación 

Ciudadana y Popular  para la Gobernanza y los Consejos Sociales de Participación 

Ciudadana. El Presidente Municipal podrá instruir a la Dirección de Participación 

Ciudadana para que lleve a cabo la emisión de la convocatoria correspondiente. 

 

Capítulo II 
Requisitos para la Integración de los Organismos de Participación Ciudadana y 

su Renovación 

Artículo 31. Los ciudadanos del Municipio tendrán derecho a participar en la 

conformación de los organismos para la participación ciudadana en la forma y términos 

establecidos en la normatividad aplicable. 

Artículo 32. Son requisitos para ser integrante de los organismos para la participación 

ciudadana: 

I.- Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

II.- Ser avecindado del Municipio durante los últimos tres años; 

III.- Comprometerse con el tiempo necesario para el cumplimiento de las funciones del 

organismo social; 

IV.- No ser funcionario o servidor público de ninguno de los tres órdenes de gobierno; 

V.- No haber sido candidato a cargo alguno de elección popular en los últimos tres años 

previos a la fecha de la convocatoria para la designación del organismo social; y 

VI. Que manifieste su interés por participar. 



 

 

Artículo 33. Los integrantes ciudadanos de los Organismos para la Participación 

Ciudadana para efectos de la duración de su encargo se ajustarán a lo siguiente: 

I.- Para garantizar la continuidad de los trabajos del Consejo Municipal de Participación 

Ciudadana y Popular para la Gobernanza, la renovación de sus consejeros ciudadanos 

se realizará de manera escalonada, para tal efecto: 

a). Las consejerías ciudadanas se clasificarán como A y B, sin que por ello se pueda 

entender que gozan de distintas prerrogativas; 

b). Las consejerías ciudadanas A se renovarán en el mes de julio del año siguiente a 

aquel en que haya iniciado el periodo del Gobierno Municipal; 

c). Las consejerías ciudadanas B se renovarán en el mes de julio del tercer año siguiente 

a aquel en que haya iniciado el periodo del Gobierno Municipal. 

II.- Los integrantes de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana durarán en su 

encargo únicamente el periodo correspondiente a la administración municipal en la que 

fueron elegidos, no obstante, al vencimiento seguirán funcionando y vigentes en tanto no 

se lleve a cabo el procedimiento de renovación respectivo. 

Por cada integrante propietario se designará un suplente, quienes entrarán en funciones 

por la simple ausencia de su titular y tomarán protesta en el momento en que asuman 

sus funciones. 

Capítulo III 
Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza 

 

Artículo 34. El Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la 

Gobernanza es el órgano garante de la participación ciudadana en el Municipio, con 

funciones de gestión y representación ciudadana, colaborando con el Ayuntamiento en 

la transformación de la relación entre las entidades gubernamentales y los ciudadanos, 

cuyas determinaciones podrán ser vinculatorias en los términos que establece el presente 

Reglamento. 

 

Artículo 35. El Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la 

Gobernanza se integra de la siguiente manera: 

I. El Presidente del Consejo, el cual será electo por los miembros del Consejo de entre 
los representantes ciudadanos, en sesión a propuesta del Presidente Municipal del 
Municipio de Pihuamo, Jalisco, La presidencia del Consejo es rotativa entre los 
consejeros referidos en la fracción IV de este artículo, la designación la hacen sus 



 

 

integrantes por mayoría simple de los presentes pero siempre a propuesta del 
Presidente Municipal, existiendo quórum, durará en su encargo tres años. 

 

II. El Presidente Municipal, así como un Regidor por cada partido, candidatura 
independiente, o en caso de coalición, un representante de la misma; 

 
III. El titular de la Dirección de Participación Ciudadana, o el funcionario público 

municipal que este designe;  
 
IV. Un representante ciudadano que presida un Consejo Social de Participación 

Ciudadana por cada Centro de Población a los que se refiere el artículo 17 del 
Reglamento del Gobierno y la Administración Pública del Ayuntamiento 
Constitucional de Pihuamo, Jalisco; y 

 
V. Se podrán integrar dos representantes de pueblos y comunidades indígenas dentro 

del municipio, a invitación expresa del Presidente;  
 
Todos los integrantes del Consejo contarán con voz y voto, a excepción del Secretario 
Técnico.  
 
Asimismo, a invitación expresa del Presidente Municipal pueden participar: 

a) Los representantes de las dependencias estatales y federales con funciones de 
participación ciudadana y que operen en los municipios, conforme a la 
normatividad aplicable;  

 
b) Las autoridades tradicionales de las comunidades indígenas en Jalisco, con 

base en el Padrón de Comunidades y Localidades Indígenas del Estado de 
Jalisco; y 

 
c) Ciudadanos de manera individual, organizaciones no constituidas con 

representantes de grupos en situación de vulnerabilidad. 
 
En su caso, los invitados a que se refiere este artículo únicamente tendrán derecho 
de voz, a excepción de los establecidos en el inciso c). 
 

Artículo 36. Los nombramientos que se desprenden del Consejo, son de carácter 

honoríficos, en tal virtud, no son sujetos de ninguna remuneración económica por el 

ejercicio de su desempeño. 

 

Artículo 37. Son facultades del Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular 

para la Gobernanza las siguientes: 

I.- Discutir los asuntos que competan a los Consejos Sociales;  



 

 

II.- Emitir posicionamientos políticos, económicos, sociales o culturales relacionados con 

el Municipio y su contexto;  

III.- Gestionar estímulos y reconocimientos a los habitantes del Municipio que se 

destaquen por su actividad a favor de los principios y elementos básicos establecidos en 

el presente Reglamento; 

IV.- Coadyuvar en los asuntos que competan a otros organismos sociales para análisis, 

cuando por su trascendencia o las circunstancias del caso lo ameriten; así como en el 

caso de posiciones encontradas de diversos grupos de personas, salvo aquellos de 

competencia de la autoridad municipal; 

V.- Fomentar la gobernanza en el Municipio, proponiendo nuevas formas de participación 

ciudadana y democracia interactiva, donde sus procesos promuevan la inclusión y el 

mejor desempeño de la gestión pública y la prestación de los servicios públicos; 

VI.- Hacer propuestas en materia de la delimitación de las zonas en que se divide el 

Municipio para los efectos del presente Reglamento; 

VII.- Cuidar la legitimidad y transparencia de los procesos ciudadanos establecidos en el 

presente Reglamento; 

VIII.- Evaluar el desempeño de la administración pública municipal en materia de 

participación ciudadana, emitiendo las opiniones y recomendaciones que considere 

pertinentes, sin perjuicio de las facultades y atribuciones que la normatividad aplicable 

otorga a otras instancias o entidades gubernamentales; 

IX.- Presentar quejas ante las instancias competentes por la probable comisión de delitos 

o irregularidades en el desempeño de la función pública de la administración pública 

municipal o la prestación de los servicios públicos municipales;  

X.- Promover mecanismos y acciones entre los habitantes del Municipio, las 

organizaciones ciudadanas, los OSC y las entidades gubernamentales para generar 

corresponsabilidad y participación en las decisiones de los asuntos públicos; 

XI.- Fomentar el ejercicio de los mecanismos de participación ciudadana establecidos en 

el presente Reglamento y demás normatividad aplicable; 

XII.- Iniciar de oficio cualquiera de los mecanismos de participación ciudadana; 

XIII.- Analizar las solicitudes de inicio de los mecanismos de participación ciudadana, 

verificando el número de habitantes del Municipio necesarios para su realización; 



 

 

XIV.- Proponer la forma en que los niños, estudiantes, trabajadores o cualquier otra 

persona que no sea considerada como vecino del Municipio pueda ejercer libremente su 

derecho a la participación ciudadana, dentro de los mecanismos que para tal efecto 

establece el presente Reglamento, cuando la decisión o política pública pueda afectar 

sus intereses; 

XV.- Conducir y velar por el correcto desarrollo de los mecanismos de participación 

ciudadana previstos en el presente Reglamento, a efecto de que se apeguen a los 

principios y elementos básicos establecidos en el presente Reglamento; 

XVI.- Vigilar y cuidar que los mecanismos de participación ciudadana directa que se lleven 

a cabo mediante medios electrónicos se desarrollen de forma imparcial, con el objetivo 

de que reflejen la voluntad de la población; 

XVII.- Verificar que las campañas de difusión que se realicen en el marco de los 

mecanismos de participación ciudadana, no se utilicen con fines de promoción personal, 

o político electorales de los titulares de las entidades gubernamentales, pudiendo solicitar 

el retiro de la publicidad que se considere atenten contra tales fines o contra los principios 

y elementos básicos establecidos en el presente Reglamento, salvo lo establecido para 

la ratificación de mandato; 

XVIII.- Analizar las jornadas de votación de los mecanismos de participación ciudadana 

directa, proponiendo soluciones de las incidencias que se presenten durante su 

desarrollo; 

XIX.- Dar seguimiento y fomentar a los organismos sociales y la organización ciudadana;  

XX.- Revisar la delimitación territorial asignada a los organismos sociales y las 

organizaciones ciudadanas, así como resolver las solicitudes que éstas presenten para 

su modificación, garantizando el derecho de audiencia de los organismos o las 

organizaciones ciudadanas colindantes; 

XXI.- Fungir como consejo consultivo en aquellas materias que no cuenten con uno propio 

en funciones; 

XXII.- Analizar los procesos de licitación, adjudicación y asignación de la obra pública, 

así como de la operación de los programas de asistencia y desarrollo social verificando 

que estos se lleven con apego a derecho; 

XXIII.- Poner a consideración de la autoridad municipal aportes en los instrumentos 

estratégicos en la planeación de la administración pública municipal y la prestación de 

los servicios públicos municipales; 



 

 

XXIV.- Emitir opinión sobre los programas y políticas públicas que aplique el gobierno 

municipal; 

XXV.- Informar a las entidades gubernamentales sobre los problemas que afecten al 

Municipio; 

XXVI.- Proponer soluciones y acciones para mejorar los servicios públicos y los 

programas de gobierno;  

XXVII.- Solicitar a las entidades gubernamentales información sobre licitaciones, 

asignaciones de obra, contratos, proyectos, concesiones de bienes y servicios, cuando 

así se considere pertinente; 

XXVIII.- Coadyuvar con las entidades gubernamentales en las actividades tendientes a 

mejorar la calidad de vida de los habitantes del Municipio y sus visitantes;  

XXIX.- Vigilar el correcto funcionamiento del Registro Municipal y en su caso la 

implementación del Programa Anual de Fomento a la Participación Ciudadana y la 

Gobernanza; 

XXX.- Atender los asuntos o temas de su competencia que les sean planteados por los 

Comités Sociales; 

XXXI.- Solicitar al Presidente Municipal que declare la desaparición y convoque a la 

renovación extraordinaria de los Consejos Sociales por renuncia o abandono de sus 

integrantes y los hagan inoperantes;  

XXXII.- Celebrar convenios con el Consejo Estatal de Participación Ciudadana y Popular 
para la Gobernanza, con la Secretaría de Planeación y Participación Ciudadana del 
Gobierno del Estado de Jalisco y con el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Jalisco para la organización y realización de los mecanismos de 
participación ciudadana;  
 
XXXIII.- Tramitar y resolver todo lo concerniente al ejercicio de los mecanismos de 
participación ciudadana, para tal efecto el Secretario Técnico tendrá la facultad de 
suscribir la documentación necesaria para el cumplimiento de dicho fin ; y 
 
XXXIV.- Las demás que se establezcan en la normatividad aplicable. 

Artículo 38. Sin mayor trámite, el Consejo Municipal podrá contar con la asistencia y 

orientación nacional o internacional de asesores con el objeto de compartir las 

experiencias mutuas para el desarrollo de la participación ciudadana como elemento 

básico de la gobernanza. 

 



 

 

Para efecto de cumplir con las limitaciones previstas en la normatividad en materia de 

austeridad y ahorro, los asesores que asistan y orienten al Consejo Municipal no tendrán 

cargo alguno al interior del propio Consejo Municipal ni del Municipio, por lo que sus 

actividades y aportes serán a título gratuito. 

 

Artículo 39. Los integrantes del Consejo Municipal deberán participar de manera activa 

en el desarrollo de las sesiones del Consejo Municipal, asimismo podrán colaborar en las 

actividades en materia de participación ciudadana que desarrolle el ayuntamiento. 

 

Capítulo IV 
Mecanismo para la Instalación del Consejo Municipal de Participación Ciudadana 

y Popular 

Artículo 40. Los representantes ciudadanos del Consejo Municipal serán designados de 

conformidad con el siguiente procedimiento:  

I. La Dirección de Participación Ciudadana, deberá convocar a los Consejos Sociales 
de Participación Ciudadana a una asamblea por cada centro de población, con el 
objeto de que se elijan a los integrantes propietarios y un suplente; 

 
II. Las propuestas de los aspirantes a integrar el Consejo deben entregarse por escrito, 

para tal efecto los aspirantes deberán señalar con precisión su interés por participar 
para representar al centro de población correspondiente;  

 

III. En la Asamblea correspondiente tendrán derecho a elegir a los representantes 
ciudadanos del Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular aquellos 
Consejeros Presidentes de Consejos Sociales de Participación Ciudadana 
debidamente acreditados;  

 

IV. La Dirección de Participación Ciudadana garantizará que el voto sea libre y secreto, 
asimismo levantará el acta de la elección correspondiente; y 

 

V. En lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Dirección de Participación 
Ciudadana.  

 

Artículo 41. El Presidente Municipal convocará a la sesión de instalación del Consejo 

Municipal de Participación Ciudadana dentro de los primeros 90 días de iniciada la 

administración, bajo el siguiente orden del día: 

I.- Lista de asistencia y verificación del quórum para sesionar; 

II.- Toma de protesta a los consejeros propietarios, suplentes y su secretario técnico; 



 

 

III.- Lectura y aprobación del orden del día; 

IV.- Propuesta, discusión y en su caso aprobación del consejero presidente; 

V.- Toma de la protesta a los consejeros y al consejero presidente; y 

VI.- Clausura de la sesión. 

 

Capítulo V 
Conformación de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana y su Ámbito 

de Competencia 

 

Artículo 42. Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana funcionarán de forma 

independiente al gobierno municipal y se integrarán por los siguientes miembros:  

I. Un Consejero propietario Presidente, con derecho a voz y voto;  

II. Cuatro Consejeros propietarios Vocales, con derecho a voz y voto, de entre los cuales, 

ya instalado formalmente el Consejo y en el supuesto de que administren recursos 

económicos, los integrantes por mayoría simple y a propuesta del Presidente podrán 

designar un tesorero;  

III. Cinco Consejeros Suplentes, estos podrán participar en las sesiones de los Consejos 

como Coadyuvantes solo con derecho a voz. En algún momento de entre ellos saldrá la 

sustitución de algunos de los Consejeros Propietarios que por alguna razón haya 

renunciado a su cargo; y 

IV. Secretario Técnico, será un funcionario público propuesto por la autoridad municipal, 

solo con voz, que servirá de apoyo y enlace entre los Consejos y el Ayuntamiento, en 

términos de la fracción IV del artículo 9 del presente ordenamiento. 

 

Artículo 43. Para la integración, y en su caso, renovación de los integrantes de cada 

Consejo de Participación Ciudadana, los aspirantes deban reunir los requisitos y se debe 

seguir con el siguiente procedimiento: 

 

I. La integración y, en su caso, renovación de los consejeros ciudadanos de cada 

consejo social, se realizará por convocatoria pública y abierta que emitirá el 

Presidente Municipal, donde establezca el perfil de los consejeros requeridos, los 

requisitos y el mecanismo que se debe seguir para participar en la elección de sus 

integrantes, el cual deberá establecer el voto libre y secreto, dicha convocatoria será 

publicada cuando menos 72 horas tanto en el portal oficial del ayuntamiento de 



 

 

Tonalá como de manera física dentro de la colonia materia de la renovación 

correspondiente. 

II. Las postulaciones para los integrantes deberán formularse con un propietario y su 

suplente, en su defecto se podrá escoger como suplente a otro aspirante que no 

resulte electo como propietario dentro del procedimiento de insaculación respectivo;  

 

III. Se encuentran impedidos para ser integrantes quienes desempeñen cargos de 

elección popular, funcionarios o servidores públicos de cualquier orden de gobierno, 

organismo público o entidad gubernamental durante el tiempo que desempeñen su 

encargo o comisión. Para los efectos de la presente fracción, podrán ser consejeros 

ciudadanos aquellos maestros o profesores de instituciones educativas públicas, 

siempre cuando se encuentren libres de desempeñar otro cargo o empleo público;  

IV.- Con los aspirantes elegibles se procederá a conformar el consejo social; y 

V.- Los consejeros propietarios y suplentes podrán postularse para el periodo inmediato 

siguiente en las mismas condiciones que el resto de los vecinos. 

Artículo 44. Las consejerías ciudadanas son renunciables y de carácter honorífico por lo 

que no se recibirá remuneración económica o en especie por su ejercicio, en 

consecuencia, no existirá relación laboral alguna de sus miembros con el Municipio. 

Los cargos de secretarios técnicos que desempeñen los funcionarios o servidores 

públicos al interior de los Consejos de participación son inherentes a sus funciones. 

 

Artículo 45. Cualquier vecino del lugar donde se establezcan los Consejos Sociales de 

Participación Ciudadana podrá asistir a sus sesiones y participar con voz de acuerdo al 

orden establecido en la minuta de trabajo. 

 

Artículo 46. Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana son las formas de 

organización ciudadana conformadas por representantes de las organizaciones 

ciudadanas y liderazgos sociales del Municipio y la ciudadanía en general que se integran 

en la delimitación territorial que determine el Consejo Municipal de Participación 

Ciudadana por colonia para el desempeño de funciones prácticas y benéficas para una 

comunidad, donde se desarrolle y fomente la participación ciudadana, para tal efecto el 

Consejo podrá solicitar la información contendida en la cartografía que le proporcionen 

las dependencias competentes. 

 

Artículo 47. El Consejo Municipal promoverá la conformación de los Consejos Sociales 

de Participación Ciudadana atendiendo a las necesidades y características del barrio, 

vecindario, localidad, composición social o lugar donde se vaya a integrar. 



 

 

Artículo 48. La integración de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana se 

regirá por las reglas establecidas para tal efecto en el presente Reglamento. 

 

Artículo 49. Son facultades de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana las 

siguientes: 

I.- Fomentar la gobernanza en su delimitación territorial, promoviendo el desarrollo de 

mecanismos de participación ciudadana, en particular aquellos de democracia interactiva, 

de rendición de cuentas y de corresponsabilidad ciudadana; 

II.- Solicitar al Consejo Municipal la modificación de su delimitación territorial;  

III.- Cuidar la legitimidad y transparencia de los procesos ciudadanos establecidos en el 

presente Reglamento en sus respectivas delimitaciones territoriales; 

IV.- Evaluar la prestación de los servicios públicos municipales, emitiendo las opiniones 

y recomendaciones que considere pertinentes, sin perjuicio de las facultades y 

atribuciones que la normatividad aplicable otorgue a otras instancias o entidades 

gubernamentales; 

V.- Presentar quejas ante las instancias competentes por probables irregularidades en el 

desempeño de la función pública o la prestación de los servicios públicos municipales; 

VI.- Promover y desarrollar mecanismos y acciones entre los habitantes del Municipio, 

las organizaciones ciudadanas, los OSC y las entidades gubernamentales para generar 

corresponsabilidad y participación en las decisiones de los asuntos públicos; 

VII.- Vigilar el desarrollo de los mecanismos de participación ciudadana dentro de sus 

delimitaciones territoriales; 

VIII.- Iniciar de oficio los mecanismos de participación ciudadana que en términos del 

presente Reglamento les corresponda desarrollar dentro de sus delimitaciones 

territoriales; 

IX.- Velar por el correcto desarrollo de los mecanismos de participación ciudadana dentro 

de sus delimitaciones territoriales, a efecto de que se apeguen a los principios y 

elementos establecidos en presente Reglamento y la normatividad aplicable; 

X.- Verificar que las campañas de difusión que se realicen en el marco de los mecanismos 

de participación ciudadana dentro de sus delimitaciones territoriales, no se utilicen con 

fines de promoción personal de los titulares de las entidades gubernamentales, pudiendo 

solicitar el retiro de la publicidad que se considere atenten contra tales fines o contra de 

los principios y elementos básicos del presente Reglamento, salvo lo establecido para la 

ratificación de mandato; 



 

 

XI.- Vigilar las jornadas de votación de los mecanismos de participación ciudadana directa 

dentro de sus delimitaciones territoriales; 

XII.- Dar seguimiento y fomentar la organización de los consejos sociales dentro de sus 

delimitaciones territoriales;  

XIII.- Dar su opinión al Consejo Municipal sobre los procedimientos de revisión de la 

delimitación territorial asignada a las organizaciones ciudadanas; 

XIV.- Gestionar estímulos y reconocimientos a los habitantes del Municipio que se 

destaquen por su actividad a favor de los principios y elementos básicos establecidos en 

el presente Reglamento dentro de sus delimitaciones territoriales; 

XV.- Colaborar en la elaboración, consulta, revisión y actualización del Plan Municipal de 

Desarrollo, del Programa Municipal de Desarrollo Urbano, de los planes parciales de 

desarrollo urbano de sus delimitaciones territoriales presentando las propuestas que 

estime necesarias para el Municipio; 

XVI.- Emitir opinión sobre los programas y políticas públicas que aplique el gobierno 

municipal dentro de sus delimitaciones territoriales; 

XVII.- Informar a las autoridades sobre los problemas que afecten a sus delimitaciones 

territoriales; 

XVIII.- Proponer soluciones y acciones para mejorar los servicios públicos y los 

programas de gobierno en sus delimitaciones territoriales;  

XIX.- Colaborar con las entidades gubernamentales en las actividades tendientes a 

mejorar la calidad de vida de los habitantes del Municipio y sus visitantes;  

XX.- Atender la problemática de las organizaciones ciudadanas, así como en el caso de 

posiciones encontradas de diversos grupos de personas, salvo aquellos de competencia 

del Consejo Municipal; 

XXIV.- Encomendar a las organizaciones ciudadanas funciones específicas para el 

desarrollo de los mecanismos de participación ciudadana cuando solamente incumban a 

los vecinos de su delimitación territorial; y 

XXV.- Las demás que se establezcan en los ordenamientos municipales vigentes. 

 

 

Artículo 50. Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana se identificarán con el 

nombre de la colonia, fraccionamiento, barrio o localidad. 



 

 

Artículo 51. El Presidente Municipal o el Secretario General expedirá los documentos 

que certifiquen la Constitución y la designación de los integrantes del Consejo Social de 

Participación Ciudadana de cada localidad, que se hayan reuniendo los requisitos de la 

convocatoria a la constitución  del  Consejo de Participación Ciudadana que se trate. 

 

Artículo 52. El Ayuntamiento podrá convocar en cualquier tiempo a la reestructura de los 

Consejo Sociales de Participación Ciudadana, siempre y cuando los integrantes de los 

Consejos Sociales de Participación Ciudadana que fueron inicialmente electos no 

funcionen adecuadamente o incumplan con los fines establecidos. 

 

Capítulo VI 
Facultades y Obligaciones de los Integrantes de los Consejos Sociales de 

Participación Ciudadana 

 

Artículo 53. Son facultades y obligaciones de los presidentes de Consejos Sociales de 

Participación Ciudadana: 

I.- Emitir, junto con el Secretario Técnico del Consejo las convocatorias a las sesiones de 

los Consejo de Participación Ciudadana; 

II.- Presidir, dirigir y clausurar las sesiones ordinarias y extraordinarias de los Consejos 

de Participación Ciudadana, así como declarar los recesos en las mismas;  

III.- Declarar suficientemente discutidos los temas agendados en el orden del día, 

someterlos a votación y declarar la aprobación o rechazo de los mismos; 

IV.- Proponer y someter a votación el retiro de algún punto agendado en el orden del día; 

V.- Asistir con voz y voto a las sesiones de los Consejos de Participación Ciudadana y 

ejercer el voto de calidad en caso de empate; 

VI.- Representar a los Consejos de Participación Ciudadana;  

VII.- Las demás previstas para los vocales, así como las demás que se establezcan en 

la normatividad que resulte aplicable. 

 

Artículo 54. Son facultades y obligaciones de los vocales de los Consejos de 

Participación Ciudadana: 

I.- Asistir con voz y voto a las sesiones de los Consejos de Participación Ciudadana, así 

como solicitar la inclusión de los votos particulares en el contenido de las actas de las 

sesiones del mismo o abstenerse de votar; 



 

 

II.- Conforme a las facultades de los Consejos de Participación Ciudadana, presentar 

propuestas al mismo y solicitar su inclusión en el orden del día; 

III.- Manifestar libremente sus ideas, con respeto a los demás; 

IV.- Formar parte de las mesas de trabajo, foros de opinión y desempeñar las comisiones 

que se formen al interior del Consejos respectivo; 

V.- Participar en las actividades que lleve a cabo el Consejo de Participación Ciudadana;  

VI.- Solicitar y recibir capacitación en materia de participación ciudadana, cultura de la 

paz, gobernanza, mecanismos de participación ciudadana, derechos humanos, así como 

sobre los principios y elementos básicos establecidos en el presente Reglamento; 

VII.- Acceder a la información que competa al Consejo de Participación Ciudadana; 

VIII.- Firmar las actas de las sesiones del Consejo de Participación Ciudadana y en su 

caso, solicitar las correcciones a las mismas; y 

XI.- Las demás establecidas en el presente Reglamento y los ordenamientos municipales 

vigentes. 

 

Artículo 55. Facultades y Obligaciones del Secretario Técnico de los Consejos de 

Participación Ciudadana.  

I.- Asistir solo con voz a las sesiones de los Consejos de Participación Ciudadana 

II. Acordar junto con el Presidente del Consejo el orden del día de la sesión 

correspondiente. 

III. Auxiliar en la elaboración del Acta de las sesiones que celebra la directiva del Consejo 

respectivo; 

IV. Llevar el archivo documental del Consejo de Participación Ciudadana; 

V. Firmar la correspondencia del Consejo de Participación Ciudadana conjuntamente con 

el Consejero Presidente.  

VI. Las demás que le asigne este reglamento y determine la Asamblea del Consejo 

Municipal de Participación Ciudadana. 

 

 

 

 

 



 

 

Capítulo VII 
Sesiones de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana 

 

Artículo 56. Las sesiones de los Consejos de Participación Ciudadana, se realizarán en 

el lugar que señale en la convocatoria o en lugar que se tenga designado para el 

desarrollo de las mismas, todas las sesiones serán públicas y abiertas.  

 

Artículo 57. Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana deberán sesionar en 

forma ordinaria cuando menos cada dos meses y en forma extraordinaria cuando la 

naturaleza de los asuntos a tratar lo amerite. 

 

Artículo 58. La convocatoria para las sesiones ordinarias, será expedida por el Secretario 

Técnico a petición del presidente del Consejo, con 3 días hábiles de anticipación a la 

sesión. Cuando se trate de sesiones extraordinarias bastará que se convoque con 24 

horas de anticipación a la fecha de la sesión. 

 

Artículo 59. Los Consejeros titulares integrantes del Consejo tendrán derecho de voz y 

voto en las sesiones que lleven a cabo.  

Artículo 60. Para la celebración de las sesiones formales debe estar siempre presente 

el Consejero Presidente y el Secretario Técnico del Consejo. 

 

Artículo 61. El desahogo de las sesiones de Los Consejos Sociales de Participación 

Ciudadana deberá seguirse de conformidad al orden del día establecido en la 

convocatoria, el cual contará cuando menos de los siguientes puntos: 

I.- Lista de asistencia de consejeros titulares y verificación del quórum para sesionar; 

II.- Lectura de los acuerdos de la sesión anterior 

III.- Lectura y aprobación del orden del día; 

IV.- Presentación, análisis, discusión y en su caso aprobación de los temas a tratar;  

V.- Asuntos generales; y 

VI.- Clausura de la sesión. 

 

Artículo 62. Pasada media hora de aquella hora fijada en la convocatoria y a falta de 

quórum para sesionar:  

I.- El Consejero Presidente realizará la declaratoria de la falta de quórum y acordará con 

los consejeros presentes el día y hora para desahogar la sesión convocada;  



 

 

II.- El Secretario Técnico levantará la constancia respectiva y notificará dicho acuerdo a 

los Consejeros ausentes; y 

III.- La sesión en segunda convocatoria se desarrollará con la presencia de al menos dos 

consejeros titulares del Consejo de Participación Ciudadana, entre los cuales estará 

contemplado el Presidente. 

 

Artículo 63. Las decisiones de Los Consejos Sociales de Participación Ciudadana se 

toman por mayoría simple. Se entiende por mayoría simple la mitad más uno de los 

consejeros titulares presentes, asimismo se configura quórum legal con la mitad más uno 

de los integrantes titulares.  

 

Artículo 64. Al término de cada sesión se levantará un acta en la que consten: 

I.- El lugar, fecha y hora de su desarrollo; 

II.- Los datos de la convocatoria respectiva; 

III.- El orden del día; 

IV.- Una reseña de la discusión de los puntos tratados; 

V.- Los acuerdos tomados;  

VI.- En su caso, los votos particulares de los consejeros titulares que los formulen por 

escrito y que soliciten su inclusión; 

VII.- La clausura de la sesión; y 

VIII.- Las firmas de los consejeros propietarios que hayan asistido a la misma. 

 

Artículo 65. Las actas serán redactadas por el Secretario Técnico de cada Consejo de 

Participación Ciudadana y enviadas a los correos electrónicos autorizados a los 

miembros del Consejo para su conformidad o, en su defecto, para que soliciten las 

correcciones o aclaraciones correspondientes. 

 

Artículo 66. El Secretario Técnico será responsable de recabar las firmas de las actas 

de los consejeros propietarios asistentes, quienes podrán firmar bajo protesta. 

Si algún consejero propietario se negara a firmar el acta de una sesión en la que participó, 

el Secretario Técnico dejará constancia asentado el hecho en un engrose que formará 

parte del acta, sin que por ello pierda validez.  

 



 

 

Artículo 67. Ante la falta definitiva de un consejero propietario, un suplente ocupará su 

lugar por designación del Presidente, en caso de que no existan suplentes, la 

dependencia Municipal nombrará al consejero faltante de forma interina. En ambos casos 

quienes sustituyan al consejero propietario faltante concluirán el periodo correspondiente, 

pudiendo postularse para un nuevo periodo. 

 

 

Artículo 68. Los integrantes de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana 

tendrán derecho en todo momento a obtener copias de las actas de las sesiones y de los 

documentos que genere el propio consejo en los que participen, observando en todo 

momento las medidas y las disposiciones establecidas en materia de austeridad y ahorro. 

Las actas de las sesiones de los Consejos Sociales de Participación Ciudadana es 

información pública, por tal motivo esta estará a disposición en un portal de acceso libre 

al público. 

 

TÍTULO CUARTO 

MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

 

Artículo 69. La participación ciudadana como elemento de la gobernanza, es un principio 

fundamental en la organización política y social del Municipio, y se entiende como el 

derecho de los habitantes del Municipio para intervenir en las decisiones públicas, 

deliberar, discutir y cooperar con las entidades gubernamentales, así como para incidir 

en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas y actos de gobierno. 

 

Artículo 70. Los mecanismos de participación ciudadana se clasifican en: 

I.- De democracia directa;  

II.- De democracia interactiva;  

III.- De rendición de cuentas; y 

IV.- De corresponsabilidad ciudadana. 

 

Los mecanismos de participación ciudadana establecidos en el presente Reglamento 

podrán clasificarse en una o varias de estas categorías. 

Artículo 71. En los mecanismos de participación ciudadana de democracia directa los 

habitantes del Municipio, a través del voto libre, directo, intransferible y secreto emiten su 



 

 

decisión respecto de los asuntos públicos en concreto, con los alcances precisados en el 

presente Reglamento. 

Artículo 72. Son mecanismos de participación ciudadana directa objeto de este 

reglamento: 

I.- Plebiscito;  

II.- Referéndum.  

III.- Ratificación Constitucional. 

IV.- Iniciativa Ciudadana;  

V.- Ratificación de mandato; 

Vl.- Revocación de Mandato;  

VIl.- Consulta Popular; y 

VIll.- Presupuesto participativo. 

 

Artículo 73. Los mecanismos de participación ciudadana instituidos en las fracciones I, 

II, III, IV y V del artículo anterior se desarrollarán de conformidad a lo establecido en la 

Constitución Política del Estado de Jalisco, la Ley del Sistema de Participación 

Ciudadana y Popular para la Gobernanza del Estado de Jalisco y demás normatividad 

que resulte aplicable. 

 

Artículo 74. En los mecanismos de democracia interactiva y de rendición de cuentas, los 

habitantes del Municipio tienen el derecho de deliberar, discutir, dialogar y cuestionar a 

los titulares de las entidades gubernamentales o sus integrantes sobre el desempeño de 

las funciones que realizan y los servicios públicos a cargo del Municipio. 

 

Artículo 75. Son mecanismos de democracia interactiva y de rendición de cuentas: 

I.- Comparecencia pública; 

II.- Proyecto Social;  

III.- Asamblea Popular;  

IV.- Ayuntamiento abierto;  

V.- Planeación Participativa;  

VI.- Dialogo Colaborativo; y 

VII.- Contraloría Social. 

 



 

 

Artículo 76. El mecanismo de participación ciudadana instituido en la fracción V del 

artículo anterior se desarrollará de conformidad a lo establecido en la Constitución 

Política del Estado de Jalisco, la Ley de Planeación Participativa para el Estado de Jalisco 

y sus Municipios, el Reglamento Orgánico del Consejo de Participación y Planeación para 

el Desarrollo Municipal del Ayuntamiento Constitucional de Pihuamo, Jalisco y demás 

normatividad que resulte aplicable. 

 

Artículo 77. En los mecanismos de corresponsabilidad ciudadana, los habitantes del 

Municipio inciden en la toma de decisiones y asumen el rol de colaborar, cooperar y 

trabajar en conjunto con las entidades gubernamentales. 

 

Artículo 78. Son mecanismos de corresponsabilidad ciudadana: 

 

II.- La iniciativa ciudadana; y 

III.- Colaboración Popular. 

 

Capítulo II 
Disposiciones Comunes a los Mecanismos de Participación Ciudadana 

 

Artículo 79. Aquellos mecanismos de participación ciudadana que su naturaleza lo 

permita podrán desarrollarse a través de medios electrónicos. 

El Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza deberá 

tomar las medidas necesarias para garantizar la legitimidad del mecanismo de 

participación ciudadana que se lleve a cabo a través de medios electrónicos. 

 

Artículo 80. Quienes promuevan el desarrollo de un mecanismo de participación 

ciudadana, presentarán su solicitud respectiva, por conducto de su representante en los 

términos del presente reglamento y demás normatividad que resulte aplicable. 

 

Artículo 81. Los mecanismos de participación ciudadana podrán llevarse a cabo de 

forma simultánea, salvo que por su naturaleza se contrapongan, se consideren repetitivos 

o que la voluntad de los habitantes del Municipio ya ha quedado manifestada. 

Artículo 82. En caso de que la solicitud de algún mecanismo de participación ciudadana 

sea imprecisa, vaga, poco clara o se advierta que existen otros actos que por su 

vinculación deban estar sujetos al mismo mecanismo solicitado, el Consejo dictarán las 

medidas necesarias para definir con precisión la materia del mismo, para tal efecto 

podrán: 



 

 

I.- Requerir a la entidad gubernamental solicitante para que en el término de cinco días 

hábiles complete o aclare su solicitud; 

II.- Requerir a la entidad gubernamental que pretenda ejecutar el acto materia del 

mecanismo de participación ciudadana para que en el término de cinco días, remita la 

información necesaria para definir la materia del mecanismo solicitado; 

III.- Solicitar al representante común de los solicitantes para que el término de diez días 

hábiles complete o aclare la petición; 

IV.- Comisionar a su Secretario Técnico para que se presente en algún determinado lugar 

a efecto de que informe al organismo social actuante sobre circunstancias necesarias 

para determinar la materia del mecanismo de participación ciudadana solicitado; y 

V.- Otorgar audiencia pública al representante común de los vecinos. 

 

Artículo 83. Cuando se advierta que la solicitud de un mecanismo de participación 

ciudadana de democracia directa, no reúne el número de firmantes mínimos necesarios, 

el Consejo, mediante acuerdo, podrá determinar la verificación de las firmas, a través de 

la Dirección de Participación Ciudadana. 

 

Cuando el número de las firmas sea tal, que el proceso de verificación pueda dilatar la 

admisión de la ejecución del mecanismo de participación ciudadana, podrá optar por 

realizar un muestreo representativo para admitir la solicitud del mismo, asimismo el titular 

de la Dirección de Participación Ciudadana podrá solicitar la verificación mediante 

muestreo o en su caso iniciar oficiosamente el proceso del mecanismo de participación 

ciudadana solicitado. 

 

Artículo 84. En caso de que el resultado de la verificación no arroje el número de 

solicitantes necesarios para el mecanismo de participación ciudadana solicitado o que el 

Consejo no lo inicie de forma oficiosa, se podrá encausar la solicitud como alguno de los 

otros mecanismos de participación ciudadana establecidos en el presente Reglamento. 

 

Artículo 85. En los mecanismos de participación ciudadana podrán participar las 

personas físicas, atendiendo a lo dispuesto por el presente Reglamento. 

Artículo 86. Ni la presentación de la solicitud, ni durante el desarrollo de cualquiera de 

los mecanismos de participación ciudadana se podrá suspender el acto que se pida sea 

sometido al escrutinio ciudadano, salvo los siguientes casos: 



 

 

I.- Respecto de ordenamientos municipales, políticas públicas, resoluciones, decretos o 

acuerdos emitidos por el Ayuntamiento, con acuerdo de la mayoría calificada; 

II.- Respecto de políticas públicas, resoluciones, acuerdos o actos emitidos por el resto 

de las entidades gubernamentales centralizadas, si así lo determina el Presidente 

Municipal; y 

III.- Respecto de políticas públicas, resoluciones, acuerdos o actos emitidos por entidades 

gubernamentales paramunicipales, por acuerdo de la mayoría calificada de sus 

respectivos órganos internos de gobierno. 

 

Artículo 87. Son improcedentes los mecanismos de participación ciudadana en general, 

cuando versen sobre o en contra de: 

 

I.- Leyes, reglamentos, acuerdos de carácter general o decretos emitidos por entidades 

gubernamentales del orden internacional, federal o estatal, salvo que dichas entidades 

soliciten la participación del Municipio en el ejercicio de alguno de estos mecanismos de 

participación ciudadana directa y bajo su jurisdicción;  

II.- En materia de organización de la administración pública del Municipio; 

III.- Resoluciones o actos en materia fiscal; 

IV.- Actos en cumplimiento de alguna resolución judicial;  

V.- Resoluciones o actos emitidos por las entidades gubernamentales en ejercicio de 

funciones, facultades o atribuciones de otros órdenes de gobierno, que se les hayan 

concedido, en los términos de la normatividad que le sea aplicable, a menos que la 

entidad internacional, federal o estatal consienta expresamente su aceptación a someter 

dichas resoluciones o actos al mecanismo de participación ciudadana directa solicitado;  

VI.- Durante el tiempo que duren las precampañas y campañas electorales, excepto el 

presupuesto participativo; 

VII.- Actos en proceso de discusión o que hayan sido convalidados o ratificados, mediante 

plebiscito, referéndum o consulta ciudadana; 

VIII.- Actos que hayan sido derogados o siendo reformados, que el Consejo determine 

que el mecanismo de participación ciudadana ha quedado sin materia, esta causal podrá 

decretarse en cualquier tiempo; 

IX.- El acto no exista o no existan indicios de que vaya a emitirse;  



 

 

X.- La solicitud sea presentada en forma extemporánea;  

XI.- Su objetivo sea denostar a las entidades gubernamentales o agredir físicamente a 

funcionarios o servidores públicos; 

XII.- Se pretenda ventilar la vida privada de los funcionarios públicos o de sus familiares 

en línea ascendente o descendente sin límite de grado o en línea colateral hasta el cuarto 

grado, salvo los casos de nepotismo o conductas antijurídicas de los familiares o socios 

con relación al servicio público desempeñado por los funcionarios públicos; 

XIII.- Cuando las propuestas sean notoriamente inverosímiles o de imposible realización;  

XIV.- Cuando se pretendan utilizar para fines electorales o comerciales;  

XV.- Por muerte, declaratoria de estado de interdicción o ausencia, se presente licencia 

indefinida para separación del cargo, renuncia, destitución del titular de la entidad 

gubernamental que corresponda; y 

XVI.- Cuando incumplan con el requisito del número de solicitantes previstos para cada 

mecanismo de participación ciudadana. 

 

Artículo 88. Los mecanismos de participación ciudadana podrán suspenderse en los 

casos siguientes: 

 

I.- Cuando admitido el mecanismo, sobrevenga alguna causa de improcedencia; y 

II.- Por resolución judicial. 

Artículo 89. Las controversias que se generen en cualquiera de las etapas de los 

mecanismos de participación ciudadana serán resueltas según lo establecido en la 

convocatoria respectiva o en su defecto por el Consejo Municipal. 

Artículo 90. En caso de que las entidades gubernamentales requieran de realizar 

estudios técnicos, proyectos u otro acto tendiente a cumplir con los fines del mecanismo 

de participación ciudadana llevado a cabo, se podrá conceder un plazo razonable para 

su cumplimiento, escuchando a la entidad gubernamental responsable del cumplimiento. 

 

Lo anterior no será aplicable para los actos de carácter declarativos, en cuyo caso el 

plazo de cumplimiento será de cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el 

organismo social le notifique el resultado del mecanismo llevado a cabo. 

 

Artículo 91. Ningún servidor público de ningún nivel de gobierno podrá fungir como 
representante común en el ejercicio de los mecanismos de participación ciudadana. 



 

 

Capítulo III 
Iniciativa Ciudadana 

Artículo 92. La iniciativa ciudadana es el mecanismo de corresponsabilidad ciudadana 

mediante el cual se ejerce la facultad que tienen los habitantes del Municipio de presentar, 

ante el Ayuntamiento, proyectos de ordenamientos municipales, reforma, adición o 

derogación a los mismos en los términos establecidos por la normatividad aplicable. 

Artículo 93. Podrán presentar iniciativas ciudadanas los habitantes que representen al 

menos al 0.05 por ciento de la lista nominal de electores del Municipio. 

El ejercicio de la facultad de iniciativa ciudadana no supone que el Ayuntamiento deba 

aprobar las iniciativas presentadas en los términos propuestos, sino únicamente que las 

mismas deben ser valoradas mediante el procedimiento edilicio establecido en la 

normatividad aplicable. 

 

Artículo 94. Para que una iniciativa ciudadana pueda ser admitida para su estudio, 

dictamen y votación por el Ayuntamiento, cumplir con los requisitos establecidos en la 

Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza del Estado de 

Jalisco. 

 

Artículo 95. No se admitirá una iniciativa ciudadana que haya sido declarada como 

improcedente o haya sido rechazada por el Ayuntamiento, hasta que transcurran seis 

meses de su resolución. 

 

Artículo 96. Corresponde a la Secretaría General del Ayuntamiento darle forma a las 

iniciativas ciudadanas que se presenten a través de plataformas digitales, previo análisis 

que en materia de derechos humanos se realice y cuyo resultado se comunicará al 

promovente mediante la propia plataforma digital a través de la que se recibió su 

propuesta. 

 

Artículo 97. Son improcedentes y por lo tanto serán desechadas de plano por el 

Ayuntamiento, mediante acuerdo fundado y motivado, las iniciativas ciudadanas 

siguientes: 

I.- Aquellas propuestas en materia fiscal, hacendaria o regulación del ejercicio del gasto; 

II.- En materia de organización de la administración pública del Municipio;  

III.- La creación o extinción de organismos públicos descentralizados, empresas de 

participación estatal mayoritaria y fideicomisos públicos del Municipio;  



 

 

IV.- Aquellas cuyo objeto sea distinto a la creación, reforma, adición, derogación o 

abrogación de ordenamientos municipales; y 

V.- Aquellas sobre materias que no sean competencia municipal o contravengan 

disposiciones legales internacionales, federales o estatales. 

 

Artículo 98. Una vez agotado el procedimiento previo para la validación de la iniciativa 

ciudadana, está se agenda en sesión ordinaria de ayuntamiento en el apartado de 

presentación de iniciativas se le da lectura por parte del Secretario General y acto 

continuo el Presidente Municipal propone el turno a las comisiones pertinentes para 

efectos de llevar a cabo el proceso legislativo previsto para las iniciativas ordinarias. 

 

Artículo 99. El Presidente de la Comisión Edilicia convocante citará al ciudadana o 

representante común de los promoventes de la iniciativa ciudadana a las reuniones de 

trabajo necesarias para el análisis y dictamen de la misma. 

El o los promotores de la iniciativa ciudadana podrán asistir a las sesiones de trabajo a 

que sean convocados, de lo contrario, podrá desecharse de plano la iniciativa 

presentada, por su notoria falta de interés. 

 

Artículo 100. El Consejo Municipal podrá auxiliar a la población en general en los 

procesos de conformación y organización de eventos para difundir las iniciativas 

ciudadanas de las personas que así lo soliciten, brindando apoyo y asesoría para que la 

misma cumpla los requisitos establecidos en los ordenamientos municipales vigentes. 

 

Capítulo IV 
Consulta Popular 

 

Artículo 101. Consulta popular es el mecanismo mediante el cual los habitantes del 
municipio, expresan sus opiniones respecto a temas de carácter público o impacto social 
que son consultados por la autoridad municipal. 
 
Artículo 102. La consulta ciudadana podrá tener las siguientes modalidades: 

I.- Simple: Cuando la determinación de los habitantes del Municipio se concrete de 

aceptar o rechazar el tema consultado; y 

II.- Compuesta: Cuando la determinación de los habitantes del Municipio se abra a elegir 

una o distintas opciones para la toma de la decisión respecto del tema consultado. 

 

Artículo 103. La consulta podrá ser solicitada por el 50 por ciento de los integrantes del 



 

 

ayuntamiento; o por el 0.05 por ciento de los habitantes del municipio de conformidad al 
último censo realizado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
 
Artículo 104. La solicitud de consulta popular se presenta ante el Consejo, se le asigna 
número consecutivo de registro que debe indicar el orden de presentación y fecha de 
inscripción. 
 
El consejo municipal remite dentro de los siguientes cinco días hábiles a su recepción, 
copia de todas las solicitudes recibidas a la Secretaría Ejecutiva del Consejo de 
Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su conocimiento y registro 
correspondiente. 
 
A falta de alguno de los requisitos el Consejo, requiere a los promoventes para que lo 
subsane dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación, con el 
apercibimiento que de no hacerlo se tendrá por no presentada la solicitud. 
 
Una vez satisfechos los requisitos de procedencia, el Consejo emite un dictamen de 
procedencia, dentro de los diez días hábiles siguientes. El dictamen de procedencia 
deberá considerar la opinión técnica del Tesorero Municipal con relación a las 
implicaciones de naturaleza financiera, asimismo deberá contener la o las preguntas, bajo 
la modalidad de preguntas cerradas o de opción múltiple que se implementarán en la 
consulta. 
 
Artículo 105. El Consejo notifica el dictamen de procedencia a los promoventes, para 
que en el término tres días naturales siguientes a su notificación, soliciten la modificación 
o aclaración de la o las preguntas aprobadas, posteriormente el Consejo se pronuncia 
respecto de la manifestación de los promoventes dentro de los tres días naturales 
siguientes. Dicha determinación no admitirá recurso alguno. 
 
Artículo 106. Una vez aprobadas las preguntas, se declara la procedencia de la consulta 
mediante resolución del Consejo en pleno y en su caso se realiza a más tardar treinta 
días naturales posteriores a su aprobación, previa emisión de una convocatoria pública 
donde se exprese una síntesis cronológica de los hechos que dieron lugar a la consulta. 
 
Artículo 107. La solicitud de consulta popular que presenten los habitantes debe 
contener: 

I. El nombre de la persona representante común; 

II. Manifestación de conducirse bajo protesta de decir verdad; 

III. Un domicilio para recibir notificaciones dentro del municipio; 

IV. Especificación del tema que se pretende someter a consulta; 

V. Autoridades involucradas en los temas que se pretenda someter a consulta; 



 

 

VI. Exposición de motivos por los cuales se considera que el tema debe ser consultado; 
y 

VII. Listado con los nombres y firmas de los solicitantes. 
 
Artículo 108. Las solicitudes de consultas populares presentadas por los integrantes 
del Ayuntamiento deben contener: 

I. Nombre y cargo de los solicitantes; 

II. La indicación precisa del tema que se pretende someter a consulta; 

III. Listado de preguntas, preferentemente bajo la modalidad de preguntas cerradas o 
de opción múltiple; 

IV. La finalidad de la consulta popular; y 

V. La demarcación territorial específica en la que se pretende aplicar la consulta. 
 
Artículo 109. La convocatoria debe ser publicada cuando menos quince días naturales 
antes de la consulta y debe contener: 

I. El tema que se somete a consulta de los habitantes; 

II. Autoridades involucradas en el tema que se somete a consulta; 

III. Un extracto de la exposición de motivos por los cuales se considera que el tema 
debe ser consultado; 

IV. La demarcación territorial donde se aplica la consulta; 

V. La demarcación territorial en la que se pretende aplicar la decisión o acto de 
gobierno; 

VI. La pregunta o preguntas que se someterán a consideración de los habitantes; 

VII. El mecanismo para realizar la consulta, ya sea de manera virtual, presenciales o 
ambas, así como el procedimiento y metodología a seguir; 

VIII. La fecha y horarios en que se realiza la jornada de consulta; y 

IX. El o los lugares en donde se puede emitir el voto. 
 
Artículo 110. El Consejo deberá remite los resultados de la consulta en el plazo de 15 
días hábiles tanto al Presidente Municipal para su publicación en la gaceta municipal 
“Tonallan” preferentemente de manera digital, así como al titular del Poder Ejecutivo para 
su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”. 



 

 

Artículo 111. Los resultados de la consulta serán vinculantes en términos de lo dispuesto 
por la Ley del Sistema de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza del 
Estado de Jalisco.  
 

Capítulo V 
 Presupuesto Participativo 

Artículo 112. El presupuesto participativo es el mecanismo de participación mediante el 
cual los habitantes del Municipio definen el destino de un porcentaje de los recursos 
públicos. 
 
Para impulsar el desarrollo municipal el Ayuntamiento podrá convenir con el Poder 
Ejecutivo del Estado la realización de inversiones públicas conjuntas, que los habitantes 
de sus municipios determinen mediante el presupuesto participativo en los términos de 
la normatividad aplicable. 
 
Artículo 113. El presupuesto participativo tiene por objeto lo siguiente: 

I. Propiciar una distribución equitativa de los recursos públicos de que dispone el 
Ayuntamiento, mediante un mecanismo público, democrático, objetivo, transparente y 
auditable, que posibilita intervenir en la resolución de los problemas prioritarios de las 
ciudadanas y ciudadanos; 

II. Efectuar obras prioritarias y proyectos sociales para la recuperación del espacio 
público, el mejoramiento y rehabilitación de calles, la rehabilitación o creación de áreas 
verdes, el mejoramiento o construcción de infraestructura y acciones de desarrollo 
sustentables para la cultura, el deporte y la recreación, fortalecimiento de la seguridad 
pública, del desarrollo social, medio ambiente, juventud y participación ciudadana; 

III. Generar un proceso de democracia directa, voluntaria y universal, que contribuya a 
fortalecer espacios comunitarios de reflexión, análisis, revisión y solución a los problemas 
prioritarios, construyendo una ciudadanía consciente y participativa; y 

IV. Establecer un vínculo corresponsable entre el gobierno y la ciudadanía que permita 
generar procesos de análisis, programación, vigilancia y control de los recursos públicos. 
 
Artículo 114. El Ayuntamiento por conducto del Presidente Municipal presenta su 
propuesta de Presupuesto Participativo ante el Consejo Municipal correspondiente 
preferentemente antes del día 10 de enero de cada año y se le asigna número de registro. 
 
El Consejo Municipal remite dentro de los siguientes tres días hábiles a su recepción, 
copia de todas las propuestas recibidas a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Municipal 
de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su conocimiento y 
registro. 
 
Artículo 115. El Consejo Municipal emitirá un dictamen, dentro de los siete días naturales 



 

 

siguientes a la recepción de la propuesta, en que se determinen las obras o acciones 
sobre las que se desarrollará la consulta. El Consejo Municipal, notifica el dictamen a las 
autoridades correspondientes, para que en el término de tres días naturales siguientes a 
su notificación, soliciten la modificación o aclaración de las obras o acciones sobre las 
que se desarrollará la consulta. 
 
El Consejo Municipal resuelve la manifestación de las autoridades dentro de los tres días 
naturales siguientes. Dicha determinación no admitirá recurso alguno. 
 
Una vez aprobadas las obras o acciones sobre las que se desarrollará la consulta, el 
Consejo Municipal declarará la procedencia de la consulta y emiten la convocatoria 
respectiva. 
 
Artículo 116. La convocatoria de presupuesto participativo se deberá publicar 
preferentemente de manera digital en la [Gaceta Municipal], la cual debe contener por lo 
menos: 

I. Las fechas, lugares y horarios en que se realiza la consulta de presupuesto 
participativo; 

II. Las obras o acciones que se someterán a consideración de la ciudadanía; y 

III. El monto de los recursos públicos que se destinarán a la ejecución de las obras o 
acciones ganadoras. 
 
Artículo 117. En ningún caso el periodo de implementación de la consulta podrá ser 
menor a cuarenta y cinco días naturales, ni podrá exceder del mes de marzo de cada 
año. 
 
Artículo 118. Los resultados de la consulta de presupuesto participativo se publican en 
la Gaceta Municipal preferentemente de manera digital a más tardar cinco días después 
de que concluya el procedimiento, asimismo el consejo deberá remitir copia certificada 
de los resultados a la autoridad correspondiente para su ejecución. 
 

Capítulo VI 
Comparecencia Pública 

Artículo 119. La comparecencia pública es el mecanismo de participación y democracia 
deliberativa mediante el cual los habitantes del Municipio dialogan y debaten con los 
funcionarios públicos del Estado o los municipios para solicitarles la rendición de cuentas, 
pedir información, proponer acciones, cuestionar y solicitar la realización de 
determinados actos o la adopción de acuerdos. 
 
Artículo 120. Durante la comparecencia pública los habitantes involucrados podrán: 

I. Solicitar y recibir información respecto a la actuación del Gobierno Municipal en turno; 



 

 

II. Solicitar la rendición de cuentas sobre determinados actos de gobierno de competencia 
municipal; 

III. Proponer a las personas titulares de las dependencias la adopción de medidas o la 
realización de determinados actos; 

IV. Informar a las y los funcionarios públicos de sucesos relevantes que sean de su 
competencia o sean de interés social; 

V. Analizar el cumplimiento de los programas, planes y políticas públicas; y 

VI. Evaluar el desempeño de la administración pública. 
 
Artículo 121. Pueden ser citadas al esquema del mecanismo de participación ciudadana 
denominado comparecencia pública los munícipes que integran el Ayuntamiento 
Constitucional de Pihuamo, Jalisco, así como titulares de Organismos Públicos 
Descentralizados del Ayuntamiento. 
 
Artículo 122. Pueden solicitar la comparecencia pública al menos el 0.1 por ciento de los 
habitantes del municipio de Pihuamo, Jalisco de conformidad al último censo realizado 
por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
 
Artículo 123. La solicitud debe contener por lo menos lo siguiente: 

I. Nombre de la persona representante común de los promoventes; 

II. Manifestación de conducirse bajo protesta de decir verdad; 

III. Domicilio para recibir notificaciones dentro del municipio; 

IV. Nombre y cargo del funcionario que se pretende citar a comparecer; 

V. El tema a tratar; y 

VI. Nombre completo y firma de las y los habitantes solicitantes. 
 
Artículo 124. La solicitud de comparecencia de servidores se presenta ante el Consejo 
Municipal, se le asigna número consecutivo de registro que debe indicar el orden de 
presentación y fecha de inscripción, posteriormente el Consejo Municipal remite dentro 
de los siguientes cinco días hábiles a su recepción, copia de todas las solicitudes 
recibidas a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Municipal de Participación Ciudadana y 
Popular para la Gobernanza para su conocimiento y registro correspondiente.  
 
Artículo 125. A falta de alguno de los requisitos, el Consejo Municipal requiere a los 
promoventes para que lo subsane dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la 
notificación, con el apercibimiento que de no hacerlo se tendrá por no presentada la 



 

 

solicitud correspondiente. 
 
Una vez satisfechos los requisitos de procedencia, el Consejo Municipal emitirá un 
dictamen de procedencia, dentro de los diez días hábiles siguientes. 
 
Artículo 126. De resultar procedente la solicitud de comparecencia pública, el Consejo 
Municipal notifica personalmente a los servidores públicos citados cuando menos con 
tres días hábiles de anticipación a la comparecencia pública y emitirá una convocatoria, 
misma que deberá contener por lo menos lo siguiente: 

I. Nombre y cargo de las y los funcionarios convocados; 

II. Lugar, día y hora para la realización de la comparecencia; 

III. El formato bajo el que se desarrollará la comparecencia; y 

IV. Tema a tratar. 
 
Artículo 127. Los servidores públicos citados tienen la obligación de acudir el día, hora 
y lugar señalados en la convocatoria. 
 
Artículo 128. 

1. La comparecencia pública se lleva a cabo de forma presencial, en un solo acto y 
pueden asistir: 

I. La o las personas funcionarias en cuestión; 

II. Las y los solicitantes; 

III. Cualquier persona habitante del Estado de Jalisco interesada;  

IV. El Secretario Técnico del Consejo, quien deberá levantar un acta de los acuerdos 
alcanzados; y 

V. El regidor representante de la Fracción Edilicia mayoritaria quien moderará el 
desarrollo de la consulta. 
 
Artículo 129. El acta de acuerdos correspondiente a las comparecencias públicas, debe 
contener por lo menos lo siguiente: 

I. Nombres de los servidores públicos y habitantes que participaron; 

II. Puntos tratados; 

III. Acuerdos tomados; 



 

 

IV. Dependencias que deben dar seguimiento a los acuerdos; y 

V. Señalamiento de los servidores públicos responsables de la ejecución de las acciones 
aprobadas. 
 
Artículo 130. El acta de acuerdos se levanta en original y tres copias; se entrega una 
copia a la autoridad compareciente, otra al representante común de los promoventes y 
se remite otra más a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Municipal de Participación 
Ciudadana y Popular para la Gobernanza. 
 
El Consejo según corresponda, deberá anexar el acta de acuerdos original en el 
expediente de la solicitud. 
 
Artículo 131. El acta de acuerdos de que se trate, se publicará en la [Gaceta Municipal] 
preferentemente de manera digital, a más tardar cinco días después de que concluya. 

 
Capítulo VII 

Proyecto Social 

Artículo 132. El proyecto social es el mecanismo de participación popular, mediante el 
cual los habitantes del municipio colaboran, cooperan y trabajan en conjunto con el 
ayuntamiento para la solución de una necesidad o problemática existente en los barrios, 
fraccionamientos y colonias municipales. 
 
Artículo 133.El Proyecto Social debe contar con el respaldo de por lo menos veinte 
habitantes y debe contener: 

I. Nombre de la persona representante común de los promoventes; 

II. Manifestación de conducirse bajo protesta de decir verdad; 

III. Domicilio para recibir notificaciones dentro del municipio; 

IV. Exposición de la necesidad o problemática existente; 

V. Explicación y justificación del proyecto social; y 

VI. Nombre completo y firma de las y los habitantes solicitantes. 
 
Artículo 134. La solicitud de proyecto social se presenta ante el Consejo Municipal el 
cual remite dentro de los siguientes cinco días hábiles a su recepción, copia de todas las 
solicitudes recibidas a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Municipal de Participación 
Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su conocimiento y registro. 
A falta de alguno de los requisitos el Consejo Municipal, requiere a los promoventes para 
que lo subsane dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación, con el 
apercibimiento que de no hacerlo se tendrá por no presentada la solicitud. 



 

 

 
Artículo 135. Una vez satisfechos los requisitos de procedencia, el Consejo Municipal, 
con auxilio de las autoridades municipales competentes, se avoca al estudio del proyecto 
propuesto para efectos de determinar la procedencia del mismo en virtud de un dictamen, 
que debe contener por lo menos lo siguiente: 

I. Un análisis de la necesidad o problemática planteada por los solicitantes; 

II. Un dictamen de la posible afectación de la función pública municipal que tendría el 
proyecto propuesto por los promoventes; 

III. Las acciones necesarias y los plazos para su ejecución; 

IV. En su caso el monto y origen de los recursos que se emplearían para llevarlo a cabo; 
y 

V. La determinación de procedencia. 
 
Artículo 136. Si se determina que el proyecto social es procedente, el consejo municipal 
remite el dictamen correspondiente al Presidente Municipal, para su aprobación, el cual 
podrá hacer observaciones al dictamen y reenviarlo para su valoración al Consejo 
Municipal.  
 
El proyecto social es aprobado por el municipio en sesión de ayuntamiento mediante 
acuerdo que establezca los términos y condiciones para su ejecución, según el caso en 
particular. Los proyectos aprobados no son ejecutados ni financiados por el Municipio. 
 

Capítulo VIII 
Asamblea Popular 

Artículo 137. La asamblea popular es un mecanismo de participación, mediante el cual 
los habitantes del municipio construyen un espacio para la opinión sobre temas de interés 
general o asuntos de carácter local o de impacto en la comunidad. 
 
Artículo 138. Pueden solicitar que se convoque a asamblea popular: 

I. Los habitantes del municipio de Pihuamo, Jalisco; y 

III. Los habitantes organizados en alguna actividad económica, profesional, social, 
cultural o comunal. 
 
Artículo 139. Los habitantes que deseen llevar a cabo asamblea ciudadana darán aviso 
al Consejo Municipal, del tema, lugar y fecha en que se llevará a cabo. 
 
Artículo 140. El Consejo Municipal remite dentro de los siguientes cinco días hábiles a 



 

 

su recepción, copia de todas las solicitudes recibidas a la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su 
conocimiento y registro. 
 
Artículo 141. La Secretaría Ejecutiva del Consejo Municipal de Participación Ciudadana 
y Popular para la Gobernanza podrá dar difusión de las asambleas ciudadanas y recoger, 
sistematizar y publicar los resultados obtenidos en las mismas. 
 

Capítulo IX 

Ayuntamiento Abierto 

 

Artículo 142. El ayuntamiento abierto es el mecanismo de participación mediante el cual 
los habitantes de un municipio a través de representantes de Consejos Sociales de 
Participación Ciudadana debidamente registrados, tienen derecho a presentar 
propuestas o peticiones en determinadas sesiones que celebre el ayuntamiento con este 
fin. 
 
 
Artículo 143. Las sesiones de ayuntamiento abierto son públicas y abiertas, para tal 
efecto las y los habitantes del municipio pueden asistir a la sesión de Ayuntamiento 
Abierto en calidad de participantes o como público asistente, asimismo el ayuntamiento 
en casos especiales podrá acordar que las sesiones se celebren fuera de su sede oficial, 
en los barrios, colonias y poblados del municipio únicamente para efectos del mecanismo 
denominado ayuntamiento abierto. 
 
 
Artículo 144.Para la celebración y desahogo de la sesión de Ayuntamiento Abierto, el 
Ayuntamiento, a través del Consejo Municipal emite la convocatoria con diez días hábiles 
de anticipación. 
 
La convocatoria que emita el Consejo municipal debe contener por lo menos lo siguiente: 
 
I. Temas que motivan la sesión de ayuntamiento abierto; 

II. Lugar, día y horario para el registro de los habitantes que deseen participar; y 

III. Lugar, día y hora de la celebración de la sesión de ayuntamiento abierto. 
 
La convocatoria es publicada en la [gaceta municipal] preferentemente de forma digital, 
asimismo se debe fijar en lugares públicos y darle la mayor difusión posible. 
 
Artículo 145. Al término de la sesión de ayuntamiento abierto se levanta un acta con los 
resultados de la misma. El Secretario General del Ayuntamiento dará puntual seguimiento 
y mantendrá informados a los participantes, respecto de los asuntos tratados en la sesión. 
 



 

 

Capítulo X 
Colaboración Popular 

 

Artículo 146. La colaboración Popular es el mecanismo de participación, mediante el 
cual los habitantes del municipio, participan en la ejecución de una obra o prestan un 
servicio existente, aportando recursos económicos, materiales o trabajo personal en 
coordinación con el gobierno municipal. 
 
Artículo 147. La solicitud de colaboración popular de ámbito municipal se presenta ante 
el Consejo Municipal, se le asigna número consecutivo de registro que debe indicar el 
orden de presentación y fecha de inscripción. 
 
Artículo 148. El Consejo Municipal remite dentro de los siguientes cinco días hábiles a 
su recepción, copia de todas las solicitudes recibidas a la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su conocimiento 
y registro. 
 
El Consejo, dentro de los siguientes cinco días hábiles remite la solicitud a la dependencia 
a la que le corresponde conocer de la propuesta, esta última emite un dictamen de 
procedencia y viabilidad en un plazo no mayor a diez días hábiles, en dicho dictamen 
deberá considerar la opinión técnica de la Tesorería Municipal respecto de la viabilidad 
financiera. 
 
Artículo 149. El dictamen que emita la dependencia, debe contener la explicación de las 
causas que motivaron su aceptación o desechamiento y debe ser notificado al 
proponente y al Consejo Municipal en un plazo no mayor a tres días hábiles. 

En caso de resultar procedente, debe de contener el procedimiento que se llevaría a cabo 
para la ejecución de este mecanismo, señalando con precisión el esquema de 
aportaciones correspondientes.  
 

Capítulo XI 
Dialogo Colaborativo 

Artículo 150. El dialogo colaborativo es el mecanismo de participación por el cual la 
autoridad establece acuerdos y consensos con la ciudadanía, a través de la construcción 
de nuevos espacios de representatividad para la toma de decisiones públicas, mediante 
la libre expresión de ideas y posiciones ciudadanas para el fortalecimiento de la 
democracia. 
 
Artículo 151. Pueden solicitar que se convoque a dialogo colaborativo por lo menos 100 
ciudadanos avecindados del municipio e inscritos en la lista nominal de electores, la 
solicitud debe contener por lo menos los siguientes datos: 

I. Nombre de la persona representante común de los promoventes; 



 

 

II. Manifestación de conducirse bajo protesta de decir verdad; 

III. Domicilio para recibir notificaciones; 

IV. Lugar, día y hora en que se pretende llevar a cabo el diálogo; 

V. La dependencia con que se pretenda dialogar; 

VI. El tema a tratar; y 

VII. Los siguientes datos en orden de columnas: 

a) Nombre completo de las y los ciudadanos solicitantes; 

b) Número de folio de la credencial para votar de las personas solicitantes; 

c) Clave de elector de las personas solicitantes; 

d) Sección electoral a la que pertenecen las personas solicitantes; y 

e) Firma de cada elector solicitante, que concuerde con la que aparece en la credencial 
para votar. 
 
Artículo 152. La solicitud de diálogo colaborativo se presenta ante el Consejo Municipal, 
se le asigna número consecutivo de registro que debe indicar el orden de presentación y 
fecha de inscripción. 
 
Artículo 153. El Consejo remite dentro de los siguientes cinco días hábiles a su 
recepción, copia de todas las solicitudes recibidas a la Secretaría Ejecutiva del Consejo 
Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su 
conocimiento y registro. 
 
A falta de alguno de los requisitos, el Consejo municipal requiere a los promoventes para 
que lo subsane dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación, con el 
apercibimiento que de no hacerlo la solicitud se tendrá por no presentada.  
 
Artículo 154. Una vez satisfechos los requisitos de procedencia, el Consejo Municipal 
solicita el apoyo del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco 
para verificar que la solicitud cumple con el apoyo ciudadano requerido. 
 
Artículo 155. Una vez validado el apoyo ciudadano requerido por parte del Instituto, el 
Consejo Municipal emite el dictamen de procedencia correspondiente, en caso de 
determinar la procedencia que deberá contener por lo menos: 

I. Dependencias o autoridades convocadas al diálogo; 

II. Lugar, día y hora para el desahogo del diálogo; 



 

 

III. El formato bajo el que se desarrollará el diálogo; y 

IV. Tema a tratar. 
 
Artículo 156. De resultar procedente la solicitud de diálogo colaborativo, el Consejo 
notifica personalmente a la dependencia correspondiente, dentro de los siguientes tres 
días hábiles. Las autoridades o servidores públicos citados a los diálogos tienen la 
obligación de acudir el día, hora y lugar en que se les cite. 
 
Artículo 157. El titular de la dependencia, a más tardar tres días antes de la celebración 
del diálogo, debe hacer del conocimiento del Consejo Municipal, el nombre y cargo del 
funcionario que acudirá al diálogo en su representación. El servidor público designado 
para atender el diálogo debe tener conocimientos especializados de acuerdo al 
planteamiento realizado por las y los ciudadanos en su solicitud. 
 
Artículo 158. Los diálogos colaborativos se llevan a cabo de forma presencial, en un solo 
acto y pueden asistir: 

I. Los servidores públicos designados por las dependencias o autoridades convocadas al 
diálogo; 

II. Hasta cuatro personas representantes de las y los solicitantes; y 

III. Dos personas representantes del Consejo Municipal, quienes fungen, una como 
moderadora durante la comparecencia y otra como secretaria para levantar el acta de 
acuerdos correspondiente. 
 
Artículo 159. En el supuesto de no se haya llegado a ningún acuerdo el día del desahogo 
del diálogo, al término de la reunión se debe citar a las partes a un segundo diálogo dentro 
de los cinco días hábiles siguientes. 
 
En caso de no llegar a un acuerdo de manera coordinada y pacífica durante el segundo 
diálogo, se levanta un acta de conclusión, en la cual se establecen las razones y 
fundamentos por los cuales no se logró un acuerdo. 
 
Artículo 160. El acta de acuerdos correspondiente a los diálogos colaborativos, debe 
contener por lo menos lo siguiente: 

I. Nombres de los ciudadanos que participaron; 

II. Nombre y cargo de las personas representantes de la dependencia que participaron; 

III. Puntos tratados; y 

V.- Acuerdos alcanzados. 
 



 

 

Artículo 161. El acta de acuerdos se levanta en original y tres copias; se entrega una 
copia al representante común de los promoventes, otra a las o los representantes de la 
dependencia y otra más se remite a la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Participación 
Ciudadana y Popular para la Gobernanza. 
 
Artículo 162. El Consejo Municipal deberá anexar el acta de acuerdos original al 
expediente de la solicitud, dicha acta de acuerdos correspondiente a la asamblea 
ciudadana, se publica en la [Gaceta Municipal] preferentemente de manera digital a más 
tardar cinco días después de que concluya. 

 
Capítulo XII 

Contraloría Social 

Artículo 163. La Contraloría Social es el mecanismo de participación mediante el cual la 
ciudadanía y los organismos del sector social privado forman una instancia de vigilancia 
y observación de las actividades de gobierno. 
 
Artículo 164. La contraloría social observa y verifica que se cumpla con las metas 
establecidas y que los recursos públicos se apliquen correctamente; promueve una 
rendición de cuentas transversal con la finalidad de incidir en las decisiones públicas y el 
manejo eficiente de los recursos. 
 
Artículo 165. La Contraloría Social tiene las atribuciones siguientes: 

I. Solicitar la información a las autoridades que considere necesaria para el desempeño 
de sus funciones; 

II. Vigilar el ejercicio de los recursos públicos y que las acciones gubernamentales se 
realicen conforme a la normativa aplicable; 

III. Emitir informes sobre el desempeño de los programas y ejecución de los recursos 
públicos; y 

IV. Presentar ante la autoridad competente las quejas y denuncias sobre posibles 
responsabilidades políticas, administrativas, civiles o penales, derivado de sus 
actividades de vigilancia. 

Artículo 166. Sólo se podrá constituir una contraloría social por cada política, programa, 
obra o asunto de interés social. 
 
Artículo 167. Pueden solicitar que se constituya una contraloría social: 

I. Al menos el 0.05 por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores 
del municipio; 

II. Los colegios o asociaciones de profesionistas debidamente registradas en el Estado y 



 

 

que cuenten con presencia en el municipio; 

III. Las asociaciones civiles debidamente constituidas; 

IV. Los Comités Sociales de Participación Ciudadana debidamente registradas en los 
municipios; y 

V. Otras formas de organización social. 

 
Artículo 168. Se deberá presentar solicitud, misma que debe contener por lo menos los 
siguientes datos: 

I. Nombre de la persona representante común de los promoventes, tratándose de 
colegios, asociaciones y cualquier forma de organización, se deberá acreditar la 
personalidad que ostenta; 

II. Manifestación de conducirse bajo protesta de decir verdad; 

III. Domicilio para recibir notificaciones dentro del territorio municipal; 

IV. La dependencia en la que se pretende constituir la contraloría; 

V. Exposición de motivos por los cuales se desea constituir la contraloría; 

VI. Nombre de las personas propuestas para constituir la contraloría;  

VII. La política, programa, obra o asunto de interés social que se pretende sea sujeto del 
presente mecanismo; 

VIII. Los siguientes datos en orden de columnas: 

a) Nombre completo de las y los ciudadanos solicitantes; 

b) Número de folio de la credencial para votar de las personas solicitantes; 

c) Clave de elector de las personas solicitantes; 

d) Sección electoral a la que pertenecen las personas solicitantes; y 

e) Firma de cada elector solicitante, que concuerde con la que aparece en la credencial 
para votar. 
 
Artículo 169. La solicitud de contraloría social se presenta ante el Consejo Municipal, se 
le asigna número consecutivo de registro que debe indicar el orden de presentación y 
fecha de inscripción. 
 



 

 

Artículo 170. El consejo municipal remite dentro de los siguientes cinco días hábiles a 
su recepción, copia de todas las solicitudes recibidas a la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo Municipal de Participación Ciudadana y Popular para la Gobernanza para su 
conocimiento y registro. 
 
A falta de alguno de los requisitos el Consejo municipal requiere a los promoventes para 
que lo subsane dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación, con el 
apercibimiento que de no hacerlo la solicitud se tendrá por no presentada. 
 
Artículo 171. Una vez satisfechos los requisitos de procedencia, el Consejo Municipal 
solicita el apoyo del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco 
para validar los datos de los ciudadanos promoventes. Una vez validados los datos de 
los ciudadanos promoventes, el Consejo Municipal emite el dictamen de procedencia 
correspondiente. 
 
Artículo 172. De resultar procedente la solicitud para constituir la contraloría social, el 
Consejo Municipal, según corresponda, remite el dictamen de procedencia y copia 
completa del expediente a la dependencia correspondiente, dentro de los siguientes tres 
días hábiles. 
 
Artículo 173. El dictamen de procedencia deberá contener por lo menos: 

I. Dependencia en la que se constituirá la contraloría social; 

II. Extracto de la exposición de motivos por los que se solicitó constituir la contraloría; 

III. Las consideraciones por las que se declara procedente la solicitud;  

V. La política, programa, obra o asunto de interés social que se pretende sea sujeto del 
presente mecanismo; y 

IV. Nombres de las personas propuestas para constituir la contraloría. 
 
Artículo 174. Una vez notificado el dictamen de procedencia la dependencia debe 
informar al Consejo Municipal, los nombres de las personas servidoras públicas que 
fungirán como facilitadoras en las operaciones de la contraloría social en un término no 
mayor de cinco días naturales. 
 
Artículo 175. En un plazo no mayor a 20 días naturales, los entes públicos deben 
conformar la contraloría social, con el personal propuesto en el dictamen de procedencia 
y las personas servidoras públicas que fungirán como facilitadoras en las operaciones de 
la contraloría social. 
 
Artículo 176. La Contraloría Social actúa libremente y tiene derecho a consultar la 
información necesaria para sus fines, sin más restricciones que las establecidas por la 
legislación aplicable. 



 

 

Artículo 177. El Ayuntamiento en la medida de sus posibilidades debe otorgar las 
facilidades necesarias a las Contralorías Sociales, para el ejercicio de sus atribuciones. 
 
Artículo 178. Las Contralorías Sociales no pueden responder a intereses partidistas, 
religiosos, económicos o cualquiera que resulte incompatible con los fines propios de su 
naturaleza. No pueden obstaculizar la ejecución de la actividad pública. 
 
Artículo 179. Los integrantes de las Contralorías Sociales no podrán recibir 
remuneración alguna como pago o compensación por su desempeño dentro de la misma, 
sus nombramientos son de naturaleza honorífica.  
 
Artículo 180. Una vez conformada la Contraloría Social, contará con 30 días naturales 
para elaborar el dictamen de la información analizada. El dictamen que emite la 
contraloría social se remite al Consejo Municipal para su valoración, el cual no será 
vinculante, no obstante deberá de otorgar pronunciarse respecto de la justificación en 
caso de no acatar las observaciones de la contraloría de manera fundada. 
 

Capítulo XIII 
Medios de Impugnación  

Artículo 181. Las controversias que se generen al resolver sobre la procedencia y 
validación de los resultados de los mecanismos de participación ciudadana y popular 
contenidos en este ordenamiento, serán resueltos conforme al Sistema de Medios de 
Impugnación establecido en el Código Electoral del Estado de Jalisco. 
 

Artículos Transitorios 

 

ARTICULO PRIMERO.- El presente reglamento fue aprobado por la  totalidad de 

regidores presentes mediante Acuerdo de Ayuntamiento No. 54, de la Cuarta Sesión 

Extraordinaria, celebrada el día 30 de Junio del año 2022, mismo  que entrará en vigor 

a partir del día de su publicación en la Gaceta Municipal en los estrados y página de 

internet del Gobierno Municipal. 

ARTICULO SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a la 

presente Reglamento. 

ARTICULO TERCERO. Una vez publicado el presente ordenamiento, remítase una copia 

al H. Congreso del Estado de Jalisco para efectos de lo ordenado en la fracción VII del 

artículo 42 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de 

Jalisco. 
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REGLAMENTO DE JUSTICIA CÍVICA DEL 
MUNICIPIO DE PIHUAMO



 
 

 

 
Regidoras y Regidores Integrantes del  
Ayuntamiento Constitucional de Pihuamo.  
Presentes. 
 

Proemio de iniciativa. 
 

Quien suscribe, C. Humberto Amezcua Bautista Presidente Municipal de Pihuamo, en el 
ejercicio de las facultades que confieren los artículos 41 fracciones I y II de la Ley del Gobierno 
y Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco, someto a la consideración de este 
órgano de gobierno municipal la presente Reglamento de Justicia Cívica del Municipio de 
Pihuamo, de conformidad con la siguiente: 
 

Exposición de Motivos 
 

El artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, 
democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización 
política y administrativa, el municipio libre; además, establece que los municipios estarán 
investidos de personalidad jurídica, así como tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con 
las leyes en materia municipal que expidan las legislaturas estatales, los bandos de policía y 
gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general 
dentro de sus respectivas jurisdicciones y cuyo objeto será, entre otras cosas, establecer las 
bases generales de la administración pública municipal. 
 
Asimismo, el artículo 37 fracción II de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal 
establece que será obligación de los Ayuntamientos la aprobación y aplicación de su 
presupuesto de egresos, bandos de policía y gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones 
administrativas de observancia general que organicen la administración pública municipal, 
regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y 
aseguren la participación social y vecinal. 
 
La Justicia Cívica constituye el modelo nacional a través cual se pretende la atención rápida y 
ágil de los conflictos entre ciudadanos derivados de la convivencia cotidiana, así como evitar 
la escala del conflicto y buscar su resolución pacífica, además que constituye  la política pública 
de prevención del delito, evitando la escalada de los conflictos y promoviendo la cultura de 
paz, por otro lado privilegia el trabajo en favor de la comunidad, a través de medidas para 
mejorar la convivencia, como medida sancionatoria, ante las faltas administrativas, por encima 
de la multa y el arresto.  
 
Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en los artículos 115 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 77 fracción II de la Constitución Política del Estado 
de Jalisco; 41 fracciones I y II de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del 
Estado de Jalisco,  someto a su consideración el siguiente: 
 



 
 

 

Ordenamiento 
 

Artículo Primero.- Se expide el Reglamento de Justicia Cívica del Municipio de Pihuamo, 
para quedar como sigue: 
 

Reglamento de Justicia Cívica del Municipio de Pihuamo 
 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

 

Artículo 1. El presente ordenamiento se expide con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 21 y 115 fracciones I y II de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 73 fracción I y 77 fracción II de la Constitución Política del Estado de Jalisco, 40 

fracción I, 44 y 60 de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado 

de Jalisco. 

 

Artículo 2. El presente reglamento es de orden público, interés general y observancia 

obligatoria para las personas mayores de 12 años que habiten o transiten en el Municipio de 

Pihuamo, Jalisco, y tiene por objeto: 

 

I. Establecer bases para la impartición y administración de la justicia cívica; 

II. Salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar la 

libertad, el orden y la paz públicos; 

III. Procurar una convivencia armónica entre las personas que se encuentran en el 

municipio, así como la prevención de conductas antisociales; 

IV. Establecer las sanciones por acciones u omisiones que alteren el orden público y 

la tranquilidad de las personas en su convivencia social; así como, las motivadas 

por conductas discriminatorias; 

V. Implementar Métodos Alternos de Solución de Conflictos entre particulares; para 

garantizar la reparación de los daños causados por la comisión de conductas que 

constituyan infracciones de conformidad con el presente Reglamento; 

VI. Fomentar una cultura de legalidad que favorezca la convivencia y participación 

social; 

VII. Establecer mecanismos de coordinación entre las autoridades encargadas de 

preservar el orden y la tranquilidad en el municipio; y 

VIII. Establecer los mecanismos para la imposición de sanciones que deriven de 

conductas que constituyan infracciones administrativas de competencia municipal, 

así como los procedimientos para su aplicación e impugnación. 

IX. Establecer las obligaciones de las autoridades encargadas de preservar el orden 

y la tranquilidad de los espacios públicos; 



 
 

 

Artículo 3. Son de aplicación supletoria a este reglamento lo dispuesto por el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, la Ley de Gobierno y Administración Pública Municipal 

y Ley del Procedimiento Administrativo. 

 

Artículo 4. Para efectos de interpretación del presente reglamento se entiende por: 

I. Adolescente: persona que tiene más de doce años y menos de dieciocho años 

cumplidos; 

II. Auxiliares: personal adscrito al Juzgado Cívico y del Centro de Detención 

Municipal que coadyuven al cumplimiento del presente Reglamento; 

III. Conflicto comunitario: conflicto vecinal o aquel que deriva de la convivencia 

entre dos o más personas que habiten o transiten en el Municipio; 

IV. Infracciones o Faltas administrativas: a las conductas que transgreden la 

sana convivencia comunitaria y actualizan las conductas previstas en el 

presente Reglamento; 

V. Facilitador(a): a la persona que Media o Concilia, perteneciente al Juzgado 

Cívico. 

VI. Jueza o Juez Cívico: a la autoridad administrativa encargada de conocer y 

resolver sobre la imposición de sanciones que deriven de conductas que 

constituyan faltas administrativas; 

VII. Juzgado Cívico: a la unidad administrativa dependiente de la administración 

pública municipal, en la que se imparte y administra la Justicia Cívica; 

VIII. Personal Médico: a las y los médicos o médicos que presta sus servicios en el 

Juzgado Cívico, en los términos previstos en el artículo 40 del presente 

ordenamiento;  

IX. Medidas para Mejorar la Convivencia Cotidiana: Sanción consistente en 

programas de trabajo comunitario y modelos de tratamiento preestablecidos.  

X. Partes: probable persona infractora, quejosa, víctima u persona ofendida. 

XI. Detenido: persona que se encuentra a disposición del Juzgado Cívico, al cual 

se le imputa la comisión de una infracción; 

XII. Probable infractor: a la persona a quien se le imputa la comisión de una 

infracción; 

XIII. Persona Infractora: a la persona sancionada por la Jueza o el Juez Cívico 

Municipal por la comisión de una infracción; 

XIV. Quejosa: persona que interpone una queja en el Juzgado Cívico o ante el 

policía, en contra de alguna persona por considerar que este último cometió una 

conducta sancionada en el Reglamento como una infracción; 

XV. Reglamento: al presente Reglamento de Justicia Cívica del Municipio de 

Pihuamo, Jalisco; 

XVI. Trabajo en Favor de la Comunidad: sanción impuesta por la o el Juez Cívico 



 
 

 

consistente en realizar hasta treinta y seis horas de trabajo social de acuerdo a 

los programas aprobados y registrados;  

XVII. UMA: Unidad de Medida y Actualización. 

XVIII. Agente de la Delegación de la Procuraduría de Protección: representante 

de la Delegación de la Procuraduría de Protección a Niñas, Niños y 

Adolescentes del municipio de Pihuamo; 

XIX. Elemento de la Policía: personal operativo de la Comisaría de la Policía de 

Pihuamo; 

XX. Órdenes de Protección: instrumento legal de protección integral de las 

víctimas, y de urgente aplicación en función del interés de las víctimas de 

violencia y son de carácter temporal, precautorio y cautelar; 

XXI. Registro de Personas Infractoras: base de datos en el que se asienta en 

orden progresivo los asuntos que se someten al conocimiento de la Jueza o el 

Juez y son resueltos como infracciones administrativas; 

XXII. Registro Nacional de Detenciones: base de datos en el que se lleva el registro 

oportuno de personas detenidas de conformidad con la Ley Nacional del 

Registro de Detenciones. 

XXIII. Expediente Administrativo: conjunto de documentos, físicos o electrónicos, 

que se integran con motivo del arresto de la persona probable infractora y que 

contiene la totalidad de las actuaciones desahogadas en su procedimiento; 

XXIV. Actuario: el escribiente del Juzgado; 

XXV. Comisario: el Comisario de Seguridad Pública de; 

XXVI. Custodio: el Custodio del Centro de Detención Municipal de la Unidad de 

Control y Custodia de Infractores; 

XXVII. Defensor de Público: el abogado que representa y defiende a las personas 

imputadas; 

XXVIII. Psicólogo: el Psicólogo que en términos de lo previsto en el artículo 40 del 

presente, colabora en el Juzgado Cívico; 

XXIX. Recaudador: el Recaudador de Tesorería Municipal; 

XXX. Trabajador Social: el Trabajador Social que colabora en el Juzgado Cívico; 

XXXI. Tamizaje: procedimiento que determina si las personas presentan un trastorno 

psicológico o están en riesgo de sufrir algún evento psicológico, a fin de facilitar 

su tratamiento; 

XXXII. Unidad de Control y Custodia: Unidad de Control y Custodia de Infractores, 

dependiente de la Dirección de Juzgados Cívicos. 

 



 
 

 

Artículo 5. La aplicación de este reglamento corresponde a: 

I. La Presidenta o el Presidente Municipal; 

II. La o el Síndico Municipal; 

III. La o el Titular de Secretaría General del Municipio; 

IV. La o el Titular de la Dirección de Justicia Cívica; 

V. La o el Titular de la Comisaría de la Policía; 

VI. Las Juezas y Jueces; 

VII. Las Facilitadoras y los Facilitadores; y 

VIII. Las demás servidoras y servidores públicos municipales, que en el ámbito de su 

respectiva competencia, corresponda intervenir a fin de cumplir los fines del 

presente ordenamiento. 

Capítulo II 

De las Infracciones Administrativas y Sanciones 

Artículo 6. La infracción administrativa, es el acto u omisión que afecta la integridad y los 

derechos de las personas, así como las libertades, el orden y la paz pública, sancionados 

por la reglamentación vigente cuando se manifiesta en: 

I. Lugares públicos de uso común o libre tránsito, como plazas, calles, avenidas, pasos 

a desnivel, vías terrestres de comunicación, paseos, jardines, parques y áreas 

verdes; 

II. Sitios de acceso público como mercados, centros recreativos, deportivos o de 

espectáculos; 

III. Inmuebles públicos; 

IV. Vehículos destinados al servicio público de transporte; 

V. Bienes muebles e inmuebles de propiedad particular, en los casos y términos 

señalados en el presente Reglamento; y 

VI. Plazas, áreas verdes y jardines, senderos, calles y avenidas interiores, áreas 

deportivas, de recreo y esparcimiento que formen parte de los bienes inmuebles 

sujetos al régimen de propiedad en condominio, conforme a lo dispuesto por el 

Código Civil del Estado de Jalisco. 

 

Artículo 7. Son responsables de las infracciones, las personas mayores de edad y 

adolescentes, que llevan a cabo acciones u omisiones que alteran el orden público, la 

seguridad pública o la tranquilidad de las personas; así como, aquellas motivadas por 

conductas discriminatorias. 

 

Los menores mayores de doce años, pero menores de dieciocho años se sujetarán al 

procedimiento administrativo previsto en el numeral 56 fracción II de este Reglamento. 

No se considera como infracción, el legítimo ejercicio de los derechos de asociación, 

reunión y libre manifestación de las ideas, siempre que se ajusten a los términos 



 
 

 

establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 

Política del Estado de Jalisco y a los demás ordenamientos aplicables.  Su ejercicio es 

considerado ilícito cuando se usa la violencia, se hace uso de armas o se persigue un 

objeto ilícito, esto es, que pugne contra las buenas costumbres o contra las normas de 

orden público. 

 

Artículo 8. La responsabilidad determinada conforme al presente Reglamento es  

independiente de las consecuencias jurídicas que las conductas pudieran generar en otro 

ámbito; las faltas administrativas previstas en este Reglamento serán sancionadas sin perjuicio 

de la responsabilidad civil o penal en que incurra el infractor. 

 

Artículo 9. Para efectos del presente Reglamento se consideran infracciones o faltas, las 

acciones u omisiones que cometen las personas y que afecten o atenten contra: 

I. Las libertades, el orden y la paz pública; 

II. La moral pública y a la convivencia social; 

III. La prestación de servicios públicos municipales y bienes de propiedad municipal; 

IV. Al medio ambiente, a la ecología y a la salud pública; 

V. De las faltas al respeto y cuidado animal; 

VI. Al comercio; y 

VII. Los diferentes reglamentos de aplicación municipal. 

 

Artículo 10. Se considerarán faltas a las libertades, al orden y la paz pública: 

I. Causar escándalo en lugares públicos o privados; 

II. Proferir palabras altisonantes en lugares públicos o privados causando molestia a 

terceros; 

III. Proferir palabras y o gritos discriminatorios en lugares públicos o privados; 

IV. Acosar, hostigar, emitir burlas, ofensas, palabras y/o piropos obscenos o de índole 

sexual, así como realizar actos de exhibicionismo que afecten a la dignidad u 

ofendan a las personas; 

V. Discriminar a cualquier persona por razones de sexo, edad, condición, 

socioeconómica, estado civil, orientación sexual, pertenencia étnica, discapacidad, 

entre otras; 

VI. Molestar físicamente a las personas sin que se llegue a constituir un delito; 

VII. Molestar en estado de ebriedad o bajo el influjo de tóxicos, estupefacientes o 

sustancias psicotrópicas a las personas; 

VIII. Causar ruidos, sonidos o escándalos que afecten la tranquilidad de la ciudadanía en 

lugares públicos o privados, con independencia de que generen o no molestia a 

vecinos; 

IX. Provocar disturbios que alteren la tranquilidad de las personas; 



 
 

 

X. Provocar molestias a las personas o a sus bienes, siempre que no se causen daños, 

por la práctica de juegos o deportes individuales o de conjunto fuera de los sitios 

destinados para ello; 

XI. Ingerir bebidas embriagantes en la vía o lugares públicos no autorizados; 

XII. Consumir estupefacientes, psicotrópicos o inhalar sustancias tóxicas en la vía o 

lugares públicos; 

XIII. Causar falsas alarmas o asumir actitudes que tengan por objeto infundir pánico entre 

los presentes en espectáculos o lugares públicos; 

XIV. Azuzar perros u otros animales que causen daños o molestias a las personas o a 

sus bienes; 

XV. Impedir, obstaculizar o estorbar de cualquier forma el uso de la vía pública, libertad 

de tránsito o de acción de las personas, sin que medie permiso o autorización de la 

autoridad competente; 

XVI. Estacionar, conducir o permitir que se tripulen vehículos en las banquetas y demás 

lugares exclusivos para el peatón; 

XVII. Impedir o estorbar el estacionamiento de vehículos en sitios permitidos, así como 

colocar objetos en áreas de estacionamiento de uso común con el propósito de 

reservarlos como de uso privado, sin que medie permiso o autorización de la 

autoridad competente; 

XVIII. Prestar algún servicio sin que le sea solicitado y molestar de cualquier manera a 

quien lo reciba para obtener un pago por el mismo; 

XIX. Maltratar, ensuciar, pintar, pegar o promocionar signos, símbolos, palabras, figuras 

o imágenes o hacer uso indebido de las fachadas de los edificios públicos o privados, 

casa habitación monumentos, vehículos, bienes públicos o privados sin autorización 

del propietario, arrendatario o poseedor, siempre y cuando no exista querella de la 

parte afectada; se agravará la sanción si los contenidos tienen un claro sesgo 

sexista, violento y discriminatorio de cualquier tipo; 

XX. Solicitar con falsedad los servicios de policía, ambulancia, bomberos o de 

establecimientos médicos o asistenciales públicos y/o provocar por falsas alarmas, 

la movilización de los diversos cuerpos de seguridad federales, estatales o 

municipales o de los grupos de socorro y asistencia, mediante llamadas telefónicas, 

sistemas de alarma o por cualquier otro medio; 

XXI. Entorpecer labores de bomberos, policías o cuerpos de auxilio o protección civil; 

XXII. Oponerse o resistirse a un mandato legítimo de cualquier autoridad, ya sea federal, 

estatal o municipal; 

XXIII. Usar las áreas y vías públicas para cualquier actividad o práctica, sin contar con la 

autorización cuando que se requiera para ello; 

XXIV. Reñir en lugares públicos o privados, siempre y cuando no se causen lesiones o 

daños; 



 
 

 

XXV. Portar o utilizar objetos o sustancias de manera que entrañen peligro para las 

personas, excepto aquellos instrumentos propios para el desempeño del trabajo, 

deporte u oficio del portador, o de uso decorativo; 

XXVI. Introducirse en lugares privados o de propiedad privada de acceso restringido, sin 

contar con la autorización correspondiente; 

XXVII. Las sanciones administrativas que correspondan por las conductas previstas por el 

artículo 77 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos; 

XXVIII. Participar con vehículos automotores en arrancones o competencias de 

velocidad en la vía pública, o los conduzca de manera temeraria poniendo en peligro 

la vida de terceros o la suya propia; 

XXIX. Construir o instalar topes, vibradores, reductores de velocidad, jardineras, plumas, 

cadenas, postes u otro tipo de obstáculos en las banquetas, calles, avenidas y vía 

pública en general, sin contar con la autorización correspondiente; y 

XXX. Usar cualquier artículo u objeto que cause daños o molestias a las personas, 

propiedades o animales. 

 

Artículo 11. Son faltas a la moral pública y a la convivencia social: 

I. Desempeñar actividades en las que exista trato directo con el público, en estado de 

embriaguez o bajo los efectos de alguna droga; 

II. Permitir la estancia o permanencia de menores de edad en lugares donde se 

consuman bebidas alcohólicas, excepto restaurantes u otros lugares de acceso a 

las familias; 

III. Sostener relaciones sexuales o actos de exhibicionismo obsceno en la vía pública o 

lugares públicos, terrenos baldíos, centros de espectáculos, interiores de vehículos, 

o en lugares particulares con vista al público; 

IV. Promover u ofrecer en forma ostensible o fehaciente, servicios de carácter sexual 

en la vía pública. En ningún caso podrá calificarse esta falta basándose la autoridad 

en la apariencia, vestimenta o modales de las personas; y 

V. Orinar o defecar en cualquier lugar público distinto de los autorizados para esos 

fines. 

 

Artículo 12. Son faltas contra la prestación de los servicios públicos municipales y bienes de 

propiedad municipal: 

I. Hacer uso indebido de edificios o lugares públicos o de bienes o vehículos de 

propiedad municipal; 

II. Desperdiciar el agua, impedir su uso a quienes deban tener acceso a ella o desviarla 

hacia tanques, tinacos, almacenadores para formar cuerpos de agua o similares sin 

tener derecho a ello, así como utilizar indebidamente los hidrantes públicos, 

obstruirlos o impedir su uso; 



 
 

 

III. Introducirse en lugares públicos o de propiedad municipal de acceso restringido, sin 

contar con la autorización correspondiente; 

IV. Ofrecer resistencia y/o impedir directa o indirectamente, la acción de los integrantes 

de la policía, de personal de verificación, inspección o supervisión municipal o 

cualquiera otra autoridad en el cumplimiento de su deber, impidiendo la realización 

de sus funciones, no facilitando los medios para ello o haciendo uso de la fuerza o 

violencia en contra de estos o insultarlos con palabras altisonantes o señas 

obscenas o soeces, así como no acatar las indicaciones que en materia de 

prevención realice la policía o cualquier otra autoridad competente; 

V. Dañar, pintar, manchar o causar cualquier afectación material o visual a bienes 

muebles o inmuebles de propiedad municipal como monumentos, estatuas, edificios, 

mobiliario urbano, postes, arbotantes, bardas, calles, parques, jardines, plazas o 

lugares públicos; 

VI. Borrar, destruir, pintar, manchar, pegar cualquier leyenda, ocultar o cambiar de lugar 

las señales, placas o rótulos destinadas a: 

a) Regular el tránsito y la vialidad; 

b) Establecer la nomenclatura con los nombres, letras o números con las que se 

identifican las calles del Municipio; o 

c) Nombrar las calles, callejones, plazas y casas destinadas al uso público. 

VII. Dañar, destruir, apedrear, pintar, manchar, ocultar, cambiar de lugar o causar 

afectación material de funcionamiento o visual de lámparas, focos o luminarias del 

alumbrado público; 

VIII. Dañar, cortar, podar o causar cualquier daño a los árboles o arbustos, remover 

flores, tierra y demás objetos de ornamento en los espacios públicos municipales; e 

IX. Impedir el disfrute común de los bienes propiedad municipal. 

 

Artículo 13. Son faltas al Medio Ambiente, la Ecología y a la Salud Pública: 

I. Arrojar a la vía pública, espacio público o privado: basura, residuos sólidos urbanos, 

residuos de manejo especial, residuos peligros y animales muertos; 

II. Descargar aguas residuales a los sistemas de drenaje, alcantarillado, colectores 

municipales o cuerpos receptores sin previo tratamiento y autorización de la 

autoridad competente; 

III. Infiltrar aguas residuales que no reúnan las condiciones necesarias para evitar la 

contaminación del suelo, aguas nacionales y el agua de las fuentes ubicadas en el 

espacio público; 

IV. Generar emisiones contaminantes a la atmósfera, mediante la incineración de 

residuos sólidos urbanos, residuos de manejo especial y residuos peligrosos; 

V. Detonar cohetes, fuegos pirotécnicos y similares, entre las 23:00 veintitrés horas y 

las ocho 8:00 horas del día siguiente; 



 
 

 

VI. Provocar incendios, derrumbes y demás actividades análogas en sitios públicos o 

privados; 

VII. Permitir en su carácter de propietario de lote baldío la proliferación de maleza, la 

generación de riesgo para la integridad de las personas, la acumulación de basura 

y que sean utilizados como depósitos de residuos sólidos urbanos, residuos de 

manejo especial, residuos peligrosos y animales muertos; 

VIII. Fumar en hospitales, escuelas, oficinas públicas y en los establecimientos 

comerciales, de prestación de servicios, en los destinados a espectáculos públicos, 

en el interior de los vehículos destinados al servicio público de transporte de 

pasajeros y en aquellos lugares que se lo establezcan las disposiciones normativas 

de la materia; 

IX. Derribar, dañar o podar cualquier árbol, sin que se observe lo dispuesto en el 

Reglamento de Áreas Verdes del Municipio; 

X. Depositar materiales o residuos sólidos urbanos, residuos de manejo especial y 

residuos peligrosos que generen contaminación al suelo, subsuelo, causes o a la 

atmósfera; 

XI. Emitir a través de fuentes fijas, ruido, vibraciones, energía térmica, lumínica y olores 

fuera de los límites máximos permisibles señalados en las normas oficiales 

mexicanas aplicables; 

XII. Hacer fogatas, elevar globos con fuego o incendiar sustancias combustibles en 

lugares públicos que ocasiones un riesgo inminente a la ciudadanía; y 

XIII. Las demás previstas en la legislación que afecten al medio ambiente y a la salud 

pública. 

 

Artículo 14. Son faltas al respeto y cuidado animal: 

I. Tener animales sueltos y sin cuidado en la vía pública; 

II. Trasladar a los animales en los vehículos sin las medidas de seguridad adecuadas 

que establece el Reglamento de la materia; 

III. Vender, rifar u obsequiar animales en espacios públicos y vía pública, sin cumplir con 

los requisitos y de la autoridad competente; 

IV. Abandonar animales vivos en la vía pública; 

V. Transitar en la vía pública con una mascota sin ir sujeta con pechera, correa o cadena, 

y en caso de los perros considerados como agresivos o entrenados para el ataque, 

deberán ser acompañados por sus dueños, poseedores o entrenadores, siendo 

sujetados con correa o cadena corta, con un máximo de 1.25 m. (un metro con 

veinticinco centímetros) de longitud y con un bozal adecuado para su raza; y 

VI. No presentar de inmediato al Centro de Control Animal Municipal, el animal de su 

propiedad, que tenga en posesión o bajo su custodia cuando haya causado alguna 

lesión, para su estricto control epidemiológico. 



 
 

 

 

Artículo 15. Son faltas al comercio: 

I. Expender bebidas embriagantes en lugares públicos o privados sin la autorización 

correspondiente; 

II. Efectuar bailes en domicilios particulares donde se vendan boletos sin la 

autorización de la autoridad municipal; 

III. Realizar prácticas musicales, operando el sonido fuera de los decibeles permitidos; 

IV. Efectuar bailes en salones, clubes y centros sociales, infringiendo el Reglamento 

que regula la actividad de tales establecimientos sin la autorización correspondiente; 

V. Hacer uso de banquetas, calles, plazas, o cualquier otro lugar público para la 

exhibición o venta de mercancías o para el desempeño de trabajos particulares, sin 

la autorización o el permiso correspondiente; 

VI. Colocar anuncios de cualquier índole en edificios e instalaciones públicas, sin el 

permiso correspondiente y distribuir propaganda impresa en los arroyos de las 

calles; 

VII. No llevar en los hoteles o casas de huéspedes los propietarios, encargados o 

administradores, un registro en el que se asiente el nombre y dirección del usuario; 

para el caso de moteles se llevará un registro de las placas de automóviles; 

VIII. Alterar o mutilar las boletas de infracciones o cualquier tipo de notificación que sea 

realizada por la autoridad municipal; 

IX. Vender a los menores de edad inhalantes, pinturas en aerosol y demás sustancias 

que debido a su composición afecta a la salud del individuo; 

X. Expender a menores de edad bebidas alcohólicas de cualquier tipo, en los 

establecimientos comerciales o domicilios particulares; 

XI. Introducir objetos diversos que dañen u obstaculicen el mecanismo de los aparatos 

medidores de tiempo de los estacionómetros, con el ánimo de evadir el pago del 

derecho correspondiente o colocar cualquier tipo de obstáculo que impida hacer uso 

del cajón de estacionamiento donde el Municipio tenga instalado un estacionómetro; 

XII. Realizar, permitir, tolerar o promover cualquier tipo de juego de azar en los cuales 

se crucen apuestas, sin el permiso de la autoridad correspondiente; 

XIII. Ofrecer o propiciar la venta de boletos de espectáculos públicos fuera del área 

especializada con precios superiores a los autorizados; 

XIV. Trabajar en la vía pública como prestador de servicios o de cualquier actividad 

comercial, cuando requiera del permiso o licencia de la autoridad municipal y no 

cuente con ella, o bien; que lo haga sin sujetarse a las condiciones reglamentarias 

requeridas por la autoridad; 

XV. Colocar sillas o módulos para aseo de calzado, fuera de los lugares autorizados; 

XVI. Ejercer actos de comercio dentro del área de cementerios, templos, iglesias, 

monumentos, edificios públicos y en aquellos lugares que, por su tradición y 



 
 

 

costumbre, merezcan respeto, a menos que cuenten con la autorización y el permiso 

correspondiente para tal efecto; y 

XVII. Ingresar a un lugar que tuviese el sello de clausura en los giros, fincas o acceso de 

construcción estando clausuradas. 

 

Artículo 16. Cuando de manera pacífica se ingieran bebidas alcohólicas en las afueras 

del domicilio particular de alguna de las personas presentes, las o los elementos de policía 

los invitarán, hasta en una ocasión, a ingresar al domicilio, procediendo en caso de 

negativa a su arresto. 

 

Artículo 17. Lo previsto en el artículo anterior no es aplicable en los siguientes casos: 

I. Cuando las personas incurran en desórdenes y medie queja de una persona 

perjudicada; 

II. Cuando la conducta de las personas provoque un ambiente hostil; y 

III. Cuando se porten armas de fuego, agentes punzocortantes, explosivos o 

cualquier objeto que pueda causar daño a la seguridad e integridad de las 

personas o sus bienes. 

 

Artículo 18. En caso de que se aplique sanción por cometer una infracción administrativa 

bajo el influjo o abuso de bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos o sustancias 

que produzcan efectos similares, el arresto podrá ser conmutado por el tratamiento de 

desintoxicación siempre que medie solicitud de la Persona Infractora en el sentido de 

acogerse a esta modalidad, en tal caso: 

I. El tratamiento debe cumplirse en las instituciones públicas que corresponda, en 

organizaciones de la sociedad civil o en el Organismo Público Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del municipio, a través de los convenios de 

colaboración que se elaboren para derivar a las personas; 

II. Tratándose de adolescentes, los padres o tutores son los responsables de que 

la persona infractora acuda a recibir dicho tratamiento; y 

III. Cuando exista reincidencia por parte de la persona infractora, o que habiéndose 

comprometido a someterse a dicho tratamiento no lo realice, perderá su 

derecho a este. 

 

La Jueza o el Juez debe verificar el cumplimiento de dicha medida y en caso de que no 

se cumpla, debe citar a audiencia pública a la Persona Infractora para la imposición de la 

sanción correspondiente, para lo cual ordenará notificar la citación por conducto de la o el 

titular de la Comisaría de la Policía. 

Capítulo III.  



 
 

 

De las Sanciones 

 

Artículo 19. Las sanciones aplicables a las infracciones son: 

 

I. Amonestación Verbal o por Escrito: Es la exhortación pública o privada, que la 

Jueza o el Juez haga a la persona infractora; 

II. Multa: Es la cantidad de dinero que la persona infractora debe pagar a la Tesorería 

del Municipio, por la comisión de la infracción la cual no podrá exceder doscientas  

UMA; 

III. Arresto: Es la privación de la libertad por un periodo de hasta 36 horas, que se 

cumplirá en lugares destinados para tal efecto; 

IV. Medidas para la Mejor Convivencia Cotidiana: Sanción consistente en programas 

comunitarios y modelos de tratamiento preestablecidos y las cuales serán: 

a). Componentes Terapéuticos. Son modelos de tratamiento elaborados con el 

objetivo de modificar comportamientos o cambiar conductas de riesgo de violencia; 

las personas sancionadas se convierten en beneficiarios de un tratamiento. 

b). Medidas Reeducativas al Servicio Comunitario. Son Programas comunitarios 

elaborados con el objetivo de lograr la educación cívica en la persona infractora y 

que esta pueda resarcir el daño ocasionado a través del trabajo en favor de la 

comunidad.  

 

La Jueza o el Juez Cívico al momento de resolver el proceso deberá dar prioridad a la 

imposición de sanciones sea a través de Medidas para la Mejor Convivencia Cotidiana. 

 

La sanción impuesta como multa a las personas infractoras por la comisión de una infracción, 

para ser fijada se aplicará lo dispuesto en la Ley de Ingresos del Municipio Pihuamo, Jalisco, 

para el ejercicio fiscal que corresponda. 

 

Artículo 20. En caso de que la Persona Infractora sea jornalera o jornalero, obrera u obrero, 

así como trabajadora o trabajador no asalariado, a juicio de la Jueza o el Juez, se le impondrá 

la sanción correspondiente que no excederá del equivalente de un día de ingreso de la persona 

infractora. 

 

Artículo 21. La persona que padezca alguna enfermedad mental no es responsable de las 

infracciones cometidas, sin embargo, en audiencia pública la Jueza o el Juez debe apercibir a 

quien legalmente tiene la custodia, para que adopte las medidas necesarias con objeto de 

evitar infracciones. Para tales efectos se toma como base el examen realizado por la Médica 

o el Médico. 

 



 
 

 

Artículo 22. Si las infracciones a que se refiere este ordenamiento se cometen en el interior 

de domicilios particulares, para que las autoridades ejerzan sus funciones, debe mediar 

petición expresa y permiso de la o el ocupante del bien inmueble para introducirse al mismo. 

 

Artículo 23. Las infracciones cometidas entre padres e hijos o de cónyuges entre sí, serán 

sancionadas conformidad a lo establecido en el presente reglamento, proceso que podrá ser 

resuelto anticipadamente si es otorgado el perdón de la persona ofendida. 

 

Artículo 24. Las personas con discapacidad, solo son sancionadas por las infracciones que 

cometan, si su discapacidad no influyó determinantemente sobre su responsabilidad en los 

hechos. 

 

Artículo 25. Cuando una infracción se ejecute con la intervención de dos o más personas y no 

consta la forma en que dichas personas actuaron, pero sí su participación en el hecho, a cada 

uno debe aplicarse la sanción que corresponda de acuerdo con este Reglamento o en laLey 

de Ingresos del Municipio. 

 

La Jueza o el Juez puede aumentar la sanción sin rebasar el límite máximo señalado en este 

Reglamento, si aparece que las personas infractoras se ampararon en la fuerza o anonimato 

de un grupo de personas para cometer la infracción. 

 

Artículo 26. Cuando con una sola conducta se cometen varias infracciones o cuando con 

diversas conductas se cometen varias infracciones, la Jueza o el Juez debe aplicar la sanción 

que corresponda a la infracción que merece sanción mayor, y debe aumentar hasta en una 

mitad más de su duración, sin que exceda de los límites señalado en el presente Reglamento 

o en la Ley de Ingresos del Municipio. 

 

Artículo 27. Para la imposición de las sanciones señaladas en este Reglamento, se toman en 

cuenta las circunstancias siguientes: 

 

I. Las características de la Persona Infractora, como su edad, instrucción, su 

pertenencia a una etnia, su acceso a los medios de comunicación y su situación 

económica; 

II. Si es la primera vez que se comete la infracción o si la Persona Infractora es 

reincidente; 

III. Las circunstancias de la comisión de la infracción, así como su gravedad; 

IV. Los vínculos de la Persona Infractora con la persona ofendida; 

V. Si se causaron daños a bienes de propiedad municipal destinados a la 

prestación de un servicio público; y 



 
 

 

VI. La condición real de extrema pobreza de la Persona Infractora. 

 

Las sanciones se aplican según las circunstancias de cada caso, procurando que exista 

proporción y equilibrio entre la naturaleza de la falta y demás elementos de juicio que 

permitan a la Jueza o al Juez preservar el orden, la paz y la tranquilidad social. 

 

Capítulo IV 

De la Responsabilidad de las Personas Infractoras 

 

Artículo 28. Son responsables de una infracción administrativa las personas: 

 

I. Que toman parte en su ejecución; y 

II. Que induzcan u obliguen a otros acometerla. 

 

La responsabilidad determinada conforme al presente Reglamento es autónoma de las 

consecuencias jurídicas que las conductas pudieran generar en otro ámbito. 

 

Artículo 29. Cuando las conductas sancionadas por este Reglamento son cometidas en 

cumplimiento de órdenes emitidas por aquellos de quienes se tenga dependencia laboral 

o económica, la Jueza o el Juez debe imponer la sanción correspondiente y girar el 

citatorio respectivo a quien emitió la orden. Tratándose de personas jurídicas, se requerirá 

la presencia de quien ostente la representación legal y en este caso solo se impondrá 

como sanción la multa. 

 

Artículo 30. En todos los casos y para efectos de la individualización de la sanción, la 

Jueza o el Juez debe considerar como agravante el estado de ebriedad de la persona 

infractora o su intoxicación por el consumo de estupefacientes, psicotrópicos o sustancias 

toxicas al momento de la comisión de la infracción. 

 

Artículo 31. Se entiende por reincidencia la comisión de la misma infracción, de las 

contenidas en el presente Reglamento, por dos o más veces, en un periodo que no exceda 

de tres meses. Para la justificación de la reincidencia, la Jueza o el Juez deben consultar 

el Registro de Personas Infractoras, y en caso afirmativo debe anexar a la resolución, la 

constancia de los hechos en que se justifica aquella. 

 

Capítulo V 

De la Flagrancia Administrativa 

 

Artículo 32. En los casos de infracción flagrante, cualquier persona puede detener a quien lo 



 
 

 

está realizando, poniéndolo sin demora a disposición de las o los elementos de la policía, 

quienes con la misma prontitud deben poner a la persona detenida a disposición de la Jueza 

o Juez, en los casos de su competencia. 

 

Artículo 33. Se entiende que la persona probable infractora es sorprendida en flagrancia en 

los casos siguientes: 

 

I. Cuando la o el elemento de la policía presencie la comisión de la infracción; 

II. Cuando inmediatamente después de ejecutada la infracción es perseguido 

materialmente y se le detenga; 

 

Artículo 34. Cuando las o los elementos de la policía en servicio presencien o conozcan de 

la comisión de una infracción de conformidad a este Reglamento, deben proceder a la 

detención de la persona probable infractora y elaborar el correspondiente informe policial; 

enseguida presentar a la persona infractora ante la Jueza o Juez. 

 

Artículo 35. En los casos en que elementos de la comisaría de la policía en servicio 

presencien la comisión de una falta administrativa y por circunstancias ajenas a ellos no 

puedan lograr el arresto de la persona presunta infractora, llenarán el informe de policía, 

describiendo los hechos, con circunstancias de modo, tiempo y lugar, así como los datos de 

identificación de la persona presunta infractora que logren recabar, enviándolo por escrito al 

juzgado cívico para que proceda conforme corresponda. 

 

Artículo 36. Una vez recibida la documentación relativa a la infracción flagrante sin arresto 

de la persona presunta infractora, la jueza o el juez cívico municipal radicará la causa 

emitiendo acuerdo en el que ordene la apertura del expediente administrativo 

correspondiente, citando a los policías para que ratifiquen lo manifestado y a la persona 

presunta infractora para que comparezca a una audiencia que deberá desahogarse en un 

tiempo no mayor de diez días siguientes a la fecha en que se cometió la infracción a efecto 

de que manifieste lo que en su derecho convenga y ofrezca pruebas dentro de la misma, 

una vez desahogada, procederá a emitir resolución conforme corresponda.  

 

Artículo 37. Si la persona probable infractora no concurre a la Audiencia, esta se celebrará 

en rebeldía, teniendo por ciertos los hechos de la materia y dictándose la resolución 

correspondiente aplicando la sanción correspondiente establecida en el presente 

Reglamento, con excepción del arresto. En el caso de multa, deberá pagarse de manera 

voluntaria dentro de los diez días hábiles siguientes a notificada la resolución, de lo contrario 

se fincará crédito fiscal y citando a la persona infractora para notificarle la sanción impuesta. 

 



 
 

 

Capítulo VI 

De los Derechos de la Persona Probable Infractora    

 

Artículo 38. Las personas probables infractoras tienen derecho a: 

 

I. Que se reconozca su derecho a la presunción de inocencia; 

II. Recibir trato digno y no ser sometidos a penas crueles, tortura, tratos inhumanos 

o degradantes, azotes o coacción, ni cualquier otra por motivos de su 

presentación ante la Jueza o Juez o imposición de sanción; 

III. Recibir alimentación, agua, asistencia médica y cualesquiera otras atenciones 

de urgencia durante el cumplimiento o ejecución de su arresto; 

IV. Solicitar la conmutación del arresto por la multa correspondiente. 

V. Solicitar la conmutación de la pena por medidas para mejorar la convivencia 

cotidiana en los casos que proceda; 

VI. Que les sea designada una persona defensora pública o contar con una 

persona que lleve su defensa de manera particular, desde el momento de su 

presentación ante la Jueza o el Juez; 

III. Ser oído en audiencia pública por la Jueza o el Juez; 

IV. Hacer del conocimiento de un familiar o persona que deseen, los motivos de su 

detención y el lugar en que se halla bajo custodia en todo momento; 

V. Recurrir las sanciones impuestas por la Jueza o el Juez en los términos del 

presente reglamento; 

VI. Cumplir arresto en espacios dignos, aseados y con áreas privadas para realizar 

sus necesidades fisiológicas; 

VII. Se registre su detención en el Registro Nacional de Detenciones, de 

conformidad con la Ley Nacional del Registro de Detenciones; y 

VIII. No recibir sanciones que excedan lo dispuesto por la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Capítulo VII 

De la Organización de los Juzgados Cívicos 

 

Artículo 39. Los Juzgados Cívicos tendrán autonomía técnica y operativa; dependerán 

directamente del Presidente Municipal. 

 

Artículo 40. Para la efectiva impartición y administración de la Justicia Cívica en el Municipio, 

los Juzgados Cívicos, por cada turno, contarán con al menos la siguiente plantilla de personal: 

 

I. Un Juez o Jueza Cívica; 



 
 

 

II. Una o un Médico o Médico Legista, el que podrá ser dependiente de Sistema para 

el Desarrollo Integral de la Familia en el municipio. 

III. Una o un Psicólogo o Trabajador Social, los que podrán ser dependientes de 

Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el municipio; 

IV. Una o un auxiliar administrativo; 

V. Una o un defensor público, que podrá ser dependiente de la Sindicatura del 

Municipio; y 

VI. Las y los policías necesarios para la seguridad del Juzgado Cívico y la custodia de 

las personas que estén ejecutando una sanción consistente en arresto. 

 

Adicionalmente, de conformidad con las necesidades del servicio y la disponibilidad 

presupuestaria del Municipio, el Juzgado Cívico podrá contar también con: 

 

a) Uno o más facilitadores o facilitadoras de medios alternativos de solución de 

controversias; 

b) Un o una oficial notificador o actuario; 

c) Demás personal especializado que contribuya al desempeño de las funciones 

del Juzgado Cívico. 

 

Artículo 41. Los Juzgados Cívicos prestarán servicio al público de conformidad a las 

necesidades del servicio y la capacidad operativa del Municipio. 

 

Se deberá emitir e implementar un protocolo de actuación de Juzgados Cívicos, así como las 

medidas para prevenir y atender situaciones o eventos violentos en el área de celdas. 

El o la Juez tomarán las medidas necesarias para que los asuntos sometidos a la consideración 

del juzgado durante su turno se terminen dentro del mismo y solamente dejará pendientes de 

resolución aquellos que por causas ajenas al Juzgado no pueda concluir, lo cual se hará 

constar en el registro. 

 

Artículo 42. En el Juzgado Cívico, se llevarán obligadamente los siguientes Registros digitales 

y/o físicos: 

 

I. Registro de infracciones y personas infractoras, en el que se asentarán por número 

progresivo los asuntos que se sometan al conocimiento de la o el Juez Cívico; 

contendrá la información de las personas que hubieran sido sancionadas por la 

comisión de las infracciones en materia de justicia cívica y se integrará, al menos, 

con los siguientes datos: 

a. Datos personales y de localización de la o el infractor; 

b. Infracción cometida; 



 
 

 

c. Circunstancia de modo tiempo y lugar de comisión de la infracción y la sanción 

impuesta; y 

d. Estado de cumplimiento de la sanción y/o Trabajo Comunitario y Medidas para 

Mejorar la Convivencia Cotidiana. 

II. Registro de correspondencia, en el que se registrará por orden progresivo la entrada 

y salida de la misma; 

III. Registro de todas aquellas certificaciones que se expidan en el Juzgado; 

IV. Registro de multas; 

V. Registro de atención a menores; 

VI. Registro de constancias médicas y dictámenes psicosociales; 

VII. Registro de citatorios y órdenes de presentación; 

VIII. Registro de resoluciones sobre faltas administrativas; 

IX. Registro de cumplimiento de las horas de Trabajo Comunitario y Medidas para 

Mejorar la Convivencia Cotidiana, en coordinación con las dependencias 

involucradas; 

X. Registro de acuerdos de mediación y conciliación, en conjunto con el Centro de 

Mediación Municipal; 

XI. Registro Nacional de Detenciones, de conformidad con la Ley Nacional del Registro 

de Detenciones. 

 

El Ayuntamiento aprobará dentro del Presupuesto Anual de Egresos para el Municipio, las 

partidas presupuestales propias para sufragar los gastos del Juzgado Cívico, quien tendrá 

facultades para su ejercicio autónomo. 

 

Artículo 43. La Unidad de Control y Custodia dependiente de la Dirección de los Juzgados 

Cívicos, es el área responsable de la retención, detención y custodia de las personas que en 

términos del presente Reglamento sean puestos a disposición del Juez. 

 

Capítulo VIII 

De las Audiencias ante el Juzgado Cívico 

 

Artículo 44. Las audiencias ante la Jueza o el Juez son orales y públicas, se sustancian bajo 

los principios de concentración, contradicción, inmediación, continuidad y economía procesal 

en una sola audiencia. En todo momento la Jueza o el Juez debe portar la vestimenta oficial 

que para tal efecto se le haya proporcionado. 

 

Por excepción y cuando la Jueza o el Juez estimen que se compromete la seguridad de las 

personas presentes o del personal del Juzgado Cívico, puede disponer que la audiencia se 

realice de manera privada o reservada. 



 
 

 

Una vez desahogada la audiencia, se dicta la resolución administrativa que debe ser firmada 

por los que intervinieron en la misma. En caso de negativa, la Jueza o el Juez deberá asentar 

el motivo de la negativa. 

 

Artículo 45. Al ser presentada ante la Jueza o el Juez, la persona probable infractora debe 

esperar el turno de atención en la sala de espera reservado específicamente para tal fin, la 

cual debe contar con condiciones que no resulten humillantes o degradantes para la misma. 

 

Artículo 46. Las audiencias se registran por cualquier medio tecnológico al alcance del 

juzgado cívico, la grabación o reproducción de imágenes y sonidos se considera como parte 

de actuaciones y registros y se conservan en resguardo hasta por treinta días naturales, 

momento en el cual, se procede a su remisión al archivo municipal. 

 

Artículo 47. Los procedimientos que se realizan ante el juzgado cívico, se inician con la 

presentación de la persona probable infractora a cargo de las o los elementos de la policía 

o por la derivación de la queja por parte de la facilitadora o facilitador. 

 

Artículo 48. Cuando la persona probable infractora no hable español o presente 

discapacidad visual o auditiva y no cuente con una persona que lo asista, se le debe 

proporcionar el debido apoyo para traducción o interpretación de manera gratuita, así 

como efectuar los ajustes razonables necesarios, para iniciar el juicio. 

 

Artículo 49. El probable infractor será sometido de inmediato a un examen médico para 

determinar el estado físico y en su caso mental en que es presentado cuyo dictamen 

deberá elaborado por el médico que en términos del presente Reglamento, contribuya en 

el Juzgado Cívico; así mismo el infractor podrá ser sometido a una evaluación psicosocial 

para determinar perfiles de riesgo de tal forma que esta pueda ser tomada en cuenta por 

el juez para determinar la procedencia de una Medida para Mejorar la Convivencia 

Cotidiana. 

 

Artículo 50. La audiencia se desarrolla de la forma siguiente: 

 

I. La Jueza o el Juez se presenta y solicita que se identifiquen las partes, 

comenzando por las o los elementos de la policía, continuando con la persona 

ofendida o quejosa y enseguida la persona probable infractora. Posteriormente 

explica los objetivos y dinámica de la audiencia; 

II. La Jueza o el Juez al inicio de la audiencia debe cerciorase que la persona 

probable infractora tuvo acceso a comunicarse con quien lo representará 

legalmente. De dicha situación debe obrar constancia en el expediente, en caso 



 
 

 

contrario la Jueza o el Juez debe facilitar los medios necesarios a la persona 

probable infractora para que pueda comunicarse con la persona que deseé. Si 

la persona probable infractora solicita comunicarse con un particular para que 

lo asista y defienda, la Jueza o el Juez deberá suspender el procedimiento 

dándole al efecto las facilidades necesarias y concediéndole un plazo que no 

exceda de dos horas para que se presente la persona que le asista y lo 

defienda. En caso de que no cuente con defensa particular, se le nombra una o 

un defensor de oficio y se continúa con la audiencia; 

III. La Jueza o el Juez debe cerciorarse que la persona probable infractora conoce 

y comprende sus derechos y en caso contrario le hará la exposición de los 

mismos; 

IV. Enseguida se procede a recabar la declaración de las o los elementos de la 

policía que hayan realizado la detención, en la cual se deben acreditar las 

circunstancias de la detención. De no hacerlo incurren en responsabilidad en 

los términos de las leyes aplicables, ordenándose la improcedencia del servicio 

y con ella la inmediata libertad de la persona probable infractora. Rendida la 

declaración de las o los elementos de la policía, enseguida se procede a recabar 

la manifestación de la persona quejosa u ofendida y al término de esta, se 

recaba la de la persona probable infractora, quien puede reservarse el derecho 

de realizar cualquier manifestación; 

V. Podrán ofrecerse todos los elementos de prueba, con la salvedad que estas deben 

ofertarse y desahogarse durante la audiencia sin que proceda la suspensión o que 

se difiera la misma; 

VI. La Jueza o el Juez admite, recibe y desahoga aquellas pruebas que considera 

legales y pertinentes de acuerdo al caso concreto; y 

VII. La Jueza o el Juez resuelve en la misma audiencia sobre la responsabilidad de la 

persona probable infractora y la actualización de la infracción administrativa, 

valorando las pruebas desahogadas y explicando los motivos por los cuales tomo 

dicha decisión y establece la sanción si resulta procedente. 

 

Artículo 51. Si la persona probable infractora acepta la responsabilidad en la comisión de la 

infracción imputada tal y como se le atribuye, la Jueza o el Juez valorando la misma, dicta 

de inmediato su resolución debidamente fundada y motivada, pudiendo aplicar la sanción 

mínima. Si la persona probable infractora no acepta los cargos se continúa con el 

procedimiento, y si resulta responsable se le aplica la sanción que legalmente corresponda. 

 

Artículo 52. Cuando la médica o el médico del juzgado cívico certifique mediante la 

expedición de su respectivo parte médico, que la persona probable infractora se encuentra 

en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas o 



 
 

 

tóxicas, la Jueza o el Juez debe ordenar que se practiquen los procesos de desintoxicación 

correspondientes y posterior a ello puede continuar con la audiencia con la asistencia y 

anuencia de quien lleva la defensa, pudiendo permanecer la persona probable infractora en 

los separos municipales, en donde debe ser notificado del contenido de la resolución. 

 

En los casos que la médica o el médico del juzgado cívico determine a través del examen 

médico realizado a la persona probable infractora, que las condiciones de salud en que esta 

se encuentra comprometen su vida, lo hará del conocimiento de la Jueza o Juez de manera 

inmediata para que determine no iniciar procedimiento y proceda a citar a los familiares o en 

su caso, se remita a una institución de salud para su debida y oportuna atención. 

 

Artículo 53. Tratándose de personas probables infractoras que por su estado físico o mental 

denoten peligrosidad o intención de evadirse del juzgado cívico, deben ser retenidas en un 

área de seguridad hasta que se inicie la audiencia. 

 

Artículo 54. Cuando la persona probable infractora presenta discapacidad mental, a 

consideración de la médica o el médico del juzgado cívico, la Jueza o el Juez determina no 

iniciar procedimiento y cita a las personas obligadas a la custodia de la persona con 

discapacidad mental para su debido cuidado, y en caso de que se nieguen a cumplir con 

dicha obligación, dará vista al Agente de la Procuraduría Social correspondiente, para los 

fines de su representación social. 

 

A la persona con discapacidad mental se le pondrá a disposición del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del municipio, a fin de que se le proporcione la ayuda 

asistencial que se requiera en cada caso.  

 

Artículo 55. En caso de que la persona probable infractora sea extranjera, una vez 

presentada ante la Jueza o el Juez, se dará aviso a las autoridades migratorias para los 

efectos de su competencia, sin perjuicio de que se le siga el procedimiento y se le 

impongan las sanciones a que haya lugar, según lo previsto en este Reglamento o la Ley 

de Ingresos para el municipio. 

 

Artículo 56. En el caso de que la persona probable infractora sea menor de edad, la Jueza 

o el Juez debe actuar de conformidad a lo siguiente: 

 

I. Cuando la infracción administrativa sea cometida por una niña o niño menor de 

doce años de edad, el hecho está exento de inicio de procedimiento 

administrativo. El Juzgado Cívico, solicita al área de trabajo social se comunique 



 
 

 

y entregue a la niña o niño, sin demora alguna, a sus padres, tutores o de un 

representante de la Procuraduría de Protección, quien inicia trámite de entrega 

a la dependencia correspondiente, esto último en el caso en que los padres o 

tutores no se presenten. Se velará siempre por el interés superior de la niñez; y 

II. Cuando la infracción administrativa es efectuada por un adolescente, la Jueza o 

el Juez solicita al área de trabajo social se comunique de inmediato con los 

padres o tutores del menor para que acudan al juzgado cívico, hasta entonces 

no se inicia con el procedimiento administrativo. Este es en audiencia privada y 

no puede ser grabado por ningún medio o dispositivo. Si no se presentan los 

padres o tutores o ante la negativa manifestada, se inicia el procedimiento con 

la presencia de un representante de la Procuraduría de Protección, a efecto de 

proteger el principio de inmediatez y las garantías de seguridad jurídica de la o 

el menor.  

 

En el caso de que no se presente documento idóneo para acreditar la edad exacta del 

adolescente, esta se determina con el examen clínico-médico emitido por la médica o el 

médico adscrito al juzgado cívico. 

 

En este caso, la jueza o juez determina la aplicación de las medidas conducentes de 

conformidad con lo establecido en este Reglamento.  

 

Artículo 57. En caso de que la persona probable infractora traiga consigo, al momento de 

su detención, bienes que por su naturaleza no pueden ser ingresados al interior de los 

separos municipales, la autoridad los retendrá temporalmente, previo inventario que de 

los mismos se realice en su presencia, debiendo revisar dicho inventario y, en caso, de 

estar de acuerdo con su veracidad, manifestarlo con su rúbrica. Dichos bienes deben ser 

devueltos a la persona infractora, en caso de haber resultado responsable de la infracción, 

al momento de que esta cumpla su sanción administrativa. 

 

Cuando los bienes retenidos hayan sido utilizados presumiblemente en la comisión de un 

delito o sean objeto del mismo, entonces se ponen a disposición de la autoridad competente. 

 

En el inventario que se levante se debe establecer una cláusula en la que manifieste la 

persona probable infractora, su conformidad de donar los bienes muebles retenidos a una 

institución pública de beneficencia, en caso de no reclamarlos en un periodo de tres meses, 

a partir de la fecha en que haya otorgado su consentimiento. 

 

 

 



 
 

 

Capítulo IX 

De la Resolución Administrativa 

Artículo 58. Concluida la audiencia, la Jueza o el Juez de inmediato aprecia y valora las 

pruebas desahogadas y resuelve si la persona probable infractora es o no responsable de 

las infracciones que se le imputan, debiendo fundar y motivar su determinación. Lo anterior 

tiene lugar en la resolución administrativa emitida por la Jueza o el Juez. 

 

Tratándose de adolescente mayor de doce años, pero menor de dieciocho años, una vez 

agotado el procedimiento administrativo, la Jueza o el Juez deriva a la o el menor a la 

Delegación de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del municipio, 

para su atención integral o derivación a las diversas dependencias del municipio para su 

asistencia. 

 

Artículo 59. Toda resolución emitida por la Jueza o el Juez debe constar por escrito, estar 

fundada y motivada y contener por lo menos los siguientes requisitos: 

 

I. Señalar el juzgado cívico que emite la resolución; 

II. Indicar lugar y fecha de expedición de la resolución; 

III. Realizar, en su caso, una breve descripción de los hechos constitutivos, 

identificar la infracción que se actualiza y su fundamento legal; 

IV. La individualización de la sanción correspondiente; 

V. El cumplimiento, conmutación y ejecución de la misma; 

VI. Ostentar la firma autógrafa de la Jueza o el Juez; e 

VII. Indicar los medios de defensa que tiene la persona infractora en contra de la 

resolución, la vía y el plazo para ello. 

Artículo 60. Cuando de la infracción cometida se deriven daños y perjuicios que deban 

reclamarse por la vía civil, la Jueza o el Juez en favor de la conciliación, debe procurar su 

satisfacción inmediata, lo que toma en cuenta en favor de la persona infractora para los fines 

de la individualización de la sanción o de la conmutación. 

 

Artículo 61. En todo caso, al resolver la imposición de una sanción, la Jueza o el Juez 

apercibe a la persona infractora para que no reincida, haciéndole saber las consecuencias 

sociales y jurídicas de su conducta. 

 

Artículo 62. Las notificaciones deben realizarse personalmente. No obstante, cuando se 

haya señalado domicilio para oír y recibir notificaciones y la persona a quien debe hacerse 

la notificación no se encuentre en su domicilio, se le dejará citatorio para que se presente 

a una hora fija del día hábil siguiente, apercibiéndola que, en caso de no encontrarse, se 

efectuará la diligencia con quien se encuentre presente. El citatorio se entrega a cualquier 



 
 

 

persona que se encuentre presente en el domicilio y de no haber ninguna persona, se 

fijará en la puerta; quien realiza la notificación debe asentar en el expediente, la razón de 

los hechos. 

 

Cuando el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones no corresponda al de la 

persona interesada, o esta se encuentre fuera de la ciudad o exista negativa a recibir la 

notificación, previa acta circunstanciada que levante quien la realiza, se procede a 

notificar por medio de cédula fijada en estrados que estarán ubicados en el local que 

ocupe la autoridad municipal de la que emana la resolución. 

 

Artículo 63. Las notificaciones de citatorios, acuerdos y resoluciones surten sus efectos 

el mismo día en que fueron hechas, se realizan personalmente y pueden llevarse a cabo 

por cualquier autoridad señalada en el presente Reglamento. 

 

Artículo 64. Una vez que la Jueza o el Juez establezca la sanción, debe informar a la 

persona infractora, en los casos que proceda, sobre la posibilidad de conmutarse por 

medidas para mejorar la convivencia cotidiana y debe consultar respecto si quiere acceder 

a dicha conmutación. En los casos en que solo esté en posibilidad de pagar parte de la 

multa, se le recibirá el pago parcial y la Jueza o el Juez le permuta la diferencia por un 

arresto en la proporción que le corresponda a la parte no cubierta, subsistiendo esta 

posibilidad durante el tiempo de arresto de la persona infractora. 

 

Para la imposición de la sanción, el arresto se computa desde el momento de la detención 

de la persona infractora. 

 

Artículo 65. La Jueza o el Juez deberán dar prioridad en sancionar con las Medidas para 

la Mejor Convivencia Cotidiana; las cuales consisten en programas comunitarios y 

modelos de tratamiento preestablecidos en el Catálogo de Alternativas de Medidas para 

la Mejor Convivencia Cotidiana, debiendo especificar: 

 

I. Tipo de Medidas impuestas como sanción, ya sea con Componentes 

Terapéuticos, con Medidas Reeducativas al Servicio Comunitario o ambos. 

II. Número de horas que considera; 

III. Institución a la que se canaliza la Persona Infractora; y 

IV. Las sanciones en caso de incumplimiento. 

 

En caso de que la persona infractora abandone o no asista a la ejecución de la sanción con 

Medidas para la Mejor Convivencia Cotidiana, se asentará en el expediente y la Jueza o el 

Juez debe proceder a extender la orden de presentación para la imposición de la sanción 



 
 

 

correspondiente. Si no se presenta la persona infractora, queda registrada su ausencia o 

negativa para que, si es retenida nuevamente, cumpla con el arresto correspondiente sin 

ningún beneficio; así como, el cumplimiento total de la última falta cometida, sin que en 

ambos casos rebase los límites legales. 

 

El cumplimiento de las Medidas para la Mejor Convivencia Cotidiana es supervisado por la 

Jueza o el Juez a través de las dependencias que hechos dispongan, a quien o quienes les 

corresponderá elaborar el informe de cumplimiento respectivo.  

 

Artículo 66. En el supuesto de que la Persona Infractora no cumpla con las actividades 

encomendadas, la Jueza o el Juez emite la orden de presentación a efecto de que la persona 

infractora comparezca a audiencia pública a manifestar lo que en su derecho corresponda, 

y la Jueza o el Juez después de escucharlo deberá resolver lo conducente, pudiendo en su 

caso, imponer la sanción correspondiente. 

 

Las y los elementos de la policía que ejecuten las órdenes de presentación, deben hacerlo 

sin demora alguna, haciendo comparecer ante la Jueza o el Juez a los infractores a la 

brevedad posible. 

 

Artículo 67. Si la persona probable infractora resulta no ser responsable de la infracción 

imputada, la Jueza o el Juez resuelve en ese sentido y le autoriza que se retire de inmediato 

del juzgado cívico, ordenando con ello, la entrega de sus pertenencias inventariadas. 

Artículo 68. Respecto a las resoluciones de responsabilidad que emite la Jueza o el Juez 

derivadas de las determinaciones enviadas por la facilitadora o el facilitador, se notifican 

personalmente a la persona infractora para que dé cumplimiento a la misma, y en caso 

de negativa de cumplimiento la sanción se elevará a la categoría de crédito fiscal para 

que la Hacienda Municipal, en uso de las facultades inherentes a su competencia, haga 

efectiva la misma. 

 

En el supuesto de que la determinación de la facilitadora o el facilitador resulte ser 

improcedente, se notifica la respectiva resolución a las partes en conflicto. 

 

Artículo 69. En el caso de las personas a quienes se haya impuesto una multa, opten por 

impugnarla por los medios de defensa previstos en el presente Reglamento, el pago que 

se hubiere efectuado se entenderá bajo protesta. 

 

Artículo 70. En caso de que la persona infractora tenga que compurgar el arresto 

administrativo, debe ser remitido para la aplicación del tratamiento y la intervención 



 
 

 

correspondiente. De igual modo, en consideración al tiempo restante del arresto y si no 

excede de doce horas, la Jueza o el Juez puede ordenar que el arresto se cumpla en los 

separos municipales en donde también puede realizar la persona infractora medidas para 

mejorar la convivencia cotidiana. 

 

Durante el tiempo de cumplimiento del arresto, la persona infractora puede ser visitada 

por sus familiares o por persona de su confianza; así como por representantes de 

asociaciones u organismos públicos o privados, cuyos objetivos sean de trabajo social y 

cívico. 

 

Tratándose de sanciones, es responsabilidad de la Jueza o el Juez vigilar por su debido 

cumplimiento. 

Capítulo X 

De las Órdenes de Protección a Víctimas de Violencia 

 

Artículo 71. Las Órdenes de Protección son el instrumento legal diseñado para proteger 

a la mujer, hombre y menor de edad en función de su interés superior de víctima en casos 

de violencia. Deberán otorgarse por la Jueza o Juez Cívico, inmediatamente que 

conozcan de hechos que impliquen violencia, atendiendo los siguientes principios: 

a) Debida diligencia; 

b) Dignidad; 

c) Enfoque diferencial y especializado; 

d) Igualdad y no discriminación; 

e) Integridad; 

f) Máxima protección; 

g) No criminalización; 

h) Protección a la víctima; 

i) Simplicidad; 

j) Trato Preferente; y 

k) Urgencia. 

 

Artículo 72. Cuando la Jueza o Juez Cívico conozca de algún hecho que implique 

violencia, dictará órdenes de protección para salvaguardar sus derechos y las 

determinará con base en la metodología de evaluación del riesgo. 

 

Es obligación del Juzgado Cívico, dar seguimiento a las víctimas y vigilar el cumplimiento 

de la orden de protección y verificar si persiste el riesgo y en su caso ampliar la orden de 

protección. 

Artículo 73. Las órdenes de protección podrán ser de emergencia y preventivas: 



 
 

 

I. La orden de emergencia conlleva para el agresor o agresora: 

a) Prohibición de acercarse a la víctima, su domicilio, sus ascendientes o 

descendientes, su lugar de trabajo, de estudios o cualquier otro que 

frecuente. 

b) Prohibición de comunicarse con la víctima por cualquier vía; y 

c) Prohibición de intimidar o molestar a la víctima en su entorno social, así como 

a cualquier integrante de familia. 

II. Para determinar la medida de emergencia, la Jueza o Juez Cívico deberá 

considerar: 

a).El riesgo o peligro existente; 

b).La seguridad de las víctimas directas e indirectas; y 

c).Los demás elementos con que se cuente. 

d).La orden de protección preventiva puede incluir: 

e).Retención y guarda de las armas de fuego y/o punzocortantes, o punzo 

contundentes propiedad o posesión de la persona agresora; 

f).Limitación del uso y goce de bienes muebles que se encuentren en el bien 

inmueble o domicilio de la víctima; y 

g).Auxilio de las autoridades o personas que en favor de la víctima tengan 

acceso a su domicilio en común, para tomar sus pertenencias y las de sus hijos 

e hijas. 

 

Artículo 74. Se considerará un caso de emergencia aquel en el cual peligre la vida de la 

víctima de violencia, así como su integridad física y sexual. Las órdenes de protección 

deberán ser temporales, mismas que serán revocadas a petición de parte una vez que 

haya desaparecido la causa que les dio origen, previo análisis del Jueza o Juez Cívico. 

 

Artículo 75. Independientemente de las órdenes de protección que dicte la Jueza o Juez 

Cívico, cuando conozca de hechos que pongan en riesgo o peligro la integridad física o 

patrimonial de la víctima, deberá proceder, mediante el cuerpo policial especializado, al 

arresto preventivo de la persona generadora de violencia hasta por 36 horas. 

 

Artículo 76. La Jueza o Juez Cívico al dictar alguna orden de protección procederá al 

llenado de la cédula de registro, que contendrá como mínimo lo siguiente: 

 

I. Datos generales de la víctima nombre, edad, domicilio, teléfono y correo 

electrónico, y número de víctimas indirectas; 

II. Datos de la persona generadora de violencia; 

III. Descripción de los hechos; 

IV. Tipos y modalidades de violencia, así como recurrencia; 



 
 

 

V. Instancia receptora y a las que se canaliza; 

VI. Servicios brindados; y 

VII. Redes de apoyo de la víctima tales como familiares, amigos y grupos de apoyo. 

 

La cédula de registro será subida a la o las plataformas electrónicas existentes a efecto de 

generar un expediente. 

 

También corresponde a la Jueza o Juez Cívico derivar a la autoridad competente a las 

víctimas, para que tengan acceso a las Casas de Emergencia o Centros de Refugio que 

existan en el Municipio. 

 

Capítulo XI 

Del Procedimiento en casos de Infracciones no Flagrantes 

Artículo 77. Los particulares podrán presentar quejas ante la Jueza o Juez o ante la Policía, 

quienes de inmediato informarán a aquél por hechos constitutivos de probables infracciones. 

La Jueza o Juez considerará los elementos contenidos en la queja. 

 

La queja deberá presentarse de forma escrita y deberá contener al menos nombre y domicilio 

de las partes, relación de los hechos motivo de la queja y firma autógrafa de quien la 

interpone; asimismo cuando el quejoso lo considere relevante podrá presentar los medios de 

prueba que considere oportunos. 

 

Artículo 78. En caso de que la Jueza o Juez considere que la queja requiere de una 

ampliación, corrección o aclaración, prevendrá a la persona quejosa para que en un término 

de 3 tres días hábiles la corrija o amplié, bajo apercibimiento que de no hacerlo se desechará 

de plano.  

 

También se desechará la queja cuando se encuentre prescrito el derecho a presentarla o no 

contenga elementos suficientes que denoten la posible comisión de una infracción. La Jueza 

o Juez deberá fundar y motivar su resolución, la cual deberá ser notificada al quejoso. 

 

Si la o el Juez estima procedente la queja, notificará de forma inmediata al quejoso y a la 

Probable Persona Infractora para que acudan a una audiencia que deberá celebrarse dentro 

de los 3 tres días hábiles siguientes a la notificación. 

 

Artículo 79. El derecho a formular la queja por falta administrativa no flagrante, prescribe 

en dos meses, contados a partir de la comisión de la presunta infracción. 

 

La facultad para la imposición de sanciones por infracciones, prescribe por el transcurso 



 
 

 

de tres meses, contados a partir de la presentación de la queja. 

 

Artículo 80. La prescripción se interrumpe por la formulación de la queja ante la ante la 

Jueza o Juez, ante la Policía o Facilitador. Los plazos para el cómputo de la prescripción 

pueden interrumpirse una sola vez. 

 

Artículo 81. La prescripción se hace valer de oficio por la Facilitadora o el Facilitador y en 

su caso por la Jueza o el Juez o a petición de parte. 

 

Artículo 82. La Jueza o el Juez debe turnar a la Facilitadora o el Facilitador los casos de 

los que tenga conocimiento y que en su concepto constituyan infracciones no flagrantes 

a efecto de que integre y determine lo conducente. 

 

Artículo 83. Si la persona probable infractora no concurre a la cita, la audiencia se 

celebrará en su rebeldía y de acreditarse su presunta responsabilidad, se dicta resolución 

correspondiente. En caso de que la persona quejosa no comparezca a la audiencia se 

archiva su reclamación como asunto concluido. 

 

Artículo 84. Al inicio de la audiencia se ajusta, en lo conducente a lo previsto en el numeral 

50 de este Reglamento. Si es necesaria la presentación de nuevas pruebas o no es 

posible en el momento desahogar las aceptadas, solo en este caso se puede suspender 

la audiencia y fijar día y hora para su continuación, dentro de los próximos tres días 

siguientes, bajo los apercibimientos legales. 

Artículo 85. La Jueza o el Juez debe procurar, ante todo, la conciliación o avenimiento 

entre las partes conforme a los numerales 94 y 95 de este Reglamento. Si las partes en 

conflicto no llegan a una conciliación y de lo actuado, se desprenden fehacientemente 

elementos que acrediten la probable responsabilidad de la persona infractora, así como, 

la existencia de la infracción administrativa, se dicta en ese momento la resolución 

correspondiente. 

 

La Jueza o el Juez, una vez dictada la resolución administrativa, y si ésta fuera de sanción 

administrativa, debe exhortar a la persona infractora para que dé cumplimiento voluntario 

dentro de los diez días hábiles siguientes, en caso de negativa y una vez transcurrido el 

plazo fijado, se eleva la sanción a crédito fiscal, remitiéndose la resolución para su ejecución 

a la Hacienda Municipal, misma que podrá optar por inscribir el crédito fiscal en la cuenta 

catastral del bien inmueble en que se originó la infracción, siempre y cuando este registrado 

a nombre de la persona infractora. 

 

 



 
 

 

Capítulo XII 

Del Trabajo en Favor de la Comunidad  

 

Artículo 86. El trabajo en favor de la comunidad, incluyendo las Medidas para Mejorar la 

Convivencia Cotidiana, es una prerrogativa reconocida constitucionalmente al infractor, 

consistente en la prestación de servicios no remunerados, en la dependencia, institución, 

órgano, espacios públicos o cualquier otra, que para tal efecto se establezca, a fin de lograr 

que la o el infractor resarza la afectación ocasionada por la infracción cometida y reflexione 

sobre su conducta antisocial y, en su caso, se logre la reinserción familiar y social. 

 

Artículo 87. Procede la conmutación del arresto o multa por trabajo en favor de la comunidad 

cuando la Falta Administrativa cometida por el infractor no cause daños morales o 

patrimoniales a particulares o en su caso se haya reparado de manera integral el daño; en 

tanto para la aplicación de Medidas para Mejorar la Convivencia Cotidiana, dichas medidas se 

podrán aplicar si se garantiza la reparación del daño. 

 

En los casos que procedan, la o el Juez Cívico hará del conocimiento de la persona infractora 

la prerrogativa a que se refiere este artículo. 

 

Artículo 88. Cuando la o el infractor acredite de manera fehaciente su identidad y domicilio, 

podrá solicitar a la Jueza o Juez Cívico le sea permitido realizar actividades de trabajo en favor 

de la comunidad, a efecto de no cubrir la multa o el arresto que se le hubiese impuesto, excepto 

en los casos de reincidencia. 

 

Artículo 89. El trabajo en favor de la comunidad deberá ser supervisado por la autoridad 

municipal que determine a la Jueza o Juez Cívico. En su caso, la o el Juez Cívico podrá solicitar 

a la Policía del municipio, o a cualquier otra dependencia, el auxilio para la supervisión de las 

actividades de trabajo en favor de la comunidad. 

 

El trabajo en favor de la comunidad no deberá realizarse dentro de la jornada laboral de la 

persona infractora y no podrá ser humillante o degradante. 

 

Artículo 90. La Jueza o Juez Cívico, valorando las circunstancias personales de la persona 

infractora, podrá acordar la suspensión de la sanción impuesta y señalar los días, horas y 

lugares en que se llevarán a cabo las actividades de trabajo en favor de la comunidad y, sólo 

hasta la ejecución de estás cancelará la sanción de que se trate. 

 

Artículo 91. La o el juez procurará sancionar la conducta del infractor con alguna medida para 

mejorar la convivencia en los siguientes casos: 



 
 

 

I. Cuando de acuerdo a las circunstancias de lugar, modo y tiempo de la ejecución de 

la falta, su gravedad y el riesgo generado, existe la probabilidad de que pueda 

reincidir en alguna conducta que dañe la sana convivencia; y 

II. Cuando se trate de un infractor reincidente. 

 

Artículo 92. Se consideran medidas para mejorar la convivencia entre otras, las siguientes: 

 

I. Participar en programas especiales para la prevención y el tratamiento de adicciones; 

II. Capacitación de formación para el trabajo; 

III. Apoyos para la educación; 

IV. Tratamientos para combatir el alcoholismo; 

V. Someterse a tratamiento médico o psicológico, de preferencia en instituciones públicas; 

VI. Talleres para el manejo de las emociones; 

VII. Cursos o talleres de sensibilización; 

VIII. Talleres cognitivos conductuales; 

IX. Someterse a la vigilancia que determine el Juez Cívico; y 

X. Cualquier otra condición que, a juicio del Juez Cívico, logre una efectiva tutela de los 

derechos de la parte quejosa. 

 

Artículo 93. En el supuesto de que la persona infractora no cumpla con las actividades 

encomendadas, la Jueza o Juez Cívico emitirá la orden de presentación a efecto de que la 

sanción impuesta sea ejecutada de inmediato, o en su caso, se le imponga una multa o arresto. 

 

Capítulo XIII 

Del Procedimiento en los Métodos Alternos de Solución de Conflictos 

 

Artículo 94. En los procedimientos alternos de solución de controversias que conozcan las 

Juezas y los Jueces; así como, las facilitadoras y los facilitadores, deben sujetarse a los 

lineamientos previstos por el Reglamento de Métodos Alternos de Solución de Conflictos del 

Municipio, así como, de manera supletoria a la legislación de la materia en que se sustenta 

el Instituto de Justicia Alternativa del Estado de Jalisco. 

 

Artículo 95. Cuando la Jueza o el Juez estime que el asunto puesto a su consideración es 

consecuencia de una desavenencia o conflicto vecinal o comunitario entre ciudadanos, y 

estando presente la persona probable infractora y la persona quejosa a petición de ambos, 

suspenderá la audiencia procurando la solución pacífica del conflicto e iniciará con el 

procedimiento alterno de solución de controversia, invitando a que las o los elementos de la 

policía se retiren a un lugar anexo al juzgado cívico para cumplir con los principios del 

procedimiento alterno. Si las partes llegan a un acuerdo la Jueza o el Juez procede a la 



 
 

 

redacción y firma del convenio. En este momento se entiende que el convenio queda 

sancionado para los efectos legales; apercibiendo a las partes para su debido cumplimiento. 

 

En caso de que las partes no lleguen a un acuerdo, se da por terminado el procedimiento 

alterno y la Jueza o el Juez reiniciará con la audiencia pública y resolverá conforme a 

derecho. 

 

Artículo 96. La Jueza o el Juez debe girar oficio a la persona encargada del área de trabajo 

social para dar seguimiento al mismo, dejando constancia en el expediente del cumplimiento 

y con ello se ordena su archivo. La jueza o el Juez bajo su más estricta responsabilidad, 

puede ordenar el seguimiento del convenio por un plazo de hasta seis meses contados a 

partir de su suscripción, siempre y cuando haya petición de alguna de las partes. Si se llega 

a justificar el incumplimiento, la Jueza o el Juez ordena citar a las partes a una audiencia 

para que manifiesten lo que en su derecho corresponda. 

 

En caso de que quede de manifiesto el incumplimiento del mismo y ante la negativa de 

alguna de las partes o ambas para cumplir con el acuerdo, la Jueza o el Juez aplicará la 

sanción prevista en el artículo 99 del presente Reglamento. 

 

Artículo 97. Las audiencias y sesiones que realice la Jueza o el Juez se realizan de forma 

reservada y privada, estando presentes únicamente las partes intervinientes sin que estas 

se puedan video grabar o documentar mediante cualquier medio. Los procedimientos de 

mediación que realicen deben apegarse a lo previsto por el Reglamento de Métodos 

Alternos de Solución de Conflictos del Municipio; y demás normatividad aplicable.  

 

De todo procedimiento alterno seguido ante la Jueza o el Juez se ordenará su registro 

consecutivo. 

 

Artículo 98. De los acuerdos emitidos por las partes ante la Jueza o el Juez, se redacta 

el convenio que debe contener: 

 

I. Lugar y fecha de la audiencia de conciliación; 

II. Nombres de las partes; nacionalidad, estado civil, ocupación, lugar y fecha de 

nacimiento y domicilio; cuando se desprenda del estado civil que la persona que 

figure como sujeto de un convenio es casada, el nombre del cónyuge a quien 

pudieren resultarle obligaciones y derechos, así como el lugar y fecha de 

nacimiento, su nacionalidad y domicilio de éste; 

III. Cerciorarse de la identidad y personalidad de las partes, para lo cual debe 

mencionarse en el texto del convenio los datos del documento con el que se 



 
 

 

identifican y agregarse copia al expediente; 

IV. Breve descripción de los hechos que originaron el conflicto; 

V. Las manifestaciones que hagan ambas partes; 

VI. Acuerdos tomados redactados con claridad y concisión; 

VII. El plan de reparación del daño; 

VIII. Las cláusulas que contengan la forma de ejecución en caso de incumplimiento 

de las obligaciones pactadas; y 

IX. Todo convenio se redacta en forma clara, sin abreviaturas, y expresando las 

fechas y las cantidades con número y letra. 

 

Artículo 99. De todos los convenios que son remitidos a la Jueza o al Juez para su 

aprobación y sanción, se levanta constancia en la cual de manera expresa se considera 

el convenio como cosa juzgada y se eleva a rango de ejecutoria para los efectos legales 

correspondientes. En caso de incumplimiento, la Jueza o el Juez puede imponer una 

sanción de diez a sesenta UMA; exhortando a la parte o ambas, para que realicen el pago 

correspondiente dentro del plazo de quince días ante la Hacienda Municipal y deben 

presentarlo ante la Jueza o el Juez, caso contrario la Jueza o el Juez levanta constancia 

de incumplimiento y girará atento oficio a la Hacienda Municipal para su ejecución. 

 

Artículo 100. La Jueza o el Juez tiene un plazo de cinco días hábiles para revisar el 

convenio puesto a su consideración para verificar que se cumplan los requisitos de 

validez, y en caso de no reunirlos debe prevenir a la facilitadora o al facilitador para que 

dentro del plazo de cinco días hábiles subsane las deficiencias. 

Artículo 101. Una vez subsanadas las deficiencias, la Jueza o el Juez tiene diez días hábiles 

para proceder con la sanción y registro en sus archivos como sentencia ejecutoriada, o 

resolver respecto a la no sanción. 

 

La Jueza o el Juez debe ordenar la notificación del acuerdo de manera personal a la 

Facilitadora o el Facilitador; así mismo, realizar la notificación de las partes en los estrados 

de los Juzgados, quedando exhibidos los mismos hasta por quince días hábiles para los 

efectos legales correspondientes. 

Capítulo XIV 

De la Cultura Cívica 

 

Artículo 102. La cultura de la legalidad deberá ser promovida por las autoridades 

municipales, las que se sustentan en el cumplimiento de los siguientes deberes ciudadanos: 

I. Respetar las normas jurídicas, sociales y morales; 

II. Ejercer los derechos y libertades reconocidos en las disposiciones aplicables y respetar 

las de los demás; 



 
 

 

III. Tratar dignamente a las personas, respetando la diversidad que caracteriza a la 

comunidad; 

IV. Ser solidarios con los demás habitantes, especialmente con las personas que están en 

situación de vulnerabilidad; 

V. Prevenir, anular, o en su caso, reportar a las autoridades competentes, sobre los 

riesgos contra la integridad física y patrimonial de las personas; 

VI. Permitir la libertad de acción, desplazamiento y disfruté de bienes de dominio público 

de las personas en vías y espacios públicos; 

VII. Solicitar servicios de urgencias médicas, rescate o policiales, en situaciones de 

emergencia o desastre; 

VIII. Requerir la presencia policial en caso de percatarse de la realización de conductas o 

de hechos violentos que puedan causar daño a personas o bienes de terceros o que 

afecten la convivencia social; 

IX. Conservar limpias las vías y espacios públicos; 

X. Hacer uso adecuado de los bienes, espacios y servicios públicos conforme a su 

naturaleza y destino; 

XI. Cuidar el equipamiento y mobiliario urbano, así como los bienes de interés cultural, 

histórico, urbanístico y arquitectónico del municipio; 

XII. Contribuir aun ambiente adecuado para su desarrollo, salud y bienestar; 

XIII. Proteger y preservar la flora y fauna, así como las áreas de valor ambiental, áreas 

naturales protegidas y demás reservas de la biósfera que se encuentren en el 

municipio; 

XIV. Utilizar adecuadamente la infraestructura vial y respetar su señalética; 

XV. Mantener en buen estado las construcciones propias, así como reparar las averías 

o daños de la vivienda o lugar de trabajo que pongan en peligro, perjudiquen o 

molesten a la comunidad vecinal; 

XVI. Evitar que los animales domésticos causen daño o molestia a los vecinos; 

XVII. Cumplir las normas de seguridad y prevención contra incendios y demás en materia 

de protección civil relativas a la seguridad en los espacios públicos, establecimientos 

comerciales y lugares de acceso público; 

XVIII. Contribuir a generar un ambiente libre de contaminación auditiva que altere la 

tranquilidad o represente un posible riesgo a la salud de terceros, trátese de vivienda 

de interés social, popular o residencial; 

XIX. Ejercer sus derechos y libertades sin perturbar el orden y la tranquilidad públicos, ni 

afectar la continuidad del desarrollo normal de las actividades de las personas; 

XX. Interponer y fomentar la queja sobre la comisión de cualquier infracción a las leyes 

y reglamentos, así como de cualquier actividad ilícita, o sobre hechos que causen 

daño a terceros o afecten la sana convivencia; 

XXI. Colaborar con las autoridades cuando estas lo soliciten y en situaciones de 



 
 

 

emergencia; 

XXII. Permitir a las autoridades el ejercicio de las funciones previstas en este reglamento 

y en su caso, colaborar con las mismas o requerir su actuación; y 

XXIII. Participar en los asuntos de interés de su comunidad, principalmente en 

aquellos dirigidos a procurar la seguridad ciudadana, así como en la solución de los 

problemas comunitarios. 

 

Capítulo XV 

De los Recursos Administrativos 

 

Artículo 103. El particular que se considere afectado en sus derechos o intereses por actos 

o resoluciones de la autoridad municipal dictados con motivo de la aplicación de este 

Reglamento podrá interponer el recurso de revisión. 

 

Artículo 104. El recurso de revisión deberá ser interpuesto por el afectado dentro del plazo 

de 20 veinte días hábiles contados a partir del día siguiente en que la resolución se notifique 

o se haga del conocimiento del o los interesados. 

 

El recurso de revisión se tramitará y substanciará de conformidad a lo dispuesto en la Ley del 

Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco. 

 

Artículos Transitorios 

 

TRANSITORIOS REGLAMENTO DE JUSTICIA CÍVICA 

ARTICULO PRIMERO.- El presente reglamento fue aprobado por la  totalidad de regidores 

presentes mediante Acuerdo de Ayuntamiento No. 51, de la Cuarta Sesión Extraordinaria, 

celebrada el día 30 de Junio del año 2022, mismo  que entrará en vigor a partir del día de su 

publicación en la Gaceta Municipal en los estrados y página de internet del Gobierno 

Municipal. 

 

ARTICULO SEGUNDO. Durante el período comprendido de la fecha de entrada en vigor del 

Reglamento hasta el 31 de diciembre de 2022, en tanto no se apruebe por el Congreso del 

Estado de Jalisco la correspondiente Ley de Ingresos para el Municipio, la que norme la 

imposición de multas por cada uno de los supuestos de contemplados como conductas 

antijurídicas, por actos u omisiones tipificadas como faltas administrativas en el presente 

Reglamento, se aplicará la sanción que encuadre dentro de los supuestos establecidos en la 

Ley de Ingresos vigente para el municipio.   

 



 
 

 

ARTICULO TERCERO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a la 

presente Reglamento. 

 

ARTICULO CUARTO. La adscripción de las dependencias municipales que realizan las 

funciones de Justicia Cívica y Mediación o Conciliación, se ajustará a la estructura municipal 

vigente determinada por el Pleno, conforme a la plantilla de personal autorizada 

presupuestalmente y de conformidad con las facultades y obligaciones previstas en el 

Reglamento de la Administración Pública Municipal. 

 

ARTICULO QUINTO. Una vez publicado el presente ordenamiento, remítase una copia al H. 

Congreso del Estado de Jalisco para efectos de lo ordenado en la fracción VII del artículo 42 

de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco. 

 
 
 

ATENTAMENTE 
 

Salón de Cabildos del Palacio Municipal 
 

Pihuamo Jalisco, 30 de Junio del 2022 
 
 
 
 
 

C. HUMBERTO AMEZCUA BAUTISTA 
Presidente Municipal 

 
 
 
 
 

C E R T I F I C A : 
 
 

LIC. FRANCISCO JAVIER SANTILLAN OCAMPO 
Secretario General 

 



La presente fue publicada en la Gaceta Municipal de Pihuamo. Correspondiente al día 
30 de junio de 2022 en Pihuamo Jalisco.


